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Qué tiempos aquellos en que esperábamos que la Ley del Consejo de la Judica-
tura y de la Carrera Judicial se emitiera, y que con su aplicación y la entrada 
en funciones del primer Consejo, los cambios vendrían como en cascada en 

el Poder Judicial. Lamentablemente, solo vimos mejoras formales o legales, pero los 
avances o reformas institucionales siguen esperando; y por si fuera poco, a conveniencia 
de parte —léase de la nueva Corte de Suprema de Justicia—, derogaron la ley a la que 
nos referimos.

Pasó la ley, finalizó el periodo de la Corte Suprema que presidió el abogado Rivera 
Avilés, desapareció el Consejo de la Judicatura, y nada pasó, salvo el descalabro adminis-
trativo que nos heredaron, unas investigaciones limitadas o parciales a los exconsejeros, 
y el proceso penal que se sigue al que fuera el segundo hombre al mando de este extinto 
organismo. Por lo demás, este periodo cerró con el histórico rezago en temas de acceso 
a la justicia y de independencia judicial. 

Llegó la nueva Corte Suprema de Justicia que se eligió en febrero de 2016 y, a un 
año de sus ejecutorias, tampoco se avizoran cambios en el Poder Judicial. Seguimos con 
una carrera judicial, que de carrera es lo que menos tiene, pues en esta no hay previsibi-
lidad de si se puede o no ascender. 

Los concursos siguen siendo una ficción, una garantía ilusoria; es decir, meramente 
formales, lo que equivale a decir que se continúa ingresando a la judicatura por recomenda-
ciones políticas, por parentesco o por buenas relaciones con los magistrados, especialmente 
de la Suprema; lo mismo aplica para los ascensos.

Se crearon los juzgados anticorrupción, no por iniciativa de la Corte Suprema, sino 
por gestiones y condiciones de la Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad 
en Honduras (MACCIH). Si bien el concurso se basó en parámetros de transparencia y 
en una selección por méritos y capacidades, no es menos cierto que las competencias de 
estos órganos judiciales serán limitadas por disposición de la reforma, que únicamente les 
permitirá conocer de aquellos casos de corrupción en los que, supuestamente, intervengan 
tres o más funcionarios públicos.

Hecha la ley, hecha la trampa, porque en estos delitos es mayor la incidencia de 
una o dos personas. Siendo así, estos tribunales tendrán poca repercusión, al menos que 
la MACCIH se active, investigue y consiga que se desarticulen las redes de corrupción 
que funcionan al interior del aparato estatal. Pero eso todavía está por verse. 

Estamos a las puertas
de una nueva ley de la carrera judicial
sin la participación de jueces y juezas 

en su elaboración
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Estamos entonces en tiempos de avances y retrocesos, y para muestra un botón. Se 
revivió la obsoleta Ley de la Carrera Judicial, de 1985, la misma que cuestionó la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en la Sentencia López Lone y otros, por no garan-
tizar los derechos de jueces y juezas; y este retorno al pasado trae como consecuencia 
revivir la figura del Consejo de la Carrera Judicial, que ha sido el largo brazo de la Corte 
Suprema de Justicia para sancionar y eximir de responsabilidad, cuando así conviene, a 
los juzgadores que se les investiga por actuaciones contrarias a la ley. 

Así las cosas, otra vez estamos en proceso de elaboración de una nueva Ley del 
Consejo de la Judicatura, con los mismos métodos y omisiones del pasado. En concreto, 
observamos y deploramos que sea la Corte Suprema la que esté decidiendo sobre la redac-
ción de la ley, sin consultar a los jueces y juezas, sin darles ningún espacio de participación. 

Sin embargo, para que no se diga nada, y quizás en un juego de apariencias, se les 
pregunta a las asociaciones si tienen propuestas, pero al final ya se sabe: las magistradas 
y magistrados de la CSJ decidirán sobre lo que consideren más importante de esta ley; 
y la consulta, seguramente, se quedará en eso: en una consulta intrascendente que no 
incidirá en la redacción final del proyecto de ley que se enviara al Congreso Nacional 
para su aprobación. 

Qué lástima que esta nueva Corte Suprema de Justicia no se divorcie de las malas 
prácticas del pasado, y que una cuestión tan importante como la emisión de la Ley que 
organizará la carrera judicial, sea un asunto ajeno a los jueces y las juezas.

Es una verdadera pena, porque algunos de los actuales magistrados de la Corte 
Suprema, en el pasado reciente, se desempeñaron como jueces de primera instancia o 
ejercieron como magistrados de apelaciones, pero parece que ya lo olvidaron o, a propó-
sito, no lo quieren recordar. Un claro ejemplo de modelo napoleónico de la judicatura, 
ni más ni menos.
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1.	 El aborto en contexto

En América Latina, el aborto inseguro es la causa 
del 12% de las muertes maternas y de que cada año 
un millón de mujeres requieran atención hospitalaria. 
Lo que determina que un aborto sea seguro o inseguro 
—independientemente de que sea espontáneo o indu-
cido—, es la acción posterior y la atención recibida, 
ya que si la interrupción del embarazo se efectúa o es 
atendida por personas sin capacitación o experiencia, 
y sin las condiciones médicas mínimas, aumenta seria-
mente el riesgo para la vida y la salud de las mujeres1. 
Por tal razón, este tipo de aborto representa un grave 
problema social y de salud pública que los Estados 
tienen la obligación de enfrentar adecuadamente.

Pero, ¿por qué las mujeres acuden al aborto in-
seguro, pese a los riesgos que implica para su vida, su 
salud o su libertad? No se puede ignorar que los prin-
cipios religiosos y morales, tan arraigados en nuestras 
sociedades, impiden que se consideren objetivamente 
los aspectos de salud pública del aborto; pese a que el 
laicismo es un elemento central de nuestros Estados y 
formas de gobierno, la moral privada de las religiones 

*	 Doctor en Estudios Avanzados en Derechos Humanos, 
investigador del Equipo de Reflexión, Investigación y 
Comunicación-Radio Progreso de la Compañía de Jesús 
en Honduras.

1	 SEDGH, Gilda, SINGH, Susheela, et al., “Induced 
abortion: incidence and trends worldwide from 1995 to 
2008”, en The Lancet, Vol. 379, Issue 9816, 18 de febrero, 
2012, p. 625. De acuerdo con este estudio, el 95% de los 
4,4 millones de abortos realizados en la región en 2008 
fueron inseguros.

parece permear las políticas públicas, poniendo en 
entredicho la separación entre Iglesia y Estado2. 

Por ello no es de extrañar que en América Latina 
solo Cuba, Uruguay y Ciudad de México permitan 
el aborto libre entre las primeras diez y doce semanas 
de embarazo, mientras que en el otro extremo, de los 
cinco países en el mundo que contemplan la prohibi-
ción total del aborto, cuatro de ellos se encuentran en 
nuestra región: Chile, Nicaragua, El Salvador y Hon-
duras. En el medio, el resto de países del continente 
permiten la interrupción del embarazo si la vida o la 
salud física o mental de la mujer están en peligro, si 
ella fue víctima de violación o incesto, y en casos de 
imposibilidad de vida del feto al nacer3.

Pese a la existencia de leyes más restrictivas, las 
evidencias indican que los países de nuestra región 
tienen las mayores tasas de abortos en el mundo y, 
por tanto, este tipo de legislación no está asociado 
a tasas de interrupción del embarazo más bajas; de 
hecho, en 2008, la tasa de aborto en África fue de 29 
por 1000 mujeres en edad reproductiva y en América 

Aborto:  
Entre la autonomía de las mujeres 

y el delito

Joaquín A. Mejía Rivera*

2	 BROWN, Josefina, “Actores políticos y aborto. ¿Clericales 
versus anticlericales? Buscando puntos de fuga en el de-
bate político-ideológico”, en RAMOS, Silvina (Comp.), 
Investigación sobre aborto en América Latina y el Caribe. 
Una agenda renovada para informar políticas públicas e 
incidencia, Centro de Estudios de Estado y Sociedad, 
Buenos Aires y México, 2015, p. 82.

3	 Aborto y derechos reproductivos en América Latina: Impli-
caciones para la democracia, Diálogo Interamericano y 
Centro de Derechos Reproductivos, Washington, D.C., 
septiembre de 2015, p. 2.
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Las cifras evidencian que las leyes 
que penalizan la interrupción del 

embarazo no tienen un efecto 
disuasivo ni han servido para 

reducir el número de abortos, sino 
que solo aumentan los riesgos para 
la vida, la salud y la libertad de las 

mujeres.

Latina fue de 32 por 1000. En contraste, en países de 
Europa Occidental, donde el aborto es generalmente 
permitido por amplias causales, la tasa fue de 12. 
Para 2014, 27 de cada 1000 mujeres entre 15 y 44 
años se realizaron un aborto, frente a las 46 de cada 
1000 en 19904.

Estas cifras evidencian que las leyes que penali-
zan la interrupción del embarazo no tienen un efecto 
disuasivo ni han servido para reducir el número de 
abortos, sino que solo aumentan los riesgos para la 
vida, la salud y la libertad de las mujeres. Al contrario, 
las legislaciones despenalizadoras traen consigo una 
reducción de las tasas de aborto y de mortalidad mater-
na. Por ejemplo, en Italia, tras la sustancial despenali-
zación de la interrupción del embarazo que tuvo lugar 
con la Ley Nº 194 de 1978, 
el número de abortos cayó 
drásticamente5; y en Uruguay, 
desde que se aprobó en 2012 la 
Ley 18.987 de la Interrupción 
Voluntaria del Embarazo den-
tro de las primeras 12 semanas 
de gestación, se tiene una de 
las tasas de aborto más bajas 
del mundo y la tercera tasa de 
mortalidad materna más baja 
en el continente, después de 
Canadá y Estados Unidos6.

En consecuencia, mien-
tras que en los países desa-

rrollados con legislaciones que despenalizan la inte-
rrupción del embarazo las tasas de aborto han caído, 
en los países en vías de desarrollo con legislaciones 
más restrictivas, tales tasas se han mantenido o han 
aumentado en los últimos 25 años, como es el caso 
de América Latina, cuya tasa pasó de 40 abortos por 
cada 1000 mujeres en 1994 a 44 en 20147. Es claro que 
las leyes que prohíben la interrupción del embarazo 
no han llevado a bajar las tasas, lo cual indica que el 
Derecho ha sido superado por la realidad y se ha vuelto 
inútil e ineficaz para disuadir la conducta prohibida. 

Honduras es uno de los cuatro países de la región 
que prohíbe totalmente el aborto. El artículo 126 del 
actual Código Penal lo define como “la muerte de un 
ser humano en cualquier momento del embarazo o 

durante el parto” y sanciona 
con reclusión (a) de 3 a 6 
años a la mujer que inten-
cionalmente consienta que le 
causen un aborto, (b) de 6 a 
8 años a quien lo cause sin el 
consentimiento de la madre y 
sin emplear violencia o intimi-
dación, y (c) de 8 a 10 años a 
quien lo cause empleando vio-
lencia, intimidación o engaño. 
Por su parte, el artículo 127 
establece que se impondrán las 
penas señaladas anteriormente 
y la multa de 15 mil a 30 mil 
lempiras a los profesionales de 

la salud, parteros o comadronas que causen o cooperen 
en la comisión del aborto; por último, el artículo 128 
estipula una pena de reclusión de 3 a 6 años a la mujer 
que produzca su aborto o consienta que otra persona 
se lo provoque8.

Pese a esta prohibición absoluta y al subregistro 
o inexistencia de estadísticas fiables, por años el aborto 
ha constituido la segunda causa de egresos hospita-
larios en Honduras, después del parto. Se estima que 

4	 SEDGH, Gilda, SINGH, Susheela, et al., op. cit., p. 626. 
Uno de cada tres embarazos en América Latina termina 
en un aborto, la mayor tasa por regiones en el mundo, 
pese a que estos países tienen leyes antiabortivas muy 
restrictivas, en Guttmacher Institute, Abortion Rates De-
clined Significantly in the Developed World between 1990 
and 2014. Rates in the Developing World Have Remained 
Mostly Unchanged, News Release, 11 de mayo 2016. Acce-
sible en https://www.guttmacher.org/news-release/2016/
abortion-rates-declined-significantly-developed-world-
between-1990-and-2014

5	 FERRAJOLI, Luigi, Principia iuris. Teoría del derecho y de 
la democracia. 1. Teoría del derecho, Trotta, Madrid, 2011, 
p. 336.

6	 Aborto y derechos reproductivos en América Latina… op. 
cit., p. 6.

7	 Guttmacher Institute, Abortion Rates Declined Significantly 
in the Developed World between 1990 and 2014… op. cit.

8	 El artículo 195 del proyecto de nuevo Código Penal deja 
intactas esta definición y estas penas.



D
eb

at
e 

ju
ri

sd
ic

ci
o

na
l

7Justicia ǀ Febrero 2017

solo en 2013 egresaron de los hospitales públicos y 
del Instituto Hondureño de Seguridad Social 13,692 
mujeres con diagnóstico de aborto. Lógicamente, se 
puede presumir que son las mujeres pobres las que 
acuden a la sanidad pública cuando se presentan 
complicaciones después de un aborto inseguro, pues 
las que tienen dinero acuden a clínicas privadas o van 
al extranjero; por tanto, son las mujeres pobres las que 
enfrentan la posibilidad de ser encarceladas.

Aunque no se cuenta con datos del número de 
mujeres que están siendo investigadas por el supuesto 
delito de aborto, los casos judicializados son realmente 
pocos. Entre 2010 y 2014 solo ingresaron 14 expe-
dientes a los juzgados de lo penal, de los cuales tres 
terminaron en sentencias y solo una fue condenatoria9.

Estos datos evidencian la presunta incapacidad 
de las autoridades encargadas de perseguir este “deli-
to” y la hipocresía social en torno a la interrupción del 
embarazo; al parecer, la prohibición total establecida 
en el Código Penal solo sirve para tranquilizar la 
conciencia pública, “mientras que la experiencia del 
aborto se desenvuelve en un terreno invisible, sobre 
todo para quien no la quiere ver”10. 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que el acceso 
y uso de métodos anticonceptivos modernos brinda a 
las mujeres mayor control sobre el momento de tener 
hijos e hijas, y su cantidad, es lógico suponer que los 
Estados como Honduras, en vez de penalizar de forma 
absoluta el aborto, deben apostar por invertir en dichos 
métodos, incluida la educación sexual adecuada, lo 
cual sería menos costoso para las mujeres y la sociedad 
que los embarazos no deseados, abortos inseguros y 
mujeres encarceladas11.

2.	 El papel del Estado democrático de 
derecho frente al aborto

Una de las características de las sociedades actuales 
es la existencia de diversas concepciones de la vida hu-
mana y de valores fundamentales que se buscan proteger 
a través del derecho. Como estas concepciones muchas 
veces entran en conflicto, es preciso garantizar que todas 
puedan llevarse a cabo en alguna medida.

El instrumento por excelencia para lograr la 
convivencia política es un Estado que reconozca y 
promueva la tolerancia frente a la pluralidad de con-
cepciones valiosas de la vida, y se oponga a cualquier 
fundamentalismo, entendido como la defensa de una 
sola concepción absoluta de la vida, sea religiosa o 
ideológica12.

En este sentido, las ciudadanas y ciudadanos 
de una comunidad democrática estamos obligados 
a darnos “razones recíprocamente”13 y ser capaces de 
explicarnos unos a otros cuando se trata de cuestiones 
fundamentales para la sociedad, por lo que al mo-
mento de defender nuestras opciones solo podemos 
apoyarnos en valores de la razón pública14, ya que las 
posiciones basadas en una revelación divina pueden 
ser decisivas para las personas creyentes, pero tienen 
nulo valor en la discusión intersubjetiva con quienes 
no tienen las mismas creencias.

Bajo esta lógica, en una sociedad democrática, 
«no se puede presentar una propuesta política concreta 
con el argumento de que “Dios así lo quiere”»15; por 
tanto, se debe eliminar del discurso político la posi-
bilidad de hablar “en nombre de Dios”, de sacralizar 
la política o de legitimarla religiosamente16.

9	 Observatorio de Derechos Humanos de las Mujeres, Secre-
to a voces: una reseña sobre el aborto en Honduras, Centro 
de Derechos de Mujeres, septiembre de 2015, pp. 1-2 y 11.

10	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, “Cuestiones de vida y 
muerte. Los dilemas éticos del aborto”, en Derechos y 
Libertades, núm, 16, Época II, Madrid, enero 2007, p. 187.

11	 SEDGH, Gilda, SINGH, Susheela, op. cit., pp. 625-627.

12	 PEREDA, Carlos, “El laicismo también como actitud”, en 
Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del Derecho, núm. 
24, Instituto Tecnológico Autónomo de México, México, 
abril 2006, p. 9.

13	 HABERMAS, Jürgen, Entre naturalismo y religión, Paidós, 
Barcelona, 2006, p. 129.

14	 RAWLS, John, El liberalismo político, Crítica, Barcelona, 
1996, p. 252.

15	 MALDONADO, Teresa, “Laicidad y feminismo: Reper-
cusiones en los debates sobre aborto y multiculturalidad”, 
en Viento Sur. Debates feministas, núm. 104, Año XVIII, 
Madrid, julio 2009, p. 61.

16	 PEREDA, Carlos, “El laicismo también como actitud”… 
op. cit., p. 17.
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teocráticos y confesionales y, en muchas ocasiones, 
de regímenes autoritarios y dictatoriales.

Es importante recordar que la cultura jurídica 
moderna y la moral laica están fundadas sobre la 
libertad individual y la autonomía de la conciencia, 
respectivamente, y nacen de la separación entre 
derecho y moral. El primero no tiene la función de 
afirmar o de reforzar una concreta moral, sino solo 
la de prevenir daños a las personas y garantizar sus 
derechos; y la segunda, “para ser vivida y practicada 
con autenticidad, no tiene necesidad del apoyo del 
derecho y menos aún del derecho penal”19. 

En consecuencia, el principio del laicismo que 
caracteriza a todo Estado moderno, obliga a quienes 
toman decisiones legislativas, administrativas, judicia-

les o de cualquier otro orden, 
a justificarlas y basarlas úni-
camente en razones seculares 
e imparciales que solo respon-
dan a aquellos valores y princi-
pios que representan los dere-
chos y libertades reconocidos 
en las normas constitucionales 
e internacionales. Nuestra 
Constitución establece en sus 
artículos 1 y 59 que Honduras 
es un Estado de derecho que 
se constituye para asegurar a 
todas las personas sometidas 
bajo su jurisdicción el goce 
de la justicia, la libertad, la 

cultura y el bienestar económico y social, ya que la 
persona humana y la inviolabilidad de su dignidad 
se convierten en el fin supremo de la sociedad y del 
Estado, cuyo respeto y protección, todos tenemos la 
obligación de garantizar.

La efectiva realización de los derechos humanos 
es el mecanismo fundamental para fortalecer el Estado 
de derecho, así como lograr las condiciones necesarias 
para la plena realización de la persona humana y su 
dignidad, cuyo respeto condiciona la legitimidad de 

19	 FERRAJOLI, Luigi, Principia iuris. Teoría del derecho y de 
la democracia. 1. Teoría del derecho, Trotta, Madrid, 2011, 
p. 336.

En el debate público todos los sectores sociales tie-
nen derecho a participar y opinar: desde quienes patro-
cinan la liberalización del aborto, pasando por quienes 
promueven el reconocimiento de ciertas causales para 
permitirlo, hasta quienes defienden su prohibición total. 
No obstante, ni la Conferencia Episcopal ni la Confra-
ternidad Evangélica tienen algún plus de sabiduría en 
este ni en ningún otro tema no referido a los dogmas 
cristianos. Por tanto, en una sociedad democrática y un 
Estado laico el argumento para defender las posiciones 
antiabortistas nunca puede ser que “la vida pertenece a 
Dios” o que “hay vida humana desde el momento de la 
fecundación del óvulo por el espermatozoide”17. 

Por los intereses y posiciones morales en juego, 
el tema del aborto nos desafía a reflexionar desde 
una perspectiva democrática, 
lo cual implica tener claro 
que el Estado de derecho “se 
basa en la libertad, la justicia, 
la seguridad, la equidad, el 
respeto por la dignidad de las 
personas y el laicismo de las 
instituciones”, y que tratar 
de imponer una concepción 
religiosa o moral, aunque sea 
mayoritaria en una sociedad, 
atenta contra las libertades 
individuales, e implica el so-
metimiento del poder político 
al poder religioso18, lo cual es 
característico de los Estados 

17	 MALDONADO, Teresa, op. cit., p. 65. En esta línea, el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas instó 
al Estado de Honduras “a garantizar que sus políticas y 
decisiones públicas estén de conformidad con su Constitu-
ción, que establece el carácter laico del Estado”, en Comité 
de Derechos Humanos, Observaciones finales del Comité 
de Derechos Humanos: Honduras, CCPR/C/HND/CO/1, 
13 de diciembre de 2006, párr. 8.

18	 CARPIZO, Jorge y VALADÉS, Diego, Derechos huma-
nos, aborto y eutanasia, Universidad Nacional Autónoma 
de México, México, 2008, pp. IX-X. Las citas textuales 
corresponden a la p. IX. Como lo señala Carpizo en este 
libro en su capítulo “La interrupción del embarazo”, p. 41: 
“La democracia es sinónimo de laicismo. La democracia 
es pluralismo y derecho a disentir. La democracia es laica 
o no es democracia”.

Es importante recordar que la 
cultura jurídica moderna y la moral 

laica están fundadas sobre la 
libertad individual y la autonomía 

de la conciencia, respectivamente, 
y nacen de la separación entre 

derecho y moral.
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toda producción normativa, interpretación y actuación 
de los poderes públicos.

En este sentido, es preciso determinar si la pro-
hibición total del aborto es una actuación legítima de 
un Estado que se precie democrático y de derecho. 
Para ello hay que responder tres cuestiones esenciales: 
¿el Estado debe atribuir al feto o embrión la calidad 
de persona humana y proteger su derecho a la vida 
de forma absoluta? ¿Se debe admitir ciertas causales 
para permitir la interrupción del embarazo sin con-
secuencias penales para las mujeres y para quienes les 
asisten? ¿De qué manera el Estado debe garantizar la 
autonomía de las mujeres frente al aborto?

3.	 ¿El Estado debe atribuir al feto 
o embrión la calidad de persona 
humana y proteger su derecho a la 
vida de forma absoluta?

Uno de los argumentos fundamentales de quie-
nes defienden la prohibición total del aborto es que 
el feto o embrión es una persona cuyo derecho a la 
vida el Estado tiene la obligación de proteger, incluso 
aunque el embarazo sea producto de una violación o 
que su continuación ponga en peligro la vida o la salud 
de la madre. Bajo esta lógica, el aborto constituiría 
un homicidio o un asesinato, ya que el cuadro del 
embarazo representaría “una relación entre dos seres 
que provisionalmente se encuentran en relación de 
mutua dependencia. El feto representa, entonces, la 
parte débil que debe ser protegida por el Estado frente 
a las agresiones de la otra parte, considerada no como 
una víctima sino más bien como un agresor o incluso 
un posible verdugo”20.

Si la mujer embarazada y el feto son igualmente 
personas, no se explica por qué el Código Penal hondu-
reño no prescribe para las mujeres que abortan penas de 
cárcel similares a las previstas para los delitos de homi-
cidio, asesinato o parricidio. Si moralmente el aborto 
es equivalente a tales delitos, ¿por qué se castiga con 
una pena máxima de 6 años, mientras que el homicidio 
se castiga con una pena de 15 años y el asesinato y el 
parricidio con una pena máxima de 20 años? 

En el fondo, se puede presumir que, para quienes 
legislan, la vida del embrión o el feto no es equipa-
rable a la vida de la madre y por ello, aunque existe 
un discurso de prohibición total del aborto porque es 
considerado un atentado contra la vida humana, en 
términos de sanción penal este “delito”, además de 
ser castigado con menor dureza en comparación con 
otras infracciones contra la vida, su persecución es 
altamente inefectiva.

De cualquier manera, debido a la existencia 
de una sanción penal, un asunto fundamental que 
debemos preguntarnos es cuál es el momento preciso 
en que puede afirmarse que nace o existe una persona 
humana, o si el embrión es una persona o no. Desde 
la biología se puede responder que la diferencia entre 
el genoma humano y el genoma de un mono puede 
ser entre 1 y 2%; es decir, la información genética que 
se encuentra en tales porcentajes es lo que distingue 
al cerebro humano de otros primates, en concreto, el 
sistema nervioso central, particularmente la corteza 
cerebral. La neurobiología ha determinado que a las 
doce semanas de embarazo el feto no ha desarrollado 
aún la corteza cerebral y, por tanto, “dentro de ese lapso 
el embrión no es un individuo biológico caracterizado, 
ni una persona, tampoco un ser humano. El embrión no 
tiene las condiciones que particularizan al ser humano 
[…] es incapaz de sufrir o de gozar. Biológicamente no 
puede considerársele un ser humano”21.

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante la Corte IDH) ha señalado que 
el embrión no puede ser entendido como persona para 
efectos del artículo 4.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante la Convención 
Americana) que establece que “[t]oda persona tiene 
derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 

20	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., pp. 190 y 194.

21	 CARPIZO, Jorge, “La interrupción del embarazo”, en 
CARPIZO, Jorge y VALADÉS, Diego, Derechos humanos, 
aborto y eutanasia, Universidad Nacional Autónoma de 
México, México, 2008, p. 5. “Las más diversas legislacio-
nes, e incluso la mayoría de religiones, admiten que cuando 
existe muerte cerebral, es factible desconectarle los aparatos 
que la sostienen en estado vegetativo, en virtud de que ha 
fallecido. Dicha situación, en sentido contrario, coincide 
con la de la interrupción del embarazo antes de las doce 
semanas. En ambos casos no puede afirmarse que exista 
vida humana”.
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protegido por la ley y, en general, a partir del momento 
de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente”. Tomando en consideración las bases 
científicas disponibles, el tribunal interamericano ha 
concluido que

 […] la “concepción” en el sentido del artículo 
4.1 tiene lugar desde el momento en que el 
embrión se implanta en el útero, razón por la 
cual antes de este evento no habría lugar a la 
aplicación del artículo 4 de la Convención. 
Además, es posible concluir de las palabras “en 
general” que la protección del derecho a la vida 
con arreglo a dicha disposición no es absoluta, 
sino es gradual e incremental según su desarrollo, 
debido a que no constituye un deber absoluto 
e incondicional, sino que implica entender la 
procedencia de excepciones a la regla general22.

Esta decisión jurisprudencial tiene cuatro impli-
caciones importantes. En primer lugar, la Convención 
Americana permite un apropiado balance entre dere-
chos e intereses en conflicto, de modo que es incorrecto 
alegar “la protección absoluta del embrión anulando 
otros derechos”23; en segundo lugar, el embrión no 
implantado no tiene igual consideración para tratar-
lo con iguales derechos que una persona en sentido 
estricto; en tercer lugar, es discriminatorio sacrificar 
los derechos de las mujeres para dar una prevalencia 
absoluta a la protección de un embrión o de óvulos 
fecundados24; y en cuarto lugar, es adecuada la uti-
lización de métodos anticonceptivos de emergencia 
como las Píldoras Anticonceptivas de Emergencia 
(PAE), las cuales no pueden ser consideradas aborti-
vas, ya que a la luz de lo señalado por la Corte IDH, 
no hay concepción alguna antes de que el embrión se 
implante en el útero. 

Evidentemente, no se puede ignorar que el em-
brión es un ente vital que consiste en un potencial ser 

humano, lo cual significa «que se trata de un individuo 
que, de no mediar alguna intervención causalmente 
impeditiva de ello, habría de llegar a desarrollarse con-
tinuamente hasta un momento en que ya contará como 
una persona “actual”»25. No obstante, de esta premisa, 
aunque sea verdadera, no se puede derivar directa-
mente la tesis de que el embrión es una persona y, en 
consecuencia, se le reconozca la protección absoluta del 
derecho a la vida, aun por encima de la salud, la vida o 
la autonomía de la madre.

Esto es así porque el concepto de “persona” per-
tenece al lenguaje jurídico y al lenguaje moral, pero 
no al lenguaje biológico. Deducir de la tesis biológica, 
según la cual el embrión es una entidad vital, la tesis 
moral de su calidad de persona, o incluso la tesis jurí-
dica según la cual es razonable configurar como delito 
su eliminación, es una indebida derivación viciada de 
falacia naturalista. Plantear que 

un embrión es una persona no es una aserción 
sino una prescripción; no es un juicio de hecho 
sino un juicio de valor, y como tal ni verdadero 
ni falso sino sometido a la valoración moral y 
a la libertad de conciencia de cada uno. Sólo 
hay una cosa pacíficamente compartida: una 
persona, tanto en sentido jurídico como moral, 
existe indiscutiblemente en el momento del na-
cimiento, el cual requiere la gestación y el parto 
de la mujer26.

Por ello es que nuestro Código Civil en su ar-
tículo 51 establece que “[l]a existencia legal de toda 
persona principia al nacer” y si muere en el vientre 
materno o antes de estar completamente separada 
de su madre, o “no haya sobrevivido a la separación 
un momento siquiera, se reputará no haber existido 
jamás”. Cuando el artículo 67 constitucional señala 
que a quien “está por nacer se le considerará nacido 
para todo lo que le favorezca dentro de los límites 
establecidos por la Ley”, crea una ficción jurídica para 

22	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Arta-
via Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) vs. Costa Rica, 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
Sentencia de 28 de noviembre de 2012, párr. 264.

23	 Ibíd., párr. 263.
24	 Ibíd., párr. 297.

25	 MAÑALICH R., Juan Pablo, “La permisibilidad del 
aborto como problema ontológico”, en Revista de Derechos 
y Humanidades, núm. 23, Universidad de Chile, 2014, p. 
322.

26	 FERRAJOLI, Luigi, op. cit., p. 333.
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considerar personas al embrión y al feto en función 
de los derechos sucesorios y similares regulados en la 
normativa civil, siempre y cuando nazca y tenga vida. 

Obviamente, el nacimiento de una persona 
requiere el cuerpo y la mente de una potencial madre 
que, sin duda, es considerada persona en toda su 
dimensión y, en consecuencia, titular de derechos y 
merecedora de toda la protección del Estado. Teniendo 
en cuenta que en términos biológicos y jurídicos el 
embrión no es considerado persona en sentido estricto, 
pese a albergar vida, un Estado democrático y de de-
recho no puede ni debe equiparar la vida embrionaria 
con la vida humana, ni criminalizar a las mujeres 
cuando, por diferentes razones, deciden de manera 
autónoma interrumpir el embarazo y no concebir.

Fundamentar la prohi-
bición absoluta del aborto en 
la tesis de la potencialidad del 
embrión o feto humano, es 
admitir que no hay diferencia 
alguna entre una persona po-
tencial y una persona actual, 
y en consecuencia, no habría 
diferencia entre la eliminación 
de una persona ya existente y 
el impedimento de que llegue 
a existir esa persona. Por tan-
to, reconocer a un embrión 
o feto un derecho a la vida 
en sentido estricto en virtud 
del argumento de la poten-
cialidad, puede llevarnos al 
absurdo de reconocer también tal “derecho a un óvulo 
(humano) no fecundado —y consistentemente, para 
evitar cualquier discriminación sexista: también a un 
espermatozoide (humano)”27.

A la luz de lo anterior debemos preguntarnos si 
es moralmente aceptable que una mujer sea obligada 
a una gestación y un parto no deseados para satisfacer 
un supuesto derecho del embrión a nacer, a pesar de 

que su reconocimiento como persona descansa en 
la controvertida cuestión de su potencialidad. En 
otras palabras, se impone a la mujer la maternidad, 
lo cual genera una alteración de su vida y “representa 
una violación clamorosa de la segunda máxima de la 
ética kantiana, según la cual ninguna persona puede 
ser tratada como un medio para fines ajenos: en este 
caso, como instrumento de reproducción mecánica e 
involuntaria. Y contradice asimismo el postulado de la 
ética liberal expresado por John Stuart Mill mediante 
la máxima según la cual cada uno es soberano de su 
propio cuerpo y de su propia mente”28. 

De cualquier manera, quienes defienden la 
prohibición total del aborto sobre la base de la poten-
cialidad del embrión como persona, deben tomar en 

cuenta que el nacimiento no 
puede concebirse solo como 
un hecho biológico y natural, 
sino como el fruto del ejercicio 
de una libertad de autodeter-
minación de la mujer y de una 
libertad frente a constricciones 
sobre su cuerpo y su integri-
dad física, psíquica y moral.

El ejercicio de esta li-
bertad de autodeterminación 
implica que las mujeres sien-
ten dentro de su vientre a un 
hijo o hija, y no una simple 
vida embrionaria en el mismo 
momento en que piensan y 

quieran esta vida como un hijo o hija, o sea, como 
una persona. Es justamente este acto de voluntad el 
que confiere al feto el valor de persona; es decir, es un 
“acto con el que la mujer se piensa y se quiere como 
madre y piensa y quiere al feto como nacido”. Por tan-
to, la procreación, además de ser un proceso biológico, 
también es un acto de conciencia y de voluntad con 
el cual la madre no solo le da cuerpo a quien está por 
nacer, sino también el valor de persona29.

27	 MAÑALICH R., Juan Pablo, op. cit., pp. 322-324. «En 
tal medida, la posición de un embrión o feto humano, 
como posible titular de un derecho a la vida stricto sensu, 
es similar a la del príncipe Carlos, quien “es el potencial 
rey de Inglaterra, pero actualmente no tiene los derechos 
de un rey”».

28	 FERRAJOLI, Luigi, op. cit., p. 334.
29	 Ibíd., pp. 334-335. “Dicho en otros términos: si es verdad 

que el embrión necesita de la (decisión de la) madre para 
nacer, entonces dicha decisión determina su naturaleza 
haciendo de él una (futura) persona. En suma, su cuali-

Solo hay una cosa pacíficamente 
compartida: una persona, tanto en 
sentido jurídico como moral, existe 
indiscutiblemente en el momento 
del nacimiento, el cual requiere la 
gestación y el parto de la mujer.
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A la luz de todo lo anterior, en un Estado demo-
crático y de derecho se debe generar un debate amplio 
e inclusivo para determinar si está justificado, secular 
y racionalmente, que el derecho confiera al embrión 
o feto el estatus de persona sobre la cuestionada base 
de su potencialidad, sin tomar en consideración el 
derecho a la autonomía de la mujer, e imponga la 
prohibición y sanción penal de la interrupción del 
embarazo en cualquier circunstancia solo porque es 
considerado por un sector de la sociedad como un 
hecho contrario a ciertos principios morales y reli-
giosos. Debemos insistir en el principio de laicidad 
como garantía democrática para evitar que el Estado 
y sus instituciones se conviertan en instrumentos de 
defensa e imposición de una determinada moralidad. 

4.	 ¿Se debe admitir ciertas causales para 
permitir la interrupción del embarazo 
sin consecuencias penales para las 
mujeres y para quienes las asisten?

Ya hemos señalado que los sectores que justifican 
la intervención estatal para prohibir el aborto se basan 
en la idea de que el embrión o el feto tienen el estatus 
de persona a la que el Estado tiene la obligación de 
proteger. Además de las ya citadas disposiciones del 
Código Penal, el artículo 52 del Código Civil ordena 
que se proteja la vida del que está por nacer y que se 
tomen todas las medidas que sean “convenientes para 
proteger la existencia del no nacido, siempre que [se] 
crea que de algún modo peligra”.

Como el aborto es un tema con una fuerte 
connotación moral y, en consecuencia, generador 
de opiniones diversas y muchas veces contrapuestas, 
el derecho, al momento de regularlo, debe tomar en 
cuenta la realidad en que está inmerso y buscar un 
equilibrio para que las distintas concepciones de la 
vida se realicen en alguna medida, siempre y cuando 
ello no implique una violación a los derechos y liber-
tades de las personas en sentido estricto. Se requiere, 
por tanto, una regulación jurídica que favorezca sobre 

todo la reducción o eliminación de las condiciones 
que puedan provocar riesgos para la salud, la vida y 
la libertad de las mujeres.

En un Estado democrático de derecho la inter-
vención jurídica relacionada con el aborto no puede 
ni debe reflejar “sin más una visión del derecho en su 
forma más tradicional, caracterizada por su carácter 
primario de tipo coercitivo”, tal y como sucede en 
Honduras; por el contrario, la interrupción del emba-
razo no puede ser considerada prohibida u obligatoria, 
sino solo permitida al menos en determinadas cir-
cunstancias30. Por tal razón, en muchas normativas y 
resoluciones de tribunales nacionales e internacionales 
se reconocen ciertas situaciones en las que el aborto 
puede ser considerado lícito y amparado en la legali-
dad; así, “cuando un embarazo ha sido producido por 
una violación, cuando la salud física o psíquica de la 
mujer peligra si continua con la gestación o cuando 
el feto presenta graves malformaciones se permite el 
aborto en consideración a la difícil situación que las 
mujeres afrontan”31.

En esta línea, la Plataforma “Somos Muchas 
por la Libertad y la Vida de las Mujeres”, un colectivo 
de redes y organizaciones de mujeres y de feministas 
independientes en Honduras, propone la despenali-
zación del aborto por tres causales: en primer lugar, 
por violación sexual, teniendo en cuenta que solo en 
2015 se presentaron más de 2,200 denuncias ante el 
Ministerio Público por delitos sexuales contra niñas 
y mujeres, quienes quedan expuestas a embarazos no 
deseados; en segundo lugar, cuando se pone en grave 
riesgo la salud y la vida de la mujer, considerando que en 
los últimos cinco años al menos el 30% de las muertes 
maternas hubieran podido evitarse con la interrupción 
oportuna del embarazo; y en tercer lugar, cuando exis-
ten graves malformaciones congénitas del feto que son 

30	 RENTERÍA DÍAZ, Adrián, El aborto. Entre la moral y el 
derecho, Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, Ciudad 
Juárez, 2001, pp. 197 y 200. La cita textual corresponde 
a la p. 197.

31	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., p. 200. Para un 
análisis de resoluciones judiciales de tribunales de Estados 
Unidos, Italia, Colombia, España y Francia, consúltese 
CARPIZO, Jorge, op. cit., pp. 8-15.

dad de (futura) persona es compatible con la tesis sobre 
la dignidad de la persona de la madre, como sujeto y no 
objeto, si y sólo si es decidida por ésta, es decir, si y sólo si 
es pensada y querida por el sujeto que puede hacerlo nacer 
como persona”.
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incompatibles con la vida fuera del útero, por lo que 
la continuación del embarazo implica un sufrimiento 
innecesario para las mujeres y sus familias32.

Me atrevo a señalar que la propuesta de esta 
Plataforma refleja la madurez política de quienes 
defienden la despenalización del aborto en el país, ya 
que teniendo en cuenta que la sociedad hondureña es 
conservadora, patriarcal y fuertemente influenciada 
por la religión, buscan un punto de encuentro y equi-
librio entre el derecho a la autonomía de las mujeres 
y el interés de protección a la potencialidad de una 
vida humana.

La despenalización del aborto en virtud de 
estas tres causales no solo evitaría consecuencias 
perjudiciales para la salud, la vida y la libertad de las 
mujeres, sino que también garantizaría el principio 
constitucional a la igualdad 
en términos de tratar iguales 
a los iguales y desiguales a 
los desiguales, ya que frente 
a un eventual conflicto entre 
los derechos de quien es una 
persona en sentido estricto 
y los supuestos derechos de 
quien todavía no lo es, deben 
primar los primeros. 

Sin embargo, debe que-
dar claro que las llamadas “tres 
causales” para despenalizar 
la interrupción del embarazo 
constituyen los estándares mínimos que el Estado 
hondureño tiene la obligación de garantizar a la luz de 
las normas y jurisprudencia internacional en materia 
de derechos humanos, las cuales permiten orientar “las 
normas jurídicas no hacia el absurdo de equiparar el 
aborto a un asesinato sino a su valoración en relación 
con contextos y circunstancias”, y a considerar que en 
situaciones límite, el derecho no puede ni debe exigir a 
las mujeres un comportamiento heroico o samaritano 
ni perseguirlas ni condenarlas en supuestos concretos33, 

tales como violación sexual, riesgo para sus vidas y su 
salud, y malformaciones congénitas del feto incompa-
tibles con la vida.

Ignorar que la dignidad humana no puede des-
conocer la especificidad de la condición de las mujeres, 
que no son simples instrumentos de procreación y que 
el nacimiento de una hija o hijo no deseado afectará 
su proyecto de vida, es una de las negaciones más 
profundas de la libertad y de la igualdad. Amenazar 
a una mujer con una sanción penal para obligarla a 
continuar con un embarazo producto de una violación 
o que implique riesgos para su vida o su salud, o que 
agrave su sufrimiento por la incompatibilidad del feto 
con la vida fuera del útero, es moralmente inaceptable, 
democráticamente condenable y un verdadero “asalto 
a su humanidad”34.

La protección absoluta 
del derecho a la vida de quien 
está por nacer, mediante la 
penalización total del aborto, 
coloca a las mujeres en una 
situación de mayor vulnerabi-
lidad y las discrimina por razo-
nes de género al considerarlas 
únicamente en su función de 
ser madres35. La Corte IDH 
ya se ha pronunciado sobre la 
interrupción del embarazo en 
un contexto de criminalización 
total del aborto cuando ha me-

diado la causal de riesgo para la vida y la salud de la ma-
dre, y ha ordenado la adopción de todas las medidas que 
sean necesarias y efectivas para proteger los derechos a la 
vida, a la integridad personal y a la salud de la mujer36.

32	 Para más información sobre esta plataforma y su propuesta, 
puede consultarse https://somosmuchashn.wordpress.
com/las-tres-causales/

33	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., pp. 198-199. La 
cita textual corresponde a la p. 198.

34	 CARPIZO, Jorge, op. cit., pp. 20-22.
35	 ARANGO OLAYA, Mónica, “Medidas provisionales 

adoptadas por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en el asunto B. con El Salvador y el fortalecimiento 
de la protección de los derechos reproductivos en el sistema 
interamericano”, en Anuario de Derechos Humanos, núm. 
10, Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 
Santiago de Chile, junio 2014, p. 184.

36	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Medidas 
provisionales respecto de El Salvador. Asunto B. Resolución 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 29 
de mayo de 2013, punto resolutivo 1. 

Ignorar que la dignidad humana no 
puede desconocer la especificidad 
de la condición de las mujeres, que 

no son simples instrumentos de 
procreación y que el nacimiento de 
una hija o hijo no deseado afectará 
su proyecto de vida, es una de las 
negaciones más profundas de la 

libertad y de la igualdad.
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Esta resolución que solo ordena medidas para 
proteger los derechos de la madre, pero no para tu-
telar el derecho a la vida del feto, refleja el “balance 
de la protección de derechos e intereses jurídicos en 
juego, en el que prevalece la protección a la vida de 
la mujer” 37.

Finalmente, es importante traer a colación los 
resultados de un estudio de opinión realizado en julio 
pasado a personas con un rango de edad entre 18 y 
49 años, por la firma encuestadora Le Vote, los cuales 
señalan que: (a) el 96% cree que la planificación fami-
liar debe ser un derecho de todos y todas; (b) el 78% 
opina que todos los métodos anticonceptivos deben 
ser legales; (c) el 52% cree que la ley debe permitir el 
aborto en caso de violación o incesto; (d) el 65 % opina 
que la ley debe permitir el aborto cuando el embarazo 
pone en peligro la salud y la vida de la mujer, y (e) el 
69% cree que la ley debe permitir el aborto cuando el 
feto tiene malformaciones graves incompatibles con la 
vida fuera del útero38. 

Estos datos demuestran que existe un apoyo 
social significativo a la adecuación del derecho interno 
a los estándares internacionales en materia de dere-
chos sexuales y reproductivos de las mujeres, lo cual 
es una condición imprescindible para que el Estado 
cumpla con su obligación de respetar y garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Si el 
Congreso Nacional ignora la contundencia de los ar-
gumentos en que se basa la propuesta de la Plataforma 
“Somos Muchas” en relación con las “tres causales” 
y se niega a promover y desarrollar un debate demo-
crático amplio al respecto sobre la base del principio 
de laicidad del Estado, evidenciará el autoritarismo 
de unas pocas personas —las y los legisladores— que 
imponen su voluntad y su visión de la vida a través 
del derecho penal, y la revisten de legalidad para 
convertirla en la voluntad general, pese a su evidente 
falta de legitimidad.

5.	 ¿De qué manera el Estado debe 
garantizar la autonomía de las 
mujeres frente al aborto?

El principio de autonomía es un requisito indis-
pensable para el libre desarrollo de la personalidad y 
una exigencia de la propia dignidad humana. En un 
Estado de derecho, las instituciones deben asegurar 
la autonomía de las personas como sujetos privados y 
como agentes políticos a fin de que sean ellas, “en un 
marco democrático y relativamente igualitario, quie-
nes desarrollen libremente su plan de vida personal y 
adopten en lo fundamental las decisiones colectivas 
pertinentes en cada momento histórico”39. En tal sen-
tido, la autonomía personal valora la libre elección y 
materialización de las concepciones y planes de vida40. 

En el caso particular de las mujeres, la auto-
nomía implica, entre otras cosas, la negación del so-
metimiento de sus cuerpos a decisiones heterónomas 
o que se justifican en intereses ajenos a ellas, ya que 
sus cuerpos no pertenecen a la sociedad ni al Estado, 
quienes no pueden “imponer a una mujer la gestación 
y la maternidad”41. Este es el fundamento del eslogan 
feminista “Mi cuerpo es mío”, el cual debe asumirse 
seriamente si se pretende proteger al embrión como 
potencial persona humana, evitando que las mujeres 
sean tratadas como meros instrumentos y recipientes 
de gestación, es decir, como medios y no como fines.

En el debate sobre el aborto, este se plantea como 
un conflicto entre el derecho a la vida del feto o em-
brión, y el derecho a la autonomía de la mujer, el cual 

37	 ARANGO OLAYA, Mónica, op. cit., pp. 181-182.
38	 MARTÍNEZ CORAL, Catalina, “Debate por la despe-

nalización del aborto en Honduras”, en Asuntos del Sur, 
08/09/2016. Accesible en http://www.asuntosdelsur.
org/opinion/debate-por-la-despenalizacion-del-aborto-
en-honduras. El estudio de opinión puede consultarse en 
http://www.derechosdelamujer.org/tl_files/documentos/
aborto/Aborto-HN-Estudio-opinion-2016.pdf

39	 PRIETO SANCHÍS, Luis, “Neconstitucionalismo y 
ponderación judicial”, en CARBONELL, Miguel (ed.), 
Neoconstitucionalismo (s), Editorial Trotta, Madrid, 2ª 
edición, 2005, pp. 124-125.

40	 NINO, Carlos Santiago, “Autonomía y necesidades bá-
sicas”, en Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 
7, Universidad de Alicante, Alicante, 1990, p. 24. “El 
Estado (y los demás individuos) no deben interferir en esa 
elección o adopción, limitándose a diseñar instituciones 
que faciliten la persecución individual de esos planes de 
vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno 
sustente e impidiendo la interferencia mutua en el curso 
de tal persecución”, en NINO, Carlos Santiago, Ética y 
derechos humanos. Un ensayo de fundamentación, Ariel, 
Barcelona, 1989, pp. 204-205.

41	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., p. 204. 
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suele ser descalificado porque se concibe básicamente 
como una libertad activa; es decir, como un derecho 
a abortar. Esta concepción ignora que el derecho a la 
autonomía consiste no solo y no tanto en una libertad 
activa o positiva, o sea, en la facultad de abortar, sino 
más bien en una libertad negativa; es decir, en el de-
recho de la mujer a no convertirse en madre contra su 
voluntad. La prohibición total del aborto no se limita a 
impedir un hacer, sino que impone una multiplicidad 
de obligaciones de hacer: “la obligación de ser madre, 
de llevar adelante un embarazo, de parir con dolor, de 
criar y mantener un hijo, de renunciar a proyectos de 
vida diferentes. Impone, en una palabra, el sacrificio 
del propio futuro”42.

Así se niega a las mujeres su carácter de sujetos 
autónomos y se vulnera el re-
conocimiento de su autonomía 
en un asunto tan fundamental 
como la gestación y la mater-
nidad que, indudablemente, 
puede determinar y alterar 
considerablemente el pro-
yecto o plan de vida de una 
mujer. Un Estado de derecho 
debe generar las condiciones 
normativas e institucionales 
que faciliten la persecución y 
satisfacción de los proyectos de 
vida individuales, y no tratar 
“a las mujeres como menores 
de edad, como personas ne-
cesitadas de tutela o, lo que es peor, como sujetos con 
temibles intenciones de las que se debe proteger a los 
niños e incluso a ellas mismas”43.

Criminalizar la interrupción del embarazo (a) se 
estrella frontalmente contra los principios del derecho 
penal democrático que prohíben que la norma penal 
sirva para obligar a un hacer y menos que imponga 
opciones de vida y concepciones morales concretas, y 
(b) transgrede el ya señalado principio kantiano del 

valor de la persona como un fin y no como un medio 
para lograr fines ajenos. Si se pretende respetar el plu-
ralismo moral y, en consecuencia, buscar un equilibro 
entre el interés por la vida embrionaria y la autonomía 
de las mujeres, un Estado de derecho debe establecer 
una convención que “no lesione los derechos humanos 
de las mujeres a su integridad, dignidad y libertad y que 
al mismo tiempo fije el momento en el que la tutela del 
embrión deja de ser una cuestión solamente moral”44.

Un punto importante para establecer dicha con-
vención es determinar las edades del feto con relación 
a su viabilidad. La experiencia comparada nos muestra 
la factibilidad de una “ley de plazos” que, por un lado, 
estipule un término de tiempo en que se garantice a las 
mujeres la interrupción del embarazo de forma segura 

sin necesidad de justificación; 
es decir, un plazo dentro del 
cual las mujeres puedan deci-
dir libre, consciente y respon-
sablemente su maternidad; y 
que, por otro lado, reconozca 
ciertas causales para permitir 
el aborto cuando el embarazo 
haya continuado más allá del 
plazo establecido. 

Respecto a lo primero, 
ya hemos señalado que antes 
de las 12 semanas (3 meses) el 
embrión no ha desarrollado su 
corteza cerebral, la cual define 
las condiciones que particu-

larizan al ser humano; y con relación a lo segundo, 
también ya hemos planteado que se debe permitir la 
interrupción del embarazo cuando este sea producto 
de una violación, cuando provoque riesgos para la 
salud física o psíquica de la mujer, y cuando el feto 
presenta graves malformaciones incompatibles con la 
vida fuera del útero. 

Al dar una mirada a las regulaciones sobre el 
aborto en varios países, nos encontramos que en la 
mayoría de países europeos está regulado por leyes de 
plazos. El aborto está permitido hasta las diez sema-
nas de gestación en Portugal. En Bélgica, Alemania, 42	 FERRAJOLI, Luigi, op. cit., p. 337. “Consiste en una 

inmunidad, en un habeas corpus, o sea, en la libertad 
personal frente a constricciones y coerciones”.

43	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., pp. 204-205. 44	 FERRAJOLI, Luigi, op. cit., p. 337.

El principio de autonomía es un 
requisito indispensable para el libre 
desarrollo de la personalidad y una 

exigencia de la propia dignidad 
humana.
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Austria, Francia, Eslovaquia y Grecia es permitido en 
las primeras 12 semanas. En Suecia se permite durante 
las primeras 18 semanas y en Holanda durante las 
primeras 24 semanas. En Estados Unidos se permite la 
interrupción del embarazo en los primeros tres meses, 
y en Canadá el aborto se practica a petición de la mujer 
y sin límite de gestación. 

En Rusia la interrupción del embarazo es libre y 
gratuito hasta las 12 semanas de gestación, plazo que 
puede ser ampliado hasta las 22 semanas en caso de 
enfermedad grave, viudez, minoría de edad, pérdida 
de trabajo o vivienda, falta de recursos económicos 
para mantener al niño o niña y violación, entre otros 
supuestos. En Cuba es permitido hasta las diez se-
manas sin que las mujeres tengan que justificarlo. En 
Guatemala y Costa Rica el aborto está permitido solo 
si la vida de la madre corre grave riesgo.

Como sociedad y Estado no podemos continuar 
generando condiciones de inmoralidad e ilegalidad 
sobre un asunto que vulnera abiertamente la auto-
nomía de las mujeres y las coloca en una situación 
de riesgo y mayor vulnerabilidad. Honduras debe 
avanzar hacia una regulación de la interrupción del 
embarazo que, tomando el ejemplo de la experiencia 
comparada a la luz de las particularidades de nuestra 
realidad, establezca plazos y causales para garantizar el 
respeto a la libertad de las mujeres a decidir de manera 
consciente y responsable sobre sus derechos sexuales y 
reproductivos, y a sus derechos a la vida y a la salud, así 
como la protección del derecho a la vida embrionaria a 
partir de determinado tiempo en que biológicamente 
se puede afirmar la personalidad del feto.

6.	 Una conclusión para el debate

En virtud de una regla básica del derecho inter-
nacional, “todo Estado Parte en un tratado tiene el 
deber jurídico de adoptar las medidas necesarias para 
cumplir con sus obligaciones conforme al tratado, sean 
dichas medidas legislativas o de otra índole”45. En este 

sentido, los tratados de derechos humanos ratificados 
por Honduras le imponen la obligación de adoptar 
todas las medidas necesarias para garantizar el goce 
y ejercicio de los derechos en ellos contenidos. Estas 
pueden ser de carácter legislativo para suplir even-
tuales lagunas o insuficiencias del derecho interno, 
o para realizar las modificaciones necesarias con el 
fin de asegurar el fiel cumplimiento de los estándares 
internacionales46.

Que el Estado hondureño deba adecuar el 
derecho interno a los estándares internacionales esta-
blecidos en un tratado, supone: (a) la derogación de 
toda norma jurídica contraria a los mismos y (b) la 
expedición de normas que garanticen el goce y disfrute 
efectivo de los derechos humanos. De no hacerlo, 
no solo contraviene las normas convencionales que 
consagran los respectivos derechos transgredidos, sino 
también el artículo 2 de la Convención Americana, 
que contiene la obligación estatal de adoptar las medi-
das legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos tales derechos47.

Es importante destacar que las medidas de otro 
carácter comprenden las actuaciones de juezas y jue-
ces48 que son los llamados a ejercer el doble control 
de la legalidad de los actos y omisiones de los poderes 
públicos: el control de constitucionalidad sobre la pro-
ducción e interpretación normativa, y sobre los actos 
de los poderes públicos, y el control de convencionalidad 
entre las normas jurídicas internas y la Convención 
Americana49. En esta línea, la Sala de lo Constitucio-
nal de la Corte Suprema de Justicia estableció que el 
control de convencionalidad 

45	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Exigibili-
dad del derecho de rectificación o respuesta (arts. 14.1, 1.1 
y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-7/86 de 29 de agosto de 1986, 
párr. 30.

46	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación General Nº 3 (1990). La índole de las obligacio-
nes de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), 
párrs. 2-3.

47	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Suárez 
Rosero vs. Ecuador, Sentencia de 12 de noviembre de 1997, 
párrs. 97-98.

48	 CARBONELL, Miguel, Introducción General al Control de 
Convencionalidad, Editorial Porrúa México/ Universidad 
Nacional Autónoma de México, México, 2013, p. 70.

49	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Almo-
nacid Arellano y otros vs. Chile, Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia del 26 de sep-
tiembre de 2006, párr. 124.
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[…] consiste en que la interpretación del derecho 
contenido en las Convenciones y los Tratados de 
que un Estado sea signatario, es la competencia 
propia y peculiar de los tribunales. Una Con-
vención o Tratado Internacional son, de hecho 
y deben ser mirados por los jueces como normas 
de Derecho Fundamental, que forman parte de 
nuestro Bloque Constitucional. Y por ello perte-
nece a los jueces concretar su significado, tanto 
como el significado de cualquier Ley particular 
que proceda del Cuerpo Legislativo50. 

Pero, además, la Sala de lo Constitucional fue 
más allá y señaló que son vinculantes no solo las sen-
tencias de la Corte IDH en las que el Estado de Hon-
duras es parte en el litigio, sino también aquellas en 
las que no lo es, pues en virtud del artículo 2 de la Ley 
Sobre Justicia Constitucional y a la luz de los artículos 
15, 16, 17 y 18 de la Constitución de la República, la 
interpretación convencional de toda la jurisprudencia 
interamericana puede ser relacionada y desarrollada 
“pertinentemente como derecho vinculante también 
para el Estado de Honduras”51.

En consecuencia, los estándares determinados 
en la sentencia del caso sobre fecundación in vitro 
representan un piso mínimo que el Estado hondureño 
tiene la obligación de establecer en el ámbito interno, 
es decir, (a) un adecuado balance entre los intereses 
en conflicto, evitando invocar la protección absoluta 
del embrión para negar los derechos de las mujeres, 
(b) una consideración diferenciada del embrión no 
implantado, ya que no puede ser tratado con iguales 

derechos que una persona en sentido estricto, (c) un 
tratamiento no discriminatorio hacia las mujeres que 
evite sacrificar sus derechos con el fin de dar prevalen-
cia absoluta a la protección de un embrión o feto, y (d) 
unas condiciones que permitan la adecuada utilización 
de métodos anticonceptivos de emergencia como las 
PAE, que no pueden ser consideradas abortivas52. 

Como lo ha señalado el Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación contra la Mujer, el Estado 
hondureño debe (a) reformar la normativa sobre el 
aborto con miras a determinar las circunstancias en 
que se puede autorizar; por ejemplo, las tres causales 
que ya hemos analizado, y (b) derogar las disposiciones 
que penalizan a las mujeres que recurren al procedi-
miento de interrupción del embarazo53. 

De la misma forma, el Comité de Derechos Hu-
manos manifestó “su preocupación por la legislación 
indebidamente restrictiva del aborto, especialmente 
en casos en que la vida de la madre esté en peligro” 
y recomendó al Estado hondureño: (a) modificar la 
legislación para ayudar a las mujeres a prevenir em-
barazos no deseados y evitar que recurran a abortos 
inseguros con sus consecuentes riesgos para la salud, 
la vida y la libertad, y (b) revisar la legislación sobre el 
aborto con miras a que concuerde con los estándares 
internacionales en la materia54.

A la luz de todo lo anterior, la penalización del 
aborto no puede seguir invocándose para defender 
la vida del embrión o el feto; además, si tomamos 
en consideración las estadísticas que indican que las 
leyes que criminalizan la interrupción del embarazo 
no tienen un efecto disuasivo ni han servido para 

50	 Sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Su-
prema de Justicia del Recurso de Amparo Administrativo 
AA-0406-2013, de fecha 28 de junio de 2013, conside-
rando 10.

51	 Sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Supre-
ma de Justicia del Recurso de Inconstitucional vía Acción 
RI-1343-2014 acumulada con el RI-0243-2015, conside-
rando 20. Para un análisis al respecto, puede consultarse 
MEJÍA RIVERA, Joaquín A. y PADILLA EVELINE, 
Josué, “El control de convencionalidad en Honduras. 
Avances y desafíos”, en MEJÍA R., Joaquín A., BECERRA 
R., José de Jesús y FLORES, Rogelio (Coords.), El control 
de convencionalidad en México, Centroamérica y Panamá, 
Editorial San Ignacio/Editorial Guaymuras, Tegucigalpa, 
2016, pp. 74-98.

52	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Artavia 
Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) vs. Costa Rica… 
op. cit., párrs. 263, 264 y 297.

53	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer, Observaciones finales del Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación contra la Mujer: Honduras, 
CEDAW/C/HON/CO/6, 10 de agosto de 2007, párr. 
25. “El Comité exhorta también al Estado Parte a poner a 
disposición de las mujeres servicios de calidad para atender 
las complicaciones derivadas de los abortos peligrosos y a 
reducir la tasa de mortalidad materna”.

54	 Comité de Derechos Humanos, Observaciones finales del 
Comité de Derechos Humanos: Honduras… op. cit., párr. 
8.



18

D
eb

at
e 

ju
ri

sd
ic

ci
o

na
l

Justicia ǀ Febrero 2017

reducir el número de abortos, y que al contrario, las 
legislaciones despenalizadoras combinadas con los 
elementos enunciados en los siguientes párrafos, traen 
consigo una reducción de las tasas de aborto y de 
mortalidad materna, entonces, quienes están contra 
el aborto deberían sumarse a la campaña de las “tres 
causales” liderada por la Plataforma “Somos muchas” 
y luchar contra su criminalización. 

Existen mecanismos más efectivos para defender 
la vida en todas sus etapas sin necesidad de anular los 
derechos de las mujeres, por ejemplo, (a) establecer 
una educación sexual temprana que forje una actitud 
responsable frente a las relaciones sexuales; (b) gene-
rar condiciones socioeconómicas adecuadas para que 
las madres, particularmente las más pobres, puedan 
ofrecer una vida digna a sus hijos e hijas; (c) fortalecer 
las condiciones sociales e institucionales para brindar 
una protección efectiva de los derechos de la niñez, 
y (d) una legislación que establezca “un plazo dentro 

del cual es lícito abortar respetando la decisión de la 
mujer y reconduciendo los abortos a un periodo de 
tiempo donde el feto claramente no es viable fuera 
del útero materno”55.

Siguiendo los parámetros interamericanos e 
internacionales analizados, el Estado de Honduras 
tiene la obligación de garantizar la realización de los 
derechos de la mujer y la igualdad de género, y para 
ello debe: (a) derogar o modificar leyes, políticas y 
prácticas discriminatorias en la esfera de la salud sexual 
y reproductiva; (b) adoptar medidas legales y políticas 
para garantizar la prevención de los embarazos no 
deseados y los abortos inseguros mediante el acceso a 
anticonceptivos asequibles, seguros y eficaces, y una 
educación integral sobre la sexualidad; (c) liberar las 
leyes restrictivas del aborto; (d) asegurar el acceso de 
las mujeres y las niñas a servicios de aborto seguro, y (e) 
respetar “el derecho de las mujeres a adoptar decisiones 
autónomas sobre su salud sexual y reproductiva”56.

55	 GARCÍA PASCUAL, Cristina, op. cit., p. 208. 
56	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

Observación general núm. 22 (2016), relativa al derecho 
a la salud sexual y reproductiva (artículo 12 del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), 
E/C.12/GC/22, 2 de mayo de 2016, párr. 28.

Como lo ha señalado el Comité 
para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer, 
el Estado hondureño debe 

reformar la normativa sobre el 
aborto con miras a determinar las 

circunstancias en que se puede 
autorizar.
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1.	 La necesidad de combatir los cuerpos 
ilegales y aparatos clandestinos en 
Guatemala

El conf licto armado interno en Guatemala 
finalizó en 1996 con la suscripción de una serie de 
Acuerdos de Paz que contemplaban transformaciones 
de las instituciones estatales, así como de las políticas 
públicas para desmilitarizar la sociedad, ampliar la 
participación política, reformar aspectos socioeconó-
micos, proteger los derechos de los pueblos indígenas 
y fortalecer el sistema de justicia. Para asegurar el 
proceso de negociación y asesorar la implementación 
de los Acuerdos de Paz, la Organización de Naciones 
Unidas creó la Misión para la Verificación de los 
Acuerdos de Paz, MINUGUA.

En 2003 era claro que los sectores militares y las 
élites económicas guatemaltecas habían logrado impe-
dir los cambios normativos, culturales e institucionales 
contemplados en los Acuerdos de Paz. Los procesos de 
justicia por graves violaciones a los derechos humanos 
avanzaban únicamente por los esfuerzos de las organi-
zaciones de derechos humanos, pero aun así existía una 
virtual impunidad1. Desde la asunción al poder de un 
gobierno de un partido pro militar en el año 2000, los 
ataques contra organizaciones de derechos humanos 
aumentaron significativamente, sin que las institucio-
nes de justicia investigaran o sancionaran ninguno de 
estos hechos. Adicionalmente, MINUGUA denunció 

*	 Jurista guatemalteco.
1	 Impunity Watch-Guatemala, Reconociendo el pasado: desa-

fíos para combatir la impunidad en Guatemala, Colección 
Enfoque País, Guatemala: Impunity Watch, noviembre 
de 2008, 2 pp.

el absoluto incumplimiento del Acuerdo global de De-
rechos Humanos2 que obligaba al Estado, en su punto 
IV, a investigar y desarticular los CIACS3.

Adicionalmente, los aparatos clandestinos de 
contrainsurgencia se convirtieron en estructuras de cri-
minalidad organizada que, aprovechando sus vínculos 
o control sobre ciertas fuerzas de seguridad, lograron 
dominar una serie de actividades criminales como el 
narcotráfico, la trata de personas, el contrabando adua-
nero y  otros mercados ilegales4. Dichas estructuras 

La CICIG como órgano 
de protección de derechos humanos

Dr. Alejandro Rodríguez Barillas*

2	 “Existen indicios de que la influencia y participación de 
estos grupos (cuerpos de seguridad ilegales y aparatos 
clandestinos) en actividades ilegales y delictivas habría 
crecido, pero su naturaleza clandestina y el encubrimiento 
del que gozan, dificulta su verificación. El gobierno debe 
combatir la impunidad que los ampara, especialmente 
la tolerancia, aquiescencia o complicidad de algunos 
funcionarios públicos”. Numeral 57 del Decimosegundo 
informe sobre Derechos Humanos de la Misión de Veri-
ficación de las Naciones Unidas en Guatemala. Informe 
correspondiente al período entre el 1 de julio de 2000 y 
el 30 de junio de 2001.

3	 Los cuerpos ilegales y aparatos clandestinos fueron creados 
desde los años 60 como mecanismos para combatir a los 
grupos insurgentes y la disidencia política. Fueron creados 
bajo el modelo de escuadrones de la muerte, con el finan-
ciamiento y la asistencia técnica de los Estados Unidos. 
Los iniciales fueron la mano blanca, ojo por ojo, el ejército 
secreto anticomunista, etc. Sobre esto: MacClintock, The 
American Connection. Death Squads, tomo II.

4	 Ver: Beltrán, A., Estado cautivo: Crimen organizado y dere-
chos humanos en América Latina, Oficina en Washington 
para Asuntos Latinoamericanos (WOLA), octubre de 
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criminales habían logrado cooptar a las instituciones de 
justicia, creando un régimen de impunidad estructural.

En ese contexto de agresión e impunidad, las 
organizaciones de derechos humanos, a mediados de 
junio de 2002, acordaron impulsar la creación de una 
Comisión de Investigación que se encargara de los gru-
pos clandestinos que “han operado y operan impune-
mente a lo largo de la historia del país”5. Posteriormente, 
el Procurador de los Derechos Humanos emitió una 
resolución condenando al Estado de Guatemala por 
la falta de investigación, juzgamiento y sanción contra 
los ataques a defensores de derechos humanos. En esa 
resolución instaba al Estado a crear una comisión inter-
nacional para investigar y perseguir los cuerpos ilegales y 
aparatos clandestinos, para dar exacto cumplimiento al 
punto IV del Acuerdo Global de Derechos Humanos6. 

La resolución recogía el clamor de las organizacio-
nes de derechos humanos que miraban con profunda 
desconfianza la institucionalidad del Estado y creían 
necesario realizar una depuración de la Policía, el Mi-
nisterio Público y el Organismo Judicial. La sociedad 
civil consideraba que la impunidad era el producto de 
la cooptación que diversos grupos de poder —especial-
mente el Ejército—, habían efectuado sobre el sistema 
de justicia y seguridad. Ante el colapso de las institucio-
nes nacionales7, solo quedaba conformar una instancia 
internacional, no controlada por los poderes fácticos.

Existía amplio consenso en que la nueva instancia 
internacional debía tener una naturaleza distinta a los 
mecanismos anteriores. En particular, la experiencia de 
MINUGUA se había revelado insuficiente para lograr 
la depuración estatal y el procesamiento de violaciones 
a los derechos humanos. Los informes de verificación de 
MINUGUA, si bien documentaban con contundencia 
las violaciones de derechos humanos, no contemplaban 
mecanismos de depuración y permanecían como sim-
ples recomendaciones. 

Se propuso entonces la creación de la Comi-
sión Internacional contra cuerpos ilegales y aparatos 
clandestinos de seguridad (CICIACS), con el obje-
tivo de superar todas las debilidades del mandato de 
MINUGUA. Para ello, la sociedad civil solicitó que 
se le dieran “dientes” a la CICIACS, confiriéndole 
la facultad de investigar y perseguir criminalmente 
en forma independiente del Ministerio Público8. La 
CICIACS sería un mecanismo de asistencia técnica, 
solicitado por el Estado de Guatemala para lograr 
cumplir sus obligaciones en materia de respeto y ga-
rantía de los derechos humanos, con la diferencia de 
que tendría potestades para litigar ante los órganos 
jurisdiccionales nacionales. 

El mandato fue discutido con Naciones Unidas 
y se logró un primer acuerdo para la instalación de 
la CICIACS, que fue firmado a principios de 2004, 
cuando el gobierno del presidente Alfonso Portillo 
estaba por concluir9. Sin embargo, el nuevo gobierno 
del presidente Oscar Berger ejerció poder político 

2007. Disponible en: http://www.wola.org/sites/default/
f iles /downloadable /Citizen%20Security /past /el_esta-
do_cautivo% 20FINAL.pdf.

5	 Las organizaciones que promovieron la instalación de 
CICIACS fueron Centro de Acción Legal en Derechos 
Humanos, CALDH; Centro Internacional para Inves-
tigaciones en Derechos Humanos, CIIDH; el Grupo 
de Apoyo Mutuo, GAM, la Fundación Myrna Mack, 
FMM; la Fundación Rigoberta Menchú Tum, FRMT; el 
Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de 
Guatemala, IECCPG; la Oficina de Derechos Humanos 
del Arzobispado de Guatemala, ODHAG, y Seguridad 
en Democracia, SEDEM. Sobre el proceso de creación de 
CICIACS: Oloscoaga, K. CICIACS. La sistematización de 
un proceso. Guatemala, 2004. Ejemplar mimeografiado. 

6	 PDH, Resolución del 16 de enero de 2003.
7	 Guatemala presentaba una de las tasas de homicidios más 

altas del mundo (48 por 100 mil habitantes en 2007). 
Además, un alto nivel de violencia contra la mujer. Gran 
parte de las condiciones de criminalidad y violencia que 
vivía el país en 2007, así como la inoperancia de sus 

instituciones, se encuentran resumidas en el informe del 
relator de Naciones Unidas para las ejecuciones sumarias, 
extralegales y arbitrarias. Philip Alston. Impunity Watch-
Guatemala. Reconociendo el pasado: desafíos para combatir 
la impunidad en Guatemala. Colección Enfoque País, 
Guatemala: Impunity Watch, noviembre de 2008, 2 pp.

8	 La propuesta era que no solo investigara la existencia de 
cuerpos clandestinos, sino que también pudiera ejercer 
acciones concretas para desarticularlos. Y no solo su 
desarticulación, sino su posterior enjuiciamiento. Cfr. 
Oloscoaga, K. CICIACS, op. cit., p. 9.

9	 Acuerdo entre la Organización de Naciones Unidas y el 
gobierno de Guatemala para el establecimiento de una Co-
misión para la investigación de grupos ilegales y aparatos 
clandestinos de seguridad en Guatemala, firmado el 7 de 
enero de 2004. 
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en la Corte de Constitucionalidad para obtener una 
opinión consultiva que declaraba inconstitucional el 
acuerdo, especialmente por conferirle la facultad de 
perseguir y ejercer la acción penal con independencia 
del Ministerio Público10. De esta manera paralizó la 
instalación de la CICIACS. 

La sociedad civil siguió insistiendo en la instala-
ción de la Comisión, ante el aumento de los atentados 
a los derechos humanos y la violencia en el país. Con 
el objeto de adaptar el acuerdo a las exigencias cons-
titucionales, se cambió el nombre del mecanismo a 
CICIG y se modificó su contenido para limitar su rol 
a la facultad de constituirse como querellante adhesivo, 
de tal manera que solo podía ejercer la acción penal 
de forma coadyuvante al Ministerio Público. El 12 
de diciembre de 2006, se suscribió el nuevo acuerdo 
entre Naciones Unidas y el Estado de Guatemala para 
la creación de la CICIG11. 

Faltaba, sin embargo, la ratificación del Acuerdo 
por parte del Congreso de la República conforme el 
artículo 170 de la Constitución, el cual se preveía su-
mamente difícil, por la oposición de varios diputados 
a ser investigados12. Un elemento que abonó a la rati-
ficación de la CICIG por el Congreso de la República 
fue el escándalo internacional por el asesinato de tres 
diputados salvadoreños al Parlamento Centroameri-
cano y su piloto, en febrero de 2007. Bajo las intensas 
críticas del gobierno salvadoreño y la presión de las 
organizaciones de derechos humanos, el Congreso de 
la República se vio obligado a ratificarlo13. 

El acuerdo sobre la CICIG crea un mecanismo 
híbrido, que permite la participación de investiga-

dores y fiscales internacionales bajo el mandato de 
Naciones Unidas en Guatemala, con la facultad de 
presentar casos ante los tribunales nacionales bajo la 
figura de querellante adhesivo. A diferencia de otros 
mecanismos de Naciones Unidas, la CICIG litiga ante 
tribunales nacionales y queda sujeta a las decisiones 
de jueces guatemaltecos. 

2.	 Características de la CICIG

2.1	 Naturaleza jurídica
El acuerdo de creación de la CICIG toma como 

punto de partida la obligación del Estado de Guatemala 
de proteger los derechos humanos. Al mismo tiempo 
reconoce que la debilidad estructural de su sistema de 
justicia le impide cumplir con dicha obligación, ante lo 
cual solicita a Naciones Unidas que le brinde asistencia 
técnica para respetar y garantizar los derechos civiles y 
políticos de la población14.

Se señala también que el Estado es incapaz de 
cumplir el Acuerdo Global de Derechos Humanos, 
que le imponía el deber de desarticular los cuerpos ile-
gales y aparatos clandestinos de seguridad. La CICIG 
es, por tanto, un mecanismo de asistencia internacional 
para la protección de derechos humanos. Sin embargo, 
no es un órgano de Naciones Unidas, sino que “fun-
cionará solamente de conformidad con los términos 
de este Acuerdo”15.

10	 Corte de Constitucionalidad Opinión Consultiva, Expe-
diente No. 1250-2004, Opinión consultiva del 6 de agosto 
de 2004.

11	 Acuerdo entre la organización de las Naciones Unidas y el 
gobierno de Guatemala relativo al establecimiento de una 
comisión internacional contra la impunidad en Guatemala 
(CICIG), en adelante Acuerdo CICIG.

12	 Impunity Watch (IW) Centro Internacional para la Jus-
ticia Transicional (ICTJ) y Plataforma Holandesa contra 
la Impunidad. Cambiar la cultura de la violencia por la 
cultura de la vida. Los primeros dos años de la Comisión 
Internacional contra la Impunidad en Guatemala, Bogotá, 
2010, p. 16.

13	 Ibíd.

14	 Considerando I del Acuerdo CICIG: “el Estado de Gua-
temala, tiene compromisos asumidos internacionalmente 
en materia de Derechos Humanos para implementar 
mecanismos efectivos para proteger estos derechos, con-
forme la Carta de Naciones Unidas, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración sobre el 
Derecho y el Deber de los Individuos, los grupos y las ins-
tituciones de promover y proteger los Derechos Humanos 
y las libertades fundamentales universales reconocidos”; 
Considerando III del Acuerdo CICIG de conformidad con 
los artículos 55 y 56 de la Carta de las Naciones Unidas; 
dicha organización promueve el respeto a los Derechos 
Humanos y a las libertades fundamentales de todos, y que 
los Estados miembros se comprometen a tomar medidas 
en cooperación con la misma para dicho propósito. 

15	 Considerando 9 del Acuerdo CICIG. 
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2.2	 Mandato
El mandato principal de la CICIG es la identifi-

cación, investigación y persecución penal de los delitos 
cometidos por integrantes de los cuerpos ilegales y 
aparatos clandestinos de seguridad, “la determinación 
de sus estructuras, actividades, formas de operación y 
fuentes de financiamiento, promoviendo tanto la des-
articulación de dichas organizaciones como la sanción 
penal de los partícipes de los delitos cometidos”16. Sus 
actividades las debe llevar a cabo de conformidad con 
la legislación guatemalteca. Para ello se le concede “la 
facultad para constituirse en querellante adhesivo de 
conformidad con el presente acuerdo y con el Código 
Procesal Penal en cuanto a sus facultades procesales, 
para todos los casos, en el marco de su competencia”17. 

Adicionalmente, se le confieren potestades más 
tradicionales de asistencia y cooperación técnica, como 
la de fortalecer los mecanis-
mos de protección de testigos, 
promover reformas legales, y 
dar asistencia y capacitación 
a las instituciones nacionales 
del sector justicia, especial-
mente a la Policía Nacional 
Civil y al Ministerio Público. 
Estas funciones de asesoría 
técnica y capacitación, si bien 
importantes, se consideraban 
secundarias pues podían ser 
realizadas por otras instituciones de Naciones Unidas. 
De hecho, gran parte de la cooperación internacional 
había invertido importantes recursos en la capacitación 
de funcionarios estatales. Lo novedoso en la CICIG es 
que la capacitación se hace en forma directa, es decir, 
capacitación en el trabajo, ya que los investigadores 
y fiscales internacionales capacitan vis a vis a los na-
cionales al momento desarrollar las investigaciones18. 

2.3	 Personalidad jurídica, privilegios e 
inmunidades

Para el cumplimiento de su mandato se le con-
fiere completa autonomía funcional e independencia, y 
a su personal se le otorga inmunidad frente a acciones 
civiles, administrativas y penales, de conformidad con 
la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomá-
ticas de 1961, aunque esta puede ser levantada por el 
Comisionado19. 

Se le otorga personalidad jurídica, tanto para 
contratar como para ser parte en procesos judiciales20. 
De esta forma, se hace operativa su autonomía, tanto 
administrativa como financiera, y de política criminal. 

2.4	 Facultades
Se le confieren potestades para investigar, re-

querir información de entidades públicas y privadas, 
constituirse como querellante 
adhesivo en procesos penales, 
lo que le permite coadyuvar 
en la investigación, proponer 
diligencias de prueba y parti-
cipar directamente durante el 
juicio penal21. 

También puede denun-
ciar y participar en procesos 
disciplinarios contra funcio-
narios públicos que hayan co-
metido faltas en sus funciones 
y participar como tercero en 

dichos procesos. Se le faculta a solicitar al Ministerio 
Público y al Gobierno la adopción de las medidas nece-
sarias para garantizar la seguridad de los testigos, vícti-
mas y todos aquellos que colaboren en su investigación, 
así como monitorear, de conformidad con su mandato, 
la implementación y cumplimiento de dichas medidas, 
asesorar a los entes públicos encargados y ejercer buenos 
oficios respecto de la adopción de las mismas. 

16	 Artículo 1 del Acuerdo CICIG. 
17	 Artículo 3.1. 
18	 WOLA, La CICIG: un instrumento innovador contra redes 

criminales y para el fortalecimiento del estado.

19	 Artículos 2.2. (La CICIG actuará con absoluta indepen-
dencia funcional en el desempeño de su mandato) y 10, 
respectivamente 

20	 Artículo 4 del Acuerdo. 
21	 La CICIG está facultada para constituirse en querellante 

adhesivo de conformidad con el presente Acuerdo y con el 
Código Procesal Penal en cuanto a sus facultades proce-
sales, para todos los casos en el marco de su competencia.

El mandato principal de la CICIG 
es la identificación, investigación 
y persecución penal de los delitos 

cometidos por integrantes de 
los cuerpos ilegales y aparatos 

clandestinos de seguridad.
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Una de las facultades más importantes es la de 
recomendar al Estado de Guatemala las reformas lega-
les y de políticas públicas22. Además, puede seleccionar 
y supervisar a un equipo técnico de investigación in-
tegrado por profesionales nacionales y extranjeros de 
probada competencia e integridad moral, y al personal 
administrativo necesario para cumplir con sus tareas.

Finalmente, se le otorga la facultad de publicar 
informes generales y temáticos sobre sus actividades 
y los resultados de las mismas, incluyendo recomen-
daciones de conformidad con su mandato. Algunos 
de estos informes han sido sumamente importantes, 
como el informe sobre los procesos de elección de ma-
gistrados y el de financiamiento de partidos políticos23. 

2.5	 Dirección
La CICIG es dirigida por un Comisionado, 

designado directamente por el Secretario General 
de Naciones Unidas24. El Comisionado ostenta la 
representación legal de la institución, tiene a su cargo 
la organización institucional y la función de adminis-
tración, la elaboración del presupuesto institucional y 
la contratación de personal. La Comisión es un órgano 
unipersonal, en el sentido que el Comisionado es el 
único titular de todas las decisiones administrativas, 
financieras y de políticas institucionales. Es autóno-
mo, por lo que no está subordinada a ninguna otra 
autoridad, ni en Guatemala, ni en la ONU. 

Al ser una institución unipersonal, la selección 
del Comisionado resulta un presupuesto esencial para 
lograr un trabajo efectivo. Este carácter unipersonal 
expone a la CICIG a ser identificada con su jefe 
superior. Las debilidades o errores del Comisionado 
comprometen a toda la institución y facilitan minar 
su trabajo. Se ha visto que en algunos periodos, el 
desprestigio del Comisionado ha acarreado también 
la descalificación de la institución, en tanto que en 

otros, la CICIG ha alcanzado niveles de aprobación 
hasta del 95%25. 

2.6	 Personal
Básicamente, el personal de la CICIG se encuen-

tra dividido en tres categorías: los investigadores, los 
fiscales y el personal administrativo26. En cualquiera 
de estas categorías el personal puede ser nacional o 
extranjero. 

Para el caso de los investigadores y fiscales se 
privilegia al personal extranjero por tres razones: pri-
mero, porque tiene menor riesgo personal, dado que el 
personal nacional permanecerá en el país después de la 
conclusión de la Comisión. En segundo lugar, el per-
sonal extranjero goza de mayores cuotas de autonomía 
y garantías de imparcialidad, pues no está vinculado a 
estructuras locales de impunidad. En tercer lugar y no 
menos importante, se busca personal que sea experto 
en sus respectivos países y que tenga cualificaciones 
superiores a las del personal nacional, para garantizar 
la transferencia de conocimientos y aprovechar las 
mejores prácticas. 

Una limitación importante es que el personal de 
la CICIG no tiene el mismo estatus que el de Naciones 
Unidas y, por lo tanto, algunos funcionarios de carrera 
de esta institución no han aplicado a posiciones en la 
Comisión porque podrían perder derechos adquiridos 
en el sistema de Naciones Unidas27. 

2.7	 Presupuesto
La CICIG ha sido financiada, fundamental-

mente, por la cooperación internacional; por tanto, 
no ha implicado costos al Estado28. Si bien el Estado 
ha designado personal de policía o fiscal al trabajo en 

22	 Artículo 2.3 del Acuerdo. 
23	 CICIG. Informe proceso de elección de magistrados a la corte 

suprema de justicia y cortes de apelaciones y otros tribunales 
colegiados de igual categoría año 2009, Guatemala, noviem-
bre de 2009.

24	 Artículo 5 del Acuerdo. 

25	 Contreras, G., “El 95% de la población aprueba la CICIG”, 
en Prensa Libre, 1 de noviembre de 2015. 

26	 Artículo 5 b del Acuerdo. Personal internacional y nacional 
contratado por el Comisionado/a incluirá profesionales y 
técnicos especializados con experiencia en la realización 
de investigaciones en la esfera de los derechos humanos y 
podrá incluir investigadores, expertos forenses y expertos 
en tecnología de la información, entre otros. 

27	 WOLA, La CICIG: un instrumento innovador…, op. cit., 
p. 24.

28	 Artículo 7.1. Los gastos de la CICIG se sufragarán con 
contribuciones voluntarias de la comunidad internacional. 
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la CICIG, esto podría verse como una contrapartida 
limitada. El Estado también ha facilitado algunas ofi-
cinas para funcionamiento, especialmente dentro de las 
instituciones de justicia29. El presupuesto anual de la 
CICIG se estima cercano a veinte millones de dólares 
anuales que se invierten, fundamentalmente, en recur-
sos humanos y pago de servicios de funcionamiento.

2.8	 Duración del mandato
El acuerdo estableció un mandato inicial de dos 

años, prorrogable por períodos similares30. Sin duda, 
este mandato ha sido insuficiente para un país como 
Guatemala, con un sistema judicial lento y donde el 
promedio de duración de un juicio puede ser de tres 
años (algunos han demorado hasta diez años). Un 
plazo tan corto es una amenaza para los comisionados, 
pues deben negociar prórrogas con los gobernantes. 
Esta debilidad fue claramente expuesta durante la 
última prórroga, cuando el presidente Pérez Molina se 
negaba a ampliar el mandato, alegando que la CICIG 
ya había cumplido su misión31. 

La Comisión ha funcionado durante ocho años 
(cuatro prórrogas), y con la última prórroga tiene 
previsto llegar hasta el año 2017. Sin embargo, desde 
ya resulta claro que los casos iniciados en 2015 no 
podrán ser concluidos en ese período.

3.	 Principales resultados de la CICIG

No se puede desconocer que el camino de 
CICIG para obtener resultados ha sido sumamente 
tortuoso, debido a la falta de voluntad política de 
las autoridades del Estado de Guatemala y al hecho 
de que la CICIG tuvo que crear institucionalidad 
nacional para poder operar adecuadamente, ya que 
enfrentaba un contexto adverso, sumamente corrupto 
y sin preparación técnica para la persecución penal de 
estructuras del crimen organizado. Además, en 2007 el 

Estado de Guatemala no contaba con el marco jurídico 
apropiado para investigar y perseguir adecuadamente 
la delincuencia organizada32.

3.1	 Depuración y fortalecimiento del MP
En 2007, cuando inició sus funciones, el Mi-

nisterio Público era una institución cooptada por 
los CIACS y grupos de delincuencia organizada que 
impedían todas las investigaciones y se negaban a 
cooperar con la CICIG. Una de las primeras acciones 
del Comisionado fue solicitar la destitución del Fiscal 
General y de los jefes de fiscalías de sección más vincu-
lados con la impunidad: las fiscalías de delitos contra 
la vida, delitos administrativos, y crimen organizado33. 
Este paso era esencial para acceder a las investigaciones 
del Ministerio Público. 

En agosto de 2008, con un nuevo Fiscal General 
y un nuevo equipo, se pudo iniciar la transformación 
del Ministerio Público y escoger a un grupo élite de 
fiscales e investigadores para conformar la Fiscalía Es-
pecial contra la Impunidad, FECI, que sería el enlace 
directo con la CICIG para realizar investigaciones 
estratégicas34. Esta fiscalía estaba compuesta por fisca-
les guatemaltecos de carrera, escogidos por la CICIG 
y entrenados directamente por esta en investigación 
sobre crimen organizado35. 	

El fortalecimiento institucional del Ministerio 
Público implicó también la instalación de nuevos 
procedimientos de trabajo, como la creación de la 
Unidad de Métodos Especiales, UME, encargada de 
las intercepciones telefónicas, los equipos especiales de 
investigación de crimen organizado, entregas vigiladas 
y agentes encubiertos36. 

La CICIG también colaboró en la implementa-
ción de la Unidad de Análisis Criminal que posterior-
mente evolucionó a Dirección Nacional de Análisis 
Criminal, como órgano especializado en la investi-

29	 Artículo 7.2. El Ejecutivo facilitará a la CICIG los locales 
para sus oficinas y las demás instalaciones que ésta requiera 
para desarrollar apropiadamente sus funciones. 

30	 Artículo 14 de Acuerdo CICIG. 
31	 “Pérez Molina descarta prórroga de Cicig”, en Prensa Libre, 

18 de diciembre de 2013.
	 Disponible en http://www.prensalibre.com/noticias/

politica/cicig-prorroga-mandato-portillo- perez_moli-
na_0_1049895178.html 

32	 IW, ICTJ y Plataforma Holandesa contra la Impunidad, 
op. cit., pp. 35-36 y 28.

33	 Castresana, C., Hipergarantismo: el caso de Guatemala, 
INECIPE, México, 2013. 

34	 CICIG, Octavo Informe, pp. 48 y ss. 
35	 IW, ICTJ y Plataforma Holandesa contra la Impunidad, 

op. cit., pp. 35 a 37.
36	 WOLA, La CICIG: un instrumento innovador… op. cit. 

p. 13.
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gación de estructuras criminales y persecución penal 
estratégica37. En esto se realizó una capacitación en el 
trabajo, a partir de llevar los casos conjuntamente38.

3.2	 Depuración de la 
Policía Nacional Civil

La reorganización de la Policía Nacional Civil 
era un tema aún más complicado. La PNC es uno de 
los cuerpos más corruptos e ineficientes de Centroa-
mérica. La CICIG ha tenido que efectuar procesos 
de depuración y enjuiciar a decenas de policías que 
pertenecen a estructuras criminales. De hecho, varios 
directores generales de la PNC han sido procesados, 
algunos por su participación en ejecuciones extraju-
diciales o en el tráfico de drogas39. 

De ahí que contar con una contraparte funcional 
para realizar investigaciones resultaba sumamente 
difícil. Por tal motivo, en 2008 se creó una unidad 
especial de investigación criminal, integrada por 30 
policías escogidos y entrenados directamente por 
la CICIG para apoyar a la FECI40. Esta unidad es 
un cuerpo élite que trabaja conjuntamente con los 
investigadores internacionales. Asimismo, se apoyó 
en el fortalecimiento de los programas de protección 
de testigos y en la creación de una unidad especial de 
agentes policiales de protección (Olimpos), utilizan-
do la metodología y el acompañamiento de los US 
Marshalls Service41. 

La investigación criminal por parte de la Policía 
sigue siendo un tema pendiente. La CICIG impulsó 
la Ley de la Dirección General de Investigación Cri-
minal para crear un nuevo cuerpo de investigación 
criminal, distinto a las estructuras corruptas actuales.   
El comisionado D állanese fue el que más abogó por la 
implementación de este nuevo cuerpo de investigación 
criminal. Pese a ello, a cuatro años de aprobación de 
esta ley, el nuevo cuerpo de investigación criminal no ha 
iniciado operaciones y parece que no se encuentra entre 
las prioridades de las altas autoridades de seguridad.

3.3	 Reformas legislativas
Con el fin de preparar las condiciones para rea-

lizar investigaciones y persecución penal efectiva, la 
CICIG tuvo que recomendar al Estado la realización 
de importantes cambios legislativos, imprescindibles 
en la investigación para combatir las nuevas estruc-
turas o grupos delictivos, de los cuales la legislación 
nacional carecía42. 

La CICIG ha presentado más de quince pro-
puestas de cambios legislativos, de las cuales se han 
aprobado seis. Se debe destacar como los hitos más 
importantes, la Ley de Armas y Municiones (De-
creto 15-2009), la Ley para el Fortalecimiento de 
la Persecución Penal (Decreto 17-2009)43, la ley de 
Competencia Penal en Procesos de Mayor Riesgo 
(Decreto 21-2009), y las reformas a la Ley contra la 
Delincuencia Organizada (Decreto 23-2009)44. 

En diciembre de 2012 se aprobó la Ley contra 
la Corrupción (Decreto 31-2012), que incorpora 
reformas necesarias para poder efectuar investigacio-
nes adecuadas en este tipo de delincuencia y figuras 
penales apropiadas, como el delito de enriquecimiento 
ilícito, tráfico de influencias y el uso de la intercepta-
ción de comunicaciones para los casos de corrupción.

37	 CICIG, Informe de la Comisión Internacional contra la 
Impunidad en Guatemala con ocasión de su séptimo año 
de labores, Guatemala, 2015, p. 16 (en adelante Séptimo 
Informe).

38	 Ídem.
39	 Por ejemplo, la destitución de la directora general Marlene 

Blanco Lapola y su procesamiento por ejecución extraju-
dicial. Además, el 30 de septiembre de 2013, el Tribunal 
de Sentencia Penal de Mayor Riesgo Grupo B condenó al 
exdirector de la División de Análisis e Información Anti-
narcótica (DAIA), el comisario Baltazar Gómez Barrios, y 
a dos de sus subalternos, a 16 años de prisión y al pago de 
una multa de Q 50 mil por el delito de comercio, tráfico y 
almacenamiento ilícito de estupefacientes, así como a tres 
oficiales de la PNC. CICIG, Séptimo Informe, op. cit., p. 
28.

40	 IW, ICTJ y Plataforma Holandesa contra la Impunidad, 
op. cit., p. 37.

41	 Ibíd., p. 41.

42	 WOLA, La CICIG: un instrumento innovador… p. 12. 
43	 A través de la Ley para el Fortalecimiento de la Persecución 

Penal se crearon los tribunales de alto riesgo, encargados 
de tramitar aquellos procesos que, por su nivel de peli-
grosidad, no podían ser llevados ante tribunales locales, 
especialmente en el interior del país, donde los jueces se 
encuentran sumamente vulnerables a ataques del crimen 
organizado.

44	 IW, ICTJ y Plataforma Holandesa contra la Impunidad, 
op. cit. p. 42.
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Las reformas institucionales y legislativas fueron 
arduas y lentas, en especial por el vínculo de distintos 
actores políticos con el crimen organizado (legislado-
res, fiscales, jueces, policías). Por ello, los principales 
resultados con relación al desmantelamiento de 
aparatos clandestinos y cuerpos ilegales de seguridad 
demoraron varios años, y se han obtenido a pesar de 
enfrentar un sistema judicial y político adverso. 

3.4	 Principales logros en materia de 
persecución penal

A pesar de los obstáculos, la CICIG ha logra-
do presentar exitosamente investigaciones ante los 
tribunales de justicia que han llevado a la captura y 
procesamiento de dos expresidentes de la República 
(incluyendo a uno en funciones), una ex vicepresi-
denta, varios ministros de Gobernación y una gran 
cantidad de mandos superiores y medios de las estruc-
turas de seguridad45. Entre otros mandos superiores, 
se encuentran: el director de la Policía Nacional Civil, 
Edwin Sperissen, condenado a cadena perpetua en Sui-

za por dirigir grupos policiales encargados de realizar 
ejecuciones extrajudiciales, y el exjefe de la Dirección 
de Investigación criminal, Víctor Hugo Soto Dié-
guez46. La CICIG ha logrado la destitución de cerca 
de cincuenta comisarios de la institución. Muchos de 
estos procesos son seguidos ante los órganos penales 
y otros a través de procesos disciplinarios. Esta depu-
ración policial muestra las dificultades prácticas de 
investigar con eficacia, en ambientes donde la policía 
se encuentra ampliamente corrompida. 

La CICIG ha logrado conformar contrapartes 
confiables a nivel nacional, que le han permitido desa-
rrollar sus investigaciones eficazmente. Asimismo, ha 
coadyuvado con el Ministerio Público en la desarti-
culación de bandas de delincuencia organizada como 
los “Zetas”, la captura y extradición de siete de los 
más buscados narcotraficantes a nivel internacional, 
y el procesamiento y condena de decenas de mandos 
medios y bajos de policía, aduanas, migración, Su-
perintendencia de Administración Tributaria, y otras 
dependencias47. Recientemente logró, por primera vez 
en la historia del país, procesar a cinco operadores de 
justicia: cuatro jueces y un magistrado. Tres de ellos 
han sido capturados y ligados a proceso por un juez 
competente, por delitos de enriquecimiento ilícito y 
prevaricato en el ejercicio de la judicatura48.

3.5	 El mayor desafío: depurar y reformar 
el poder judicial

El mayor desafío de la CICIG se encuentra en las 
estructuras de impunidad del Organismo Judicial, las 
cuales han logrado obstaculizar su trabajo y garantizar 
impunidad en algunos casos. Se puede afirmar que es en 
la depuración de jueces y magistrados donde la CICIG 
ha obtenido resultados menos tangibles. 

En 2013, el comisionado Dall’anesse presentó 
un informe sobre los “Jueces de la Impunidad”, donde 
denuncia una lista de jueces por prevaricación judicial. 
Sin embargo, la mayoría de estos casos fue desestima-
da por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, dado que 

45	 En 2010 la CICIG privó de su inmunidad al expresidente 
Alfonso Portillo y lo procesó por encabezar una estructura 
criminal que defraudó al Estado por Q 120 millones, a 
través de transferencias del Ministerio de la Defensa hacia 
cuentas particulares. El dinero era lavado en un banco 
semiestatal, el CHN. El caso fue absuelto en Guatemala, 
pero Portillo fue extraditado a Estados Unidos y condena-
do a cinco años de prisión por lavado de dinero. Asimismo, 
Otto Pérez Molina, quien fungía como presidente de la 
República, es procesado por encabezar una estructura de 
defraudación aduanera, en la cual participaban los más 
altos cargos del Estado: la vicepresidenta, Roxana Baldetti, 
su secretario privado y el director de la Superintendencia 
de Administración tributaria.

	 Esta estructura de crimen organizado financiaba ilícita-
mente actividades políticas que beneficiaban al partido 
Patriota y otras organizaciones políticas, que realizaban 
contrataciones ilegales en temas como salud, aduanas, etc. 
Entre los ministros de Gobernación procesados se encuen-
tra Carlos Vielman, por dirigir operaciones de limpieza 
social contra varios reos fugados de una cárcel de máxima 
seguridad (el Plan Gavilán) y la ejecución extrajudicial de 
siete privados de libertad en la cárcel de Pavón. El ministro 
Álvaro Velásquez se encuentra procesado por defraudar al 
Estado en la construcción de un centro penitenciario. Ver: 
CICIG, Sexto informe de labores de la Comisión Internacio-
nal contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), agosto de 
2013.

46	 Ibíd.
47	 Ver: WOLA, La CICIG: un instrumento innovador... op. 

cit., p. 15; y CICIG, Séptimo Informe, pp. 30-31. 
48	 CICIG, Octavo Informe, p. 31. 
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rechazó la petición de levantarles la inmunidad para 
iniciar investigaciones. 

La CICIG ha participado como observador y fis-
calizador de los procesos de selección de funcionarios 
judiciales, especialmente en los cargos de magistrados 
de sala y Corte Suprema de Justicia. Si bien ha impedi-
do que algunos candidatos con antecedentes negativos 
fueran nombrados, no ha podido lograr las reformas 
constitucionales y legales necesarias para adecuar los 
procesos de selección a los estándares internacionales 
en la materia49. 

La aprobación de la Ley contra la Corrupción, a 
finales de 2012, le permitió utilizar técnicas de inves-
tigación —como las escuchas telefónicas— en casos 
de corrupción judicial, y la aplicación del delito de 
enriquecimiento ilícito. Esto 
ha llevado a la CICIG a im-
plementar una nueva estrategia 
para la depuración del poder 
judicial, presentando casos 
de jueces que ostentan bienes 
patrimoniales injustificables 
con relación a sus ingresos; 
ha logrado procesarlos por 
enriquecimiento ilícito50, y 
la primera condena contra la 
juez Gisselle Reynoso por este 
delito a once años de prisión.

4.	 Lecciones 
aprendidas 

Como lección aprendida puede extraerse que la 
CICIG ha tenido que hacer abordajes integrales para 
poder ser funcional; esto la ha llevado a generar cam-

bios legislativos e institucionales en un contexto que, 
en la mayoría de ocasiones, es políticamente adverso. 
Las transformaciones se han logrado combinando 
la incidencia política y el litigio estratégico con una 
adecuada campaña de comunicación, que alienta el 
respaldo social de la población para exigir los cambios 
necesarios. 

La selección de casos de alto impacto, como “La 
Línea”, ha llevado a la CICIG a ganar un importante 
reconocimiento social. En ese marco, la revelación de 
escuchas telefónicas que probaban de forma irrefuta-
ble la participación del Presidente y la Vicepresidenta 
en la estructura criminal, derivó en 26 semanas de 
protestas pacíficas para pedir la renuncia del binomio 
presidencial, así como la movilización de miles de 

manifestantes en las calles. 
La actividad investigativa 
de la CICIG fue un factor 
coadyuvante para destituir, 
por medio de antejuicio, al 
presidente Pérez Molina y 
provocó un clamor popular 
para romper con la forma 
tradicional de hacer política 
a través del financiamiento 
ilícito de los partidos51. 

La acción de la CICIG 
ha promovido la movilización 
y articulación social para exigir 
cambios legales e institucio-
nales para luchar contra la 

corrupción. En los últimos meses se han formado varias 
plataformas para exigir cambios en el Estado, como la 
Coordinadora de Estudiantes Universitarios de Gua-
temala, que agrupa a jóvenes de las más importantes 
universidades públicas y privadas, y la iniciativa Plata-
forma Nacional para la reforma del Estado, conformada 
por más de 95 organizaciones, colectivos de mujeres, 
jóvenes, indígenas (desde Petén, San Marcos, Quiché, 

49	 En 2009, la CICIG logró de manera exitosa vetar a tres 
magistrados de Corte Suprema de Justicia ya nombrados 
por el Congreso de la República, e impedir la elección de 
22 magistrados de sala. CICIG. Informe proceso de elección 
de magistrados a la CSJ y cortes de apelaciones y otros tribu-
nales colegiados de igual categoría año 2009, Guatemala, 
noviembre de 2009.

50	 En el plan de trabajo 2013-2015, la CICIG consideró como 
uno de sus ejes estratégicos la corrupción judicial. CICIG, 
Octavo informe, p. 30.

51	 En este punto, fue importante el Informe temático 
presentado en julio de 2015, sobre el financiamiento de 
partidos políticos. A raíz de dicho informe, se promovió 
la persecución penal contra Gustavo Alejos, uno de los 
principales financistas de los dos últimos gobiernos. 

La acción de la CICIG ha 
promovido la movilización y 
articulación social para exigir 

cambios legales e institucionales 
para luchar contra la corrupción.
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Totonicapán, Chiquimula, las Verapaces, etc.), sectores 
gremiales, sector privado, exconstituyentes, sindicatos, 
universitarios y representantes de la población en general, 
que han formulado propuestas como una nueva Ley 
Electoral y de Partidos Políticos, reformas a la Ley de 
Contrataciones del Estado, Ley de Servicio Civil y otras 
demandas para que exista un gobierno transparente y 
honesto52.

5.	 Condiciones para la replicabilidad 
de la CICIG

El modelo de la CICIG puede resultar exitoso 
para fortalecer el sistema de justicia y desarticular 
organizaciones criminales de personas que antes se 
consideraban intocables53. Sobre todo, porque genera 
condiciones que permiten a las instituciones nacionales 
asumir tareas de investigación y persecución penal, 
en un mediano plazo, a través de la transferencia de 
conocimientos y el desarrollo de liderazgos positivos. 
Este modelo puede replicarse en otros países que, al 
igual que Guatemala, enfrentan el problema de la 
transición inacabada y la cooptación de sus sistemas 
de justicia por estructuras criminales que los hacen 
inefectivos54. 

El análisis debe tomar en cuenta las circunstan-
cias históricas y concretas de los países en cuestión y el 
hecho de que dentro de las fuerzas sociales, incluso de 
aquellas que tienen pensamiento democrático, se ma-

nifiestan temores a que el modelo pueda degenerar en 
una intervención extranjera encubierta que promueva 
más los intereses de las potencias cooperantes, que la 
lucha contra la impunidad55. 

Se debe tener presente que sectores guberna-
mentales se oponen al trabajo de organismos como 
la CICIG. Esto evidencia que algunos órganos ins-
titucionales han sido cooptados por estructuras del 
crimen organizado, por lo que actores estatales tratarán 
de evitar la instalación de un órgano que desarrollará 
investigaciones criminales en su contra56, o cuando 
menos oponerse a su funcionamiento.  

En consecuencia, el proceso de negociación ha 
de ser diseñado para enfrentar esta oposición política 
institucional y superarla. La sociedad civil debería 
formar una coalición de organizaciones para cabil-
dear en forma efectiva con todos los actores políticos 
(internacionales, estatales y sociales), para obtener un 
amplio consenso social y, así, superar la resistencia del 
gobierno. 

El proceso de negociación del mandato debe 
prever un estudio profundo y apropiado del marco 
legal en que se desenvolverá la Comisión Internacional 
auspiciada por Naciones Unidas, para determinar 
su viabilidad jurídica. En este punto, lo primero es 
analizar el marco constitucional del Estado, para que 
el Acuerdo pueda ser suscrito de forma expedita y que 
posteriormente no haya restricciones a sus atribuciones, 
potestades y funciones por decisiones de tribunales 
constitucionales. En el caso de Guatemala, el proceso 
de negociación demoró cerca de cinco años de trabajo 
(2002-2007) por una decisión de la Corte de Cons-
titucionalidad que implicó modificar un acuerdo ya 

52	 Cfr.: Carlos Ernesto Cano, Plataforma Nacional para la 
Reforma del Estado convocada por la USAC, 2 de julio de 
2015.

	 Disponible en: https://comunitariapress.wordpress.
com/2015/07/02/plataforma-nacional-para-la-reforma-
del-estado-convocada-por-la-usac/ 

53	 WOLA, CICIG: un instrumento innovador… op. cit., p. 2. 
54	 En Honduras, el 69.7% de la población considera que 

el Fiscal General y Fiscal General adjunto deberían ser 
sometidos a juicio político. CESPAD, Encuesta de Opi-
nión Pública. Percepción Ciudadana sobre Democracia y 
Gobernabilidad, septiembre 2015. Ver además: Beltrán, 
A., Estado cautivo: Crimen organizado y derechos humanos 
en América Latina, Oficina en Washington para Asuntos 
Latinoamericanos, octubre de 2007. Disponible en: 
http://www.wola.org/sites/default/files/downloadable/
Citizen%20Security/past/el_estado_cautivo% 20FINAL.
pdf

55	 Taller del 13 de noviembre de 2015 con organizaciones de 
sociedad civil en Tegucigalpa. 

56	 Un ejemplo claro es Honduras, donde el gobierno, para 
evitar la instalación de una CICI, creó un mecanismo 
internacional con el auspicio de la Organización de Estados 
Americanos, la Misión de Apoyo contra la Corrupción e 
Impunidad en Honduras (MACCIH), que pretende refor-
mar el sector justicia. Pero este mecanismo no desarrolla 
investigaciones criminales, ni puede presentar casos ante el 
sistema de justicia nacional. La oposición a este mecanismo 
es contundente: 52% está en contra de la MACCIH y solo 
el 25.8 a favor. CESPAD, Encuesta de Opinión Pública, op. 
cit.
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suscrito con la ONU. Quizá sería conveniente solicitar 
la opinión consultiva al tribunal constitucional o quien 
haga sus veces, antes de suscribir el acuerdo.

El mandato debe ser lo más amplio posible en 
cuanto al margen de acción de la comisión, con el objeto 
de asegurar la persecución penal de todas las estructuras 
de crimen organizado. Resulta vital que la comisión no 
se vea empantanada en arduas discusiones legales sobre 
si su participación como sujeto procesal es admisible, en 
función de sus competencias o de los delitos que puede 
investigar. 

En Guatemala, algunos sectores han tratado de 
impedir la participación de la CICIG bajo el argumen-
to de que el hecho no encuadra dentro del concepto 
de aparato clandestino o cuerpo ilegal de seguridad. 
Afortunadamente, la exten-
sión del mandato y el hecho 
de no incluir directamente un 
catálogo de figuras penales, ha 
permitido una interpretación 
favorable a la participación 
de CICIG en el proceso. Sin 
embargo, estos recursos judi-
ciales han obstruido el avance 
procesal de los casos por varios 
años. 

El mandato conferido 
a una comisión internacional 
debería ser ampliado tomando 
como punto de partida los 
obstáculos que la CICIG ha 
enfrentado en Guatemala. En este sentido, se le debe 
conferir potestades para cumplir con la investigación 
contra los CIACS en forma autónoma al Ministerio 
Público y con la capacidad de actuar ante los tribunales 
de justicia, sin depender de esa institución57. 

Otra discusión importante se refiere a conferirle 
facultades en materia de justicia transicional, para 
hacerse cargo de los casos de violaciones cometidas 
durante los conflictos previos. En el caso de Hondu-

ras, donde existe consenso sobre graves violaciones 
cometidas durante el golpe militar de 2009, una co-
misión internacional podría encargarse directamente 
de perseguir penalmente estos procesos. 

La experiencia de Guatemala demuestra que 
también sería apropiado contar con jueces interna-
cionales que trabajen en conjunto con los nacionales. 
A pesar de que la CICIG ha logrado reformas en el 
Ministerio Público y la Policía Nacional Civil, el Or-
ganismo Judicial ha emitido consistentemente fallos 
que generan impunidad, como el caso del expresidente 
Portillo o del exdirector del Sistema Penitenciario58. 

Uno de los puntos de mayor atención debe ser 
el plazo de duración del mandato. Este debe tomar 
en consideración el tiempo promedio de los procesos 

judiciales en el país, puesto 
que debe darse a la comisión 
la posibilidad de concluir los 
casos con sentencias firmes. 

En el caso de Guatemala, 
el plazo de dos años convenido 
por las partes se ha visto como 
notoriamente insuficiente para 
lograr el propósito de desarti-
cular los CIACS. A ocho años 
de haber iniciado operaciones, 
la CICIG solo ha concluido 
con sentencia firme un número 
reducido de los casos que ha 
investigado59. Además, la cons-
tante necesidad de prorrogar el 

mandato, torna sumamente vulnerable a la Comisión 
frente a la voluntad del gobierno de turno60. Por ello, 
el mandato no debería ser inferior a un plazo de cuatro 
años, con posibilidad de renovación automática por 
periodos iguales, cuando existan casos pendientes de 
conclusión por sentencia firme. 

57	 Los primeros casos de la CICIG se vieron profundamente 
entorpecidos por la falta de acceso a los expedientes del 
Ministerio Público. Ver: Castresana, C., Hipergarantis-
mo…, op. cit. 

58	 Sobre este caso, ver: Carlos Mejía, “Se cierra la persecución 
penal contra Giammattei”, Siglo 21, 31 de agosto de 2012, 
en http://m.s21.com.gt/node/270623; y WOLA, op. cit., 
p. 12. 

59	 En su Séptimo Informe, la CICIG señala que ha concluido 
con sentencia firme 5 casos, de un total de 20 analizados 
en el Informe (25% de los casos). 

60	 WOLA, op. cit.

El mandato conferido a una 
comisión internacional debería ser 
ampliado tomando como punto de 
partida los obstáculos que la CICIG 

ha enfrentado en Guatemala.
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Debido a la profunda crisis institucional, la 
actuación de un órgano como la CICIG tarda mucho 
tiempo en fructificar y requiere desarrollar impor-
tantes reformas en materia legislativa, institucional y 
política. La CICIG destaca que, en la gran mayoría de 
los casos, ha enfrentado el uso del litigio malicioso con 
el objetivo de retrasar u obstaculizar la justicia. El mal 
uso de la acción de amparo por los abogados litigantes 
y una admisibilidad muy flexible por parte de los jue-
ces, son el más grave de los obstáculos encontrados; 
por ello ha exigido una reforma profunda y urgente 
en esta materia, la cual no se ha dado en ocho años61.

En esa medida, sería conveniente condicionar la 
instalación de la comisión a la realización de ciertas 
reformas legislativas imprescindibles. Si bien las de-
cisiones legislativas corresponden a un ente soberano 
como el Congreso Nacional, no puede desconocerse 
que los Estados no pueden invocar normas de derecho 
interno para incumplir con las obligaciones interna-
cionales62. El acuerdo puede contener un cronograma 
de las principales leyes que tienen que ser aprobadas 
como precondición para iniciar las operaciones de la 
comisión. 

En cuanto al proceso de instalación, un com-
ponente imprescindible para el éxito de la misión es 
conocer el contexto político, social e institucional en 
que se desarrollará el trabajo. La comisión debe ser 
capaz de contar con contrapartes confiables que le 
permitan complementar sus funciones. Para ello pre-
cisa del conocimiento personal de los funcionarios de 
las instituciones para reclutarlos para la conformación 
de unidades élites. 

En Guatemala la CICIG utilizó a los policías 
recién graduados de la Academia, para formarlos y 
sustraerlos de los vicios que permean a la PNC. Sin 
embargo, esto causó cerca de dos o tres años de demora 
para consolidar procesos efectivos de investigación63. 
Al respecto, la jurista guatemalteca Marta Altolaguirre 
indicó que la instalación habría tomado menos tiempo 
si se hubiera contado con un diagnóstico del personal 
dentro de las instituciones con las que trabajaría la 

CICIG, y así saber quiénes eran fiables para trabajar 
desde el inicio; de esta manera no se habría limitado 
a esperar a contar con su equipo completo, sino que 
se podría haber valido de investigadores y operadores 
de justicia nacionales con quienes iniciar sus acciones 
cuanto antes64.

En cuanto al proceso de operaciones en el te-
rreno, una de las primeras tareas que debe desarrollar 
la comisión es la de elaborar mapas institucionales 
de las organizaciones criminales dentro del aparato 
institucional, líderes, mecanismos de operación y, 
ante todo, identificar cuáles son sus líneas de interés 
estratégico. 

La comisión debe evitar también ser infiltrada 
por estos grupos o ser instrumentalizada en las dis-
putas de poder entre diferentes organizaciones crimi-
nales. Debe contar con servicios de contrainteligencia 
muy eficaces para superar exitosamente los intentos 
de infiltración.

Los procesos de inteligencia y contrainteligencia 
en órganos como la CICIG, son fundamentales para la 
viabilidad de sus operaciones. Los procesos de contrain-
teligencia deben prever no solo las tradicionales pruebas 
de confidencialidad, sino contar con un acabado cono-
cimiento del personal nacional e internacional previo a 
incorporarse a trabajar.

Además, es un hecho seguro que los organismos 
del Estado y el crimen organizado intentarán reclutar 
al personal por diferentes métodos (corrupción, chan-
taje, amenazas, espionaje, etc.). El departamento de 
contrainteligencia debe ser capaz de contrarrestar los 
diferentes mecanismos de infiltración, que van desde 
el robo o compra de información y la interceptación 
de comunicaciones, hasta la obtención de información 
por medios informáticos. 

En el caso de Guatemala, la creación de un 
“superbufete”, integrado por exfiscales de la CICIG 
para defensa de casos penales, ha evidenciado la  vul-
nerabilidad  del personal frente a las seducciones de 
estructuras paralelas65. Por ello, la sección o departa-

61	 CICIG, Séptimo Informe, p. 50. 
62	 Convención de Viena sobre inmunidad diplomática.
63	 IW, op. cit., p. 18. 

64	 IW, ICTJ y Plataforma Holandesa contra la Impunidad, 
op. cit., p. 19. 

65	 “Antes en CICIG, Hoy defensores”, Revista Contra Poder, 
26 de noviembre, 2015.
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mento de contrainteligencia es la primera que se debe 
instalar y establecer todas las normas de selección de 
personal, procedimientos de seguridad informática y 
física, sistemas de vigilancia del personal y sistemas 
de protección frente a la infiltración. 

El éxito de una misión como la CICIG requiere 
de fuerte apoyo social. Una vez que haya iniciado ope-
raciones, debe generar alianzas con sectores sociales que 
puedan respaldarla. Por consiguiente, es importante 
organizar o conformar algún tipo de instancia social 
que apoye la labor de la comisión y pueda orientar sus 
funciones. 

Dado que su capacidad, por su propia naturaleza, 
está enfocada en casos paradigmáticos, resulta impres-
cindible una orientación de la actividad persecutoria. 
Esto no implica subordinar o minar la autonomía de 
la Comisión, pero sí comprender que debe existir pro-
cesos de participación ciudadana en la elaboración de 
sus políticas de persecución, así como mecanismos de 
rendición de cuentas. Sin duda, este es un componente 
polémico, por cuanto muchos sectores tienen intereses 

y agendas propias, así como preferencias sobre cuáles 
son los grupos prioritarios a investigar. 

El trabajo de depuración institucional realizado 
por la CICIG ha sido sumamente importante, con la 
identificación y procesamiento de altos mandos poli-
ciales vinculadas a estructuras criminales. Sin duda, un 
problema que ha tenido que enfrentar es la extensión 
de la corrupción institucional y los limitados recursos 
humanos y materiales con que cuenta. 

El tamaño de la Misión y su presupuesto deben 
concebirse de forma realista a fin de dotarla de suficien-
te capacidad para enfrentar el tamaño del problema. 
También es preciso complementarla en otras áreas 
con mecanismos de Naciones Unidas que puedan 
desarrollar las áreas de fortalecimiento institucional 
más tradicionales. Esto hace pensar que la actuación 
de la cooperación debe tener una visión integral, para 
enfocarse en problemas realmente estratégicos y de esta 
forma apoyar al Estado en su mandato de respetar y 
garantizar los derechos humanos.

El éxito de una misión como la 
CICIG requiere de fuerte apoyo 

social.
Una vez que haya iniciado 

operaciones, debe generar alianzas 
con sectores sociales que puedan 

respaldarla.
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Esto puede llevar a criminalizar conductas que no 
están en función de la persona humana sino de la 
obediencia ciega al Estado. 

También resulta cuestionable que se tipifique 
como delito el ultraje a símbolos nacionales (artículo 
535 PCPH), pues no existe un bien jurídico tutelado 
y este es un claro acto de penalización de la libertad 
de expresión. Como ha señalado Zaffaroni, «se debe 
rechazar tanto doctrinal, jurisprudencial como legis-
lativamente, la pretensión de que las meras pautas 
morales o la sola autoridad del Estado puedan erigirse 
en bienes jurídicos»1.

Para efecto del desarrollo de esta propuesta de las 
organizaciones de la sociedad civil, se presenta en este 
trabajo un análisis de las figuras penales que nos causan 
mayor preocupación; para ello nos valemos tanto del 
análisis de carácter jurídico-dogmático como del encua-
dre de estas figuras penales en el derecho internacional 
de los derechos humanos, en particular, del derecho a 
defender derechos humanos. Además de la lectura crítica 
de algunos tipos penales, en este documento propone-
mos cambios o la supresión de algunas figuras penales.

En términos generales, se considera que el Pro-
yecto de Código Penal hondureño (PCPH) 
está inspirado por principios personalistas 

de protección de bienes jurídicos. En este punto, es 
sumamente plausible la introducción de nuevos bienes 
jurídicos, los cuales se pueden constatar en la incorpo-
ración de los delitos ambientales (Título XV), delitos 
contra la seguridad social (Título XXIII), delitos labo-
rales (Título XII, especialmente los atentados contra 
la libertad de sindicalización) y los delitos contra el 
orden socioeconómico (Título XXII). 

El pre legislador hondureño parece estar actuan-
do en función de la tutela de intereses de la colecti-
vidad y haciendo frente a actos gravemente nocivos 
que, regularmente, habían permanecido impunes por 
falta de tipificación. Ciertamente, debe hacerse un 
análisis más detallado para conocer si las conductas 
criminalizadas y las penas contempladas son acordes 
a la gravedad de las lesiones.

Los bienes jurídicos más cuestionables, desde 
el punto de vista del principio de lesividad, son los 
delitos contra el bienestar animal (Título XVI), los 
delitos contra el orden público (Título XXX) y los 
delitos contra la libertad sexual. Merece una consi-
deración particular la tipificación del aborto, porque 
esta conducta no admite causales de despenalización 
en este proyecto. 

En el caso del Título XXX Orden Público, el 
bien jurídico tiene una innegable naturaleza autoritaria 
y ha perdido la referencia a la protección de derechos 
o valores de la persona humana, para convertirse en 
tutela de un sistema político frente a sus opositores. 

*	 Este trabajo es un resumen del documento «Análisis del 
Proyecto de Código Penal hondureño» de la Asociación 
de Jueces por la Democracia (AJD), que elaboró el doc-
tor Alejandro Rodríguez Barillas. Esta versión incluye 
los aportes de la Coalición Contra la Impunidad y de la 
Articulación 611.

1	 ZAFFARONI, Sistemas Penales y Derechos Humanos, tomo 
II, Editorial De Palma, Buenos Aires, 1986.

Propuesta de cambios 
al Proyecto del Código Penal hondureño 
de las organizaciones de sociedad civil*
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1.	 Delitos contra 
la Comunidad Internacional

El PCPH establece como bien jurídico más im-
portante los delitos contra la comunidad internacional. 
En este título se contemplan los siguientes capítulos:

•	 Delitos contra la humanidad (capítulo I)
•	 El genocidio (capítulo II)
•	 Crímenes de Guerra (capítulo III)
•	 Delitos contra el derecho de gentes (capí-

tulo V)
•	 La piratería (capítulo VI)
•	 Los delitos contra la naturaleza humana 

(capítulo VII)

Los primeros tres capítulos recogen los delitos 
contemplados en el Estatuto de la Corte Penal Inter-
nacional o Estatuto de Roma. Es decir, los que atacan 
bienes jurídicos fundamentales contra la humanidad. 
Su tipificación reconoce en consecuencia las obliga-
ciones del Estado de Honduras de introducir en su 
ordenamiento jurídico los delitos contemplados en 
dicho instrumento internacional.

En el delito de crímenes de lesa humanidad se 
establecen los contemplados en el art. 6 del Estatuto 
de Roma, cuando se cometen como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra población civil, y 
con conocimiento de dicho ataque2. 

En este capítulo se consagran las penas más 
graves del PCPH: la prisión a perpetuidad y los deli-

tos de 403 o 30 años a perpetuidad4. Aquí, el PCPH 
observa pautas punitivas superiores a las del Estatuto 
de Roma, que prevé regularmente penas hasta por un 
máximo de 30 años y, excepcionalmente, la prisión a 
perpetuidad5.

El artículo 141 contempla en forma autónoma el 
delito de desaparición forzada. Este tipo penal está mal 
formulado, pues se contempla como un delito común 
(el particular es quien comete el delito) con apoyo del 
Estado, cuando debería ser un delito cometido por 
funcionarios públicos. Constituye un principio común 
del derecho internacional penal6 que la desaparición 
forzada es un delito cometido por funcionarios públicos 
que se niegan a reconocer públicamente el hecho de 
la detención y las garantías judiciales de toda persona 
detenida. En el art. 141.2 se establece un delito especial, 
cuando la desaparición es cometida por un funcionario 
público, pero aquí la pena es de inhabilitación de 15 
a 20 años. Resulta ilógico que la pena de prisión del 
funcionario público sea igual que la del particular, 
cuando existe un mayor desvalor de conducta. 

2	 a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación 
o traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra 
privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; f ) Tortura; g) 
violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, emba-
razo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma 
de violencia sexual de gravedad comparable; h) Persecución 
de un grupo o colectividad con identidad propia fundada 
en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, cultura-
les, religiosos, de género u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al Derecho 
internacional; i) Desaparición forzada de personas; j) El 
crimen de apartheid; i) Otros actos inhumanos de carácter 
similar que causan intencionalmente grandes sufrimientos 
o atentan gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física.

3	 Crimen de guerra, art. 144. 
4	 Crimen de lesa humanidad, art. 139; genocidio, art. 143; 

y medios prohibidos de guerra, art. 147.
5	 Artículo 77 del Estatuto de Roma.
6	 Artículo II Convención Interamericana sobre desaparición 

forzada de personas: “Para los efectos de la presente Con-
vención, se considera desaparición forzada la privación de 
la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su 
forma, cometida por agentes del Estado o por personas 
o grupos de personas que actúen con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de 
información o de la negativa a reconocer dicha privación 
de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, 
con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y 
de las garantías procesales pertinentes. 

	 Artículo 2 Convención Internacional para la protección 
de todas las personas contra las desapariciones forzadas: 
«se entenderá por "desaparición forzada" el arresto, la de-
tención, el secuestro o cualquier otra forma de privación 
de libertad que sean obra de agentes del Estado o por 
personas o grupos de personas que actúan con la autori-
zación, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de 
la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona des-
aparecida, sustrayéndola a la protección de la ley. También 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Sentencia Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. 
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Se considera apropiado que, para la redacción del 
delito de desaparición forzada, se utilice lo indicado 
en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) establecida en el 
caso de Heliodoro Portugal vs. Panamá7. El legislador 
utiliza una redacción confusa cuando indica que el 
«particular que priva de libertad a una persona ocul-
tando de cualquier modo su situación de detención o 
paradero», lo que no se corresponde con lo ordenado 
por la Corte, que entiende que la frase: «en cualquier 
forma», se refiere a la privación de libertad, para 
luego señalar que se oculta su situación de detención 
o paradero. En este punto la Corte ha sido clara: «la 
normativa internacional requiere que ambos elementos 
estén presentes, tanto el de la privación de libertad, 
cualquiera fuere su forma, como el de la negativa de 
proporcionar información al respecto”8.

2.	 Delitos contra 
la Seguridadad Colectiva

En el Título II se establecen los delitos contra la 
seguridad colectiva. En este bien jurídico se contem-
plan los peligros provocados por la energía nuclear y 
radioactividad (capítulo I), los delitos de incendios y 
estragos (capítulo II) y los delitos contra los medios 
de transporte colectivo.

Se considera positivo incluir los delitos rela-
cionados con peligros de la energía nuclear, lo cual 
incluye el apoderamiento de sustancias radioactivas, 
la contaminación radioactiva y otros atentados con 
energía atómica.

3.	 Delitos contra 
medios de transporte público y 
servicios públicos

El delito de puesta en peligro de transporte público 
e infraestructura puede considerarse un tipo penal 
abierto, dado que únicamente exige, «por cualquier 
medio», alterar las «condiciones mínimas de seguri-

dad», de cualquier clase de transporte público, vías de 
comunicación, plantas de producción o de distribución 
a los usuarios de agua o energías o las telecomunica-
ciones», lo cual es sumamente vago y no precisa con 
claridad la conducta penalmente relevante. Podría ser 
un tipo penal utilizado para criminalizar la protesta 
social9 .

Las penas para este delito son muy elevadas —de 
10 a 15 años de prisión y multa de 200 a 500 días—, 
pudiendo aumentarse un cuarto si del hecho resulta 
la destrucción o inutilización de los objetos materiales 
señalados en el tipo penal. Agregado a lo anterior, se 
castiga la puesta en peligro imprudente de transportes 
públicos e infraestructura, con penas que alcanzan 
dos tercios de la pena prevista para el delito doloso10. 
Por la indeterminación de la conducta prohibida, esto 
implica un grave riesgo para el principio de seguridad 
jurídica. Una pena tan severa también podría implicar 
una violación al principio de desvalor subjetivo de la 
acción, dado que las penas alcanzan casi el mismo 
desvalor que el delito doloso. 

De igual forma, preocupa que se penalicen los 
actos preparatorios de este tipo penal, estableciendo 
una pena rebajada en dos tercios respecto del delito 
consumado.

4.	 Delitos contra la vida

4.1	 Crímenes de odio
Nos parece importante incluir en el título de los 

delitos contra la vida lo que se denomina crímenes de 
odio. Como fundamento para esta tipificación está 
la resolución de la OEA sobre Derechos Humanos, 
Orientación Sexual e Identidad y Expresión de Gé-
nero11, y la declaración de las Naciones Unidas del 30 
de junio de 201612; ambas declaraciones condenan la 
violencia, el acoso, la discriminación, la exclusión, la 
estigmatización y el prejuicio basado en la orientación 
sexual y la identidad de género. 

7	 Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preli-
minares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 
de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 192.

8	 Ibíd., párr. 196.

9	 Artículo 189 PCPH. 
10	 Artículo 190 PCPH.
11	 https://www.oas.org/es/cidh/lgtbi/docs/AG-RES2863-

XLIV-O-14esp.pdf
12	 https://www.outrightinternational.org/content/naciones-

unidas-hace-historia-en-orientaci%C3%B3n-sexual-e-
identidad-de-g%C3%A9nero
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En Honduras, los crímenes contra las personas 
por razones de orientación sexual o de identidad de 
género han venido en aumento en los últimos años13, 
y no se ha previsto en el Proyecto de Nuevo Código 
Penal tipificar las conductas reprochables que atentan 
contra la vida y la integridad física por razón de odio 
a los miembros de la población LGBTI, diferenciando 
estos homicidios de lo que es el homicidio común.

Es pertinente entonces plantear que se incluya 
en los delitos contra la vida lo que podría denominarse 
crimen de odio, para lo que proponemos la redacción 
siguiente:

Artículo XXX. Cometerá el delito de homicidio 
calificado como crimen de odio quien dé muerte 
a una persona por razones de odio o desprecio 
a la raza, edad, discapacidad mental o física, 
condición económica, religión, etnicidad, na-
cionalidad, afiliación o simpatía política o de 
cualquier índole, orientación sexual o identidad 
género y se castigará con una pena de veinticinco 
(25) a treinta (30) años. 

4.2	 El aborto 
En la versión de mayo del PCPH, se regula el 

delito del aborto. Sin embargo, la redacción es bastante 
defectuosa. En especial por la definición de aborto, que 
indica que es dar muerte a un ser humano durante el 
embarazo o el parto. La regulación debe dejar claro 
que es dar muerte al feto o nasciturus, en tanto que 
es un atentado contra la vida humana dependiente. 

En todo caso, la regulación del aborto debe ser 
configurada en torno al consentimiento de la madre. 
Por ello, todo acto de tercero que provoca un aborto 
por violencia, engaño o intimidación, debe ser pena-
lizado con sanciones acordes a la gravedad del ataque. 

El PCPH regula lo siguiente:

Aborto. 195. El aborto es la muerte de un ser 
humano en cualquier momento del embarazo o 

durante el parto. Quien intencionalmente cause 
un aborto será castigado:

a)	Con tres (3) a seis (6) años de prisión 
si la mujer lo hubiere consentido.

b)	Con seis (6) a ocho (8) años de prisión 
si el agente obra sin el consentimiento 
de la embarazada y sin emplear violen-
cia o intimidación.

c)	Con ocho (8) a diez (10) años de 
prisión si el agente emplea violencia, 
intimidación o engaño.

2.	Además de las penas señaladas en los nume-
rales anteriores, a los profesionales sanitarios 
que causen o cooperen en la realización del 
aborto se les impondrá, también, la pena de 
multa de quinientos (500) a mil (1000) días.

3.	La mujer que produzca su aborto o consienta 
que otra persona se lo cause, se le impondrá 
la pena de prisión de tres (3) a seis (6) años.

4.	Quien por actos de violencia ocasiona el abor-
to, sin el propósito de causarlo, constándole 
el estado de embarazo de la víctima, será 
castigado con la pena de prisión de cuatro 
(4) a seis (6).

En cuanto al aborto causado o consentido por la 
madre, se plantea una discusión doctrinaria que 
va desde la despenalización total, considerando 
que existe un legítimo derecho de la madre a 
disponer de su cuerpo, hasta las posiciones más 
autoritarias, que consideran que el nasciturus 
tiene una protección constitucional desde la 
fecundación y no admite causas de justificación.
Ante tales posturas, el derecho penal comparado 
ha establecido básicamente tres posiciones de 
manera general:
a)	que ciertos supuestos de aborto, por las espe-

ciales circunstancias en que se desarrollan, 
estén permitidos amparados por una causa 
de justificación. Esto quiere decir que se re-
conoce que el nasciturus es un sujeto digno de 
protección, y que debe hacerse un juicio sobre 
la preponderancia de intereses con relación a 
la madre (sistema de indicaciones).

b)	Un segundo sistema considera que dentro de 
un determinado plazo, que regularmente se 

13	 Según cifras del CONADEH, desde 2008 hasta finales 
de junio de 2016, se han suscitado cerca de 225 muertes 
violentas a miembros de la población LGBTI, con un 92% 
de impunidad. https://honduprensa.wordpress.com/tag/
lgtbi/
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fija alrededor de los tres meses de gestación, 
el aborto es una decisión libre de la madre 
(sistema de plazos) y,

c)	un sistema mixto, donde existen supuestos 
legales de aborto, pero que deben ser ejerci-
tados dentro de cierto plazo.

El actual Código Penal penaliza el aborto con-
sentido de la madre14 y no contempla ningún supuesto 
de reconocimiento explícito de causas de justificación 
o indicaciones, ni siquiera el aborto terapéutico, que 
se encuentra prácticamente admitido  en todas las le-
gislaciones del mundo15. (Esto por supuesto no impide 
que el juez pueda apreciar la falta de antijuricidad de 
la conducta aplicando la causa de justificación del 
estado de necesidad)16.

Por tal motivo, el Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (Comité DESC): 

“54. A la luz de su Observación General Nú-
mero 22 (2016), sobre el derecho a la salud 
sexual y reproductiva, recomienda al Estado de 
Honduras que:
a)	Revise la actual prohibición del aborto a fin 

de hacerla compatible con otros derechos 
fundamentales como el de la salud y la vida de 
la mujer, así como con su dignidad, especial-
mente en el marco de la reforma del Código 
Penal actualmente en discusión17”; (…) 

Existen tres situaciones que son reconocidas por 
el derecho internacional de los derechos huma-
nos18 como causas legalmente admitidas para 
que la madre pueda libremente decidir abortar:
a)	El aborto terapéutico
b)	El aborto por violación (aborto ético)
c)	El aborto eugenésico

El aborto terapéutico: cuando el embarazo 
coloca en grave riesgo la salud y la vida de la mujer. 
Con esta regulación se permite el aborto no solo cuan-
do exista un grave riesgo para la vida, sino también a 
cualquier otro daño grave para la salud, como podría 
ser enfermedades sobrevenidas, esterilidad, etc. En 
este sentido, el Comité DESC ha abordado el riesgo 
para la salud de las mujeres que supone la legislación 
restrictiva en materia de aborto, recomendando 
“mejorar las condiciones médicas y sanitarias para la 
realización de abortos”. Al expresar su preocupación 
por las consecuencias negativas sobre la salud de las 
mujeres que presenta la legislación restrictiva en mate-
ria de aborto, el Comité DESC ha recomendado a los 
Estados legalizar el aborto en ciertas circunstancias, 
por ejemplo, cuando el embarazo es el resultado de 
violación o de incesto, o cuando la vida de la mujer 
corre peligro.

14	 Artículo 128. La mujer que produzca su aborto o consienta 
que otra persona se lo cause, será sancionada con reclusión 
de tres (3) a seis (6) años.

15	 Honduras es uno de los cuatro países de América que san-
ciona la interrupción del embarazo en todas las circunstan-
cias. Junto a Malta y el Vaticano, integra la lamentable lista 
de los únicos seis países, del total de 193 que conforman 
las Naciones Unidas, en los cuales se penaliza el aborto 
terapéutico, es decir, cuando peligra la vida de la mujer. 

16	 Artículo 24.4) Quien haya cometido un hecho obligado 
por la necesidad de salvarse o de salvar a otro u otros de 
un peligro no causado por él voluntariamente ni evitable 
de otra manera, siempre que el hecho sea proporcionado 
al peligro.

17	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Observaciones finales sobre el segundo informe periódico 
de Honduras 24 de junio de 2016. E/C.12/HND/CO/2.

18	 Se invoca el derecho a la igualdad, a la vida, a la integridad 
corporal y a no ser sometida a tortura, tratos o penas crueles 
inhumanos o degradantes consagrados en los artículos 3, 6, 
y 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Además, los comentarios y observaciones generales de los 
órganos de vigilancia de tratados, como la Observación 
24 del Comité CEDAW, donde el Comité explícitamente 
exige que se eliminen los impedimentos para que las mujeres 
accedan a servicios de salud que pueden salvar sus vidas 
(como los altos costos, la autorización del cónyuge, o los 
castigos impuestos a las mujeres que se someten a un aborto). 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer, Recomendación General 24: La mujer y la salud, 
20ª Sesión de 1999, ¶ 14, Doc. de la ONU A/54/38/Rev. 
1 (1999).
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La violación sexual ha sido reconocida como 
una causa justificada de aborto19 en casi todas las 
legislaciones del mundo, desde 1924 en el Código 
Penal de Suiza y en legislaciones que derivan de este, 
como el Código Penal de Argentina20 y de Ecuador21. 
No cabe duda de que la violencia sexual es un grave 
atentado contra la dignidad de la mujer y su derecho 
a la autodeterminación, que se vería agravado por la 
imposición de un embarazo no deseado ni consentido. 
Esto constituiría una invasión al cuerpo de la madre, 
y un grave daño a su proyecto de vida.  Por tanto, un 
embarazo forzado sería una violación a los derechos 
humanos de la madre, y a la obligación del Estado de 
Honduras de proteger a la mujer contra toda forma 
de violencia, contemplada en el artículo 7 de la Con-
vención de Belem Do Pará. 

Sobre este punto, el Comité de Derechos Hu-
manos declaró que las disposiciones del Código Penal 
—«que penalizan a la mujer, aun en casos en que el 
embarazo sea resultado de una violación”— resultan 
incompatibles con el derecho a la igualdad en el 
disfrute de otros derechos protegidos por el PIDCP: 

Es signo de inquietud que el aborto continúe 
sujeto a sanciones penales, aun cuando el em-
barazo sea producto de una violación. El aborto 
clandestino continúa siendo la mayor causa de 

mortalidad materna en el Perú� El Comité reitera 
que estas disposiciones son incompatibles con 
los artículos 3 [igualdad], 6 [derecho a la vida] 
y 7 [derecho a no ser sometido a torturas ni a 
penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes] 
del Pacto y recomienda que se revise la ley para 
establecer excepciones a la prohibición y sanción 
del aborto22. 

Un tercer supuesto, reconocido casi universal-
mente como causal de despenalización del aborto, lo 
constituyen las malformaciones del feto o aborto euge-
nésico. El aborto eugenésico parte del reconocimiento 
de que la vida del nasciturus no es viable o conllevará 
graves daños congénitos en caso de nacimiento. Obli-
gar a la madre a llevar a término un embarazo en esas 
circunstancias, constituiría un trato cruel, inhumano 
o degradante.

5.	 Delitos de género

El PCPH, en cumplimiento de las obligaciones 
dimanantes de la Convención de Belem Do Pará y la 
CEDAW, ha elevado a la categoría de bien jurídico, 
digno de protección penal,  la violencia de género. 

Respecto a la consideración de los delitos 
agrupados en este título, nos parece que no quedan 
caracterizados cabalmente los elementos típicos en el 
encuadre de género; a nuestro parecer, esta redacción 
no incluye el concepto de las violencias de que son 
objeto las mujeres, y que conducen frecuentemente 
a segarles la vida. Así como está redactado el tipo 
penal, lo único diferente es el nombre del ilícito; en 
todo lo demás, incluyendo la pena, se equipara con 
el asesinato. 

Esta tipificación del femicidio no tendrá ningún 
impacto en su prevención, ni pondrá en evidencia la 
incidencia de este ilícito, perjudicando la visibilidad de 
esta forma extrema de violencia contra las mujeres. En 
esta línea nos parece que es importante que el legisla-
dor incluya en la redacción del tipo penal dos cosas: 
a) Que comete el delito de femicidio quien mata a una 

22	 Comité de Derechos Humanos, «Observaciones finales del 
Comité de Derechos Humanos: Perú,» U.N. Doc. CCPR/
CO/70/PER, 15 de noviembre de 2000, párrafo 20.

19	 En sentencia del 8 de marzo de 2010, el Superior Tribunal 
de Justicia de la Provincia del Chubut admitió la solicitud 
de aborto por violación sobre la base de tres fundamentos: 
a) que el caso individual se subsumía en el primer supuesto 
del inc. 2° del art. 86 del código penal, b) que no exis-
tían objeciones constitucionales ni convencionales para 
hacer lugar al pedido de aborto y c) la innecesaridad de 
la autorización judicial. La decisión del tribunal superior 
provincial fue recurrida por la vía extraordinaria por el 
Asesor General Subrogante Provincial y confirmado por 
la Corte Suprema Nacional de Argentina, en Fallo del 13 
de marzo de 2012, donde no solo confirmó la decisión del 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut 
sino que, además, especificó un protocolo de atención 
médica en los hospitales públicos según el cual no se re-
quiere autorización judicial para el aborto cuando mediare 
declaración jurada de la víctima sobre el ilícito que padeció 
(la violación) . 

20	 Artículo 86 del Código Penal de Argentina.
21	 Artículo 447 del Código Penal de Ecuador. 
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mujer por relaciones desiguales de poder basadas en el 
género o circunstancias de violencia contra las mujeres. 
b) Que se incluyan las circunstancias que pudieran dar 
lugar a la comisión de este delito.

5.1. Delito de femicidio
Se contempla, en primer lugar, el delito de fe-

micidio, el cual se define como el acto de matar a una 
mujer en el marco de relaciones desiguales de poder 
basadas en el género.

Artículo 207.  Femicidio.
1.	 Comete delito de femicidio quien mata a una 

mujer en el marco de relaciones desiguales de 
poder basadas en el género.

Para los efectos de interpretación, el PCPH define 
como relaciones desiguales de poder basadas en el género, 
«la instrumentalización de la mujer que reproduce una 
situación de sometimiento, inferioridad o subordinación 
al hombre por la condición de ser mujer, cualquiera que 
sea el ámbito o contexto en el que se cometa el hecho 
o la vinculación existente entre el autor y la víctima».

Esta definición adolece de claridad y no propicia 
la delimitación del ámbito típico. Se recomienda una 
definición que permita conocer mejor el contenido 
típico, para lo cual se puede utilizar elementos subje-
tivos, como el hecho que el crimen haya sido cometido 
con la intención de someter a la mujer a una situación 
de inferioridad o subordinación al hombre, en el ámbito 
de las relaciones de pareja, familiares, laborales, educa-
tivas o sociales o cualquier otro contexto. Esto a manera 
de propuesta para una mejor elaboración típica de 
este delito.

En la propuesta del nuevo Código las penas con-
templadas para el delito de femicidio son más elevadas 
que para los delitos contra la vida:

•	 Así, el delito base de femicidio prevé una 
pena de 20 a 25 años (frente al delito de 
homicidio que es de 15 a 20 años).

•	 En los supuestos de asesinato, la pena de 
prisión es de veinticinco (25) a treinta (30).

En los casos de femicidios cometidos por fun-
cionarios o empleados públicos se impone, además, 
la pena de inhabilitación absoluta por quince (15) a 
veinte (20) años.

5.2. Delito de maltrato por género
El delito de maltrato es tipificado como quien 

ejerce violencia física o psicológica contra la mujer, en 
el ámbito de las relaciones desiguales de poder. 

El contexto donde se pretende aplicar parece ser el 
hogar, pero al dejar abierto el tipo a todas las relaciones 
desiguales de poder, extiende su aplicación a todos los 
supuestos donde un hombre y una mujer tengan rela-
ciones habituales. Sin embargo, adicionalmente, existe 
el delito de maltrato familiar (art. 285), que contempla 
en similar forma las conductas prohibidas, pero las 
sanciona con la mitad de la pena. Por tal motivo, en 
los casos de violencia de género en el ámbito familiar, 
cuando la víctima es de sexo femenino, se deberá aplicar 
por principio de especialidad el maltrato de género, 
quedando el maltrato familiar para los casos donde el 
sujeto pasivo es masculino. 

De igual modo que en el femicidio, apelamos 
porque este delito de maltrato de género sea reformula-
do, ampliando los elementos típicos y redactándolo de 
forma que recoja la naturaleza de las distintas formas 
de violencia que se ejercen contra las mujeres.

6.	 Título VII. Delitos contra 
la dignidad y el honor

En este título se protege bienes jurídicos como: 
•	 La integridad moral (capítulo I) el cual se 

subdivide en 
•	 delitos de tortura y otros tratos o pe-

nas crueles inhumanas o degradantes 
(sección I). 

•	 La trata de personas y otras formas 
degradantes de explotación humana 
(sección II).

•	 Los delitos de abandono de personas meno-
res de edad, incapaces, ancianas y enfermas 
(capítulo II).

•	 Los delitos contra el honor (capítulo III).
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 6.1	 Delitos contra la integridad moral: 
tortura y tratos degradantes

En principio, parece plausible la inclusión de la 
integridad moral como bien jurídico tutelado, lo cual 
viene a diferenciar la tortura, y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, de otras figuras delictivas 
como las lesiones. La integridad moral es parte de la 
integridad personal, pero tiene un ámbito claramente 
diferenciado, y es la capacidad de autodeterminación 
de la persona y la inviolabilidad de su dignidad.

En la tipificación de los atentados contra la inte-
gridad moral, el PCPH utiliza la diferenciación entre 
tratos degradantes, inhumanos y tortura, siguiendo 
una escala jerárquica basada en la gravedad de la 
lesión al bien jurídico, reconocida por los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos de 
Naciones Unidas23, del Sistema Interamericano, y la 
jurisprudencia de la Corte IDH. En todos los tipos 
penales contra la integridad moral, el legislador alude 
a la gravedad del atentado como elemento constitutivo 
del delito y para distinguir la penalidad. 

Ahora bien, la tipificación penal establecida en 
el PCPH no sigue una sistemática de gradualidad 
respecto a la gravedad de la afección al bien jurídico, 
por lo que no ayuda a interpretar qué criterios cabe 
considerar para calificar uno u otro delito. Además, 
el PCPH presenta graves errores conceptuales, dando 
como consecuencia que las penas no se encuentren 
acordes al desvalor del resultado y los estándares 
internacionales. 

El delito de trato degradante (art. 212) no coin-
cide con el concepto elaborado por la doctrina, donde 
lo que se castiga son actos que provocan humillación 
o sentimientos de inferioridad, pero que no conllevan 
violencia física o psicológica.

Sin embargo, en este artículo se coloca la violen-
cia física o psicológica como la conducta prohibida, 
la cual debe ser considerada como una forma de tor-
tura por su nivel de gravedad.  Además, la pena que 
contempla en este caso es la más leve: 1 a 2 años, e 
inhabilitación del funcionario por el doble del tiempo, 

lo que daría lugar a circunstancias de relativa impuni-
dad por conmuta, suspensión condicional de la pena, 
o suspensión del fallo. 

En el artículo 214 se tipifica la tortura. La 
redacción del tipo es confusa, y contiene elementos 
del trato degradante (causar humillación), pero no 
contempla la violencia física o psicológica como conducta 
expresamente prohibida.

Es plausible que el tipo contemple la utiliza-
ción de procedimientos que lleven a «la supresión 
o disminución de sus facultades de conocimiento, 
discernimiento o decisión», lo cual es exigido en la 
definición de la Convención Interamericana para 
prevenir y sancionar la tortura y recoge los métodos 
de la tortura científica. Pero en su conjunto, la redacción 
es desafortunada y debe revisarse. La pena que se prevé 
para este delito es de 6 a 10 años.

Se advierte que el tipo de tortura sigue de cerca 
la redacción del Código Penal español, en el artículo 
174, pero eliminó la frase “causar sufrimientos físicos 
o mentales”, que es importante que esté reconocido 
como parte del tipo penal. Si bien es cierto que también 
hay métodos de anulación de la capacidad cognitiva 
o volitiva del sujeto que no requieren de violencia, es 
importante recordar que la forma más intensa y común 
de tortura es la física (golpes, electrochoques, etc.). 
Por ello, suprimirlo genera una importante laguna de 
punibilidad.

6.2 Delitos contra el honor
Se contemplan en el capítulo tercero los delitos 

contra el honor, donde aparecen las figuras delictivas 
de injuria y calumnia.

La injuria es tipificada como toda acción o 
expresión que lesiona la dignidad de otras personas, 
menoscabando su fama. Según este artículo, solo son 
constitutivas de delito las injurias que, por su natura-
leza o efectos o circunstancias, sean consideradas en 
concepto público como graves. Sin embargo, no se 
describe qué se entiende por grave, lo cual es una clara 
violación al principio de taxatividad y determinación, 

23	 Convención de Naciones Unidas contra la tortura y otros 
tratos y penas, crueles, inhumanos o degradantes. 
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o candidatos a ejercer funciones públicas, mediante el 
procesamiento o condena penal de quien se expresa 
—a través de los tipos penales de calumnia, injuria, 
difamación o desacato—, resultaba desproporcionada 
e innecesaria en una sociedad democrática26.

Sobre este particular, la jurisprudencia ha ex-
plicado que tanto los funcionarios públicos como 
los candidatos a cargos públicos gozan, al igual que 
toda persona, del derecho a la honra protegido por la 
Convención Americana. Sin embargo, en una sociedad 
democrática, los funcionarios públicos tienen un um-
bral distinto de protección, que los expone en mayor 
grado a la crítica del público, lo cual se justifica por 
el carácter de interés público de las actividades que 
realizan; porque se han expuesto voluntariamente a 
un escrutinio más exigente; porque sus actividades 
trascienden la esfera privada para ingresar a la esfera 
del debate público, y porque cuentan con medios 
apropiados para defenderse27.

Por ello, la CIDH ha considerado que la uti-
lización de mecanismos penales para sancionar ex-
presiones sobre cuestiones de interés público o sobre 
funcionarios públicos, candidatos a ejercer cargos 
públicos o políticos, vulnera per se el artículo 13 de 
la Convención Americana, ya que no hay un interés 
social imperativo que la justifique, resulta innecesaria 
y desproporcionada, y además puede constituir un me-
dio de censura indirecta dado su efecto amedrentador e 
inhibidor del debate sobre asuntos de interés público28.

que exige la jurisprudencia del Sistema Interamerica-
no como requisito para tipificar los delitos contra la 
libertad de expresión24.

Las injurias que consisten en la imputación de 
hechos no se consideran graves, a menos que se lleven 
a cabo cuando exista conocimiento de su falsedad 
o temerario desprecio a la verdad. En este punto, 
el artículo sí es compatible con la jurisprudencia 
interamericana asentada en el caso Tristán Donoso 
vs. Panamá, donde la Corte Interamericana estimó 
innecesario constatar la veracidad de las afirmaciones 
formuladas para desestimar la imposición de sanciones 
penales o civiles. Basta, como ya se ha mencionado, 
con que existan razones suficientes para justificar la 
formulación de tales afirmaciones, siempre que se trate 
de afirmaciones de interés público. 

En consecuencia, incluso si los hechos que se 
afirman (por ejemplo, la imputación de un crimen) 
no pueden ser demostrados en un proceso judicial, 
quien realizó las afirmaciones correspondientes estará 
protegido siempre que no tuviera conocimiento de la 
falsedad de lo que afirmaba o no hubiere actuado con 
negligencia grave (absoluto desprecio por la verdad25).

Es importante señalar que en el texto de los artí-
culos 227 y 228 no aparece expresamente señalada la 
responsabilidad penal como consecuencia de injurias o 
calumnias contra funcionarios públicos. Sin embargo, 
del texto del artículo 232 se entiende que el pre legis-
lador desea castigar con penas privativas de libertad 
estos atentados. Según este artículo, los delitos contra el 
honor son de acción privada, salvo cuando se cometan 
contra funcionario público, en cuyo caso se convier-
ten en delitos perseguibles de oficio por el Ministerio 
Público.  Esto es totalmente contrario al derecho a la 
libertad de expresión, por cuanto tanto la CIDH como 
la Corte Interamericana han considerado que la protec-
ción de la honra o reputación de funcionarios públicos 

24	 Así, en el Caso Kimel vs. Argentina, Sentencia de 2 de mayo 
de 2008. Serie C No. 177, la Corte Interamericana indicó 
que el tipo penal que tutelaba el honor en Argentina vul-
neraba, por su extrema vaguedad, el principio de estricta 
legalidad. En consecuencia, ordenó la reforma de la citada 
norma.

25	 Caso Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero 
de 2009 Serie C No. 193, párr. 115.

26	 Ibíd., párr. 129.
27	 Corte IDH, Caso Kimel Vs. Argentina. Sentencia de 2 

de mayo de 2008. Serie C No. 177, párr. 86 y 87; Corte 
IDH, Caso Palamara Iribarne vs. Chile. Sentencia de 22 
de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párrs. 83 y 84; 
Corte IDH, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párrs. 128 y 129; 
Corte IDH, Caso Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de enero de 2009 Serie C No. 193, párr. 115; CIDH. 
Informe Anual 1994. Capítulo V: Informe sobre la Com-
patibilidad entre las Leyes de Desacato y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Título IV. OEA/
Ser. L/V/II.88. doc. 9 rev. 17 de febrero de 1995.

28	 Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio 
de 2004. Serie C No. 107, párr. 101.2); CIDH. Alegatos 
ante la Corte Interamericana en el caso Ricardo Canese vs. 
Paraguay. Transcritos en: Corte IDH, Caso Ricardo Canese 
vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C 
No. 111, párr. 72.h).
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De ello se desprende que, en este punto, el 
PCPH viola el artículo 13 de la CADH y debe ser 
reformado. De hecho, debe establecerse una cláusula 
o disposición específica que exonere de responsabilidad 
penal los atentados contra el honor cometidos contra 
funcionarios públicos, los cuales únicamente quedarán 
sujetos a responsabilidades civiles u otro tipo de sanciones 
o, en último término, a la publicación de la sentencia, 
pero no a consecuencias penales. De igual modo, hay 
que debatir sobre las sanciones penales en general por estos 
delitos (injurias y calumnias) en el caso de particulares, 
siendo aconsejable que estas cuestiones se diriman por la 
vía civil; es decir, acudir a la despenalización de estas 
supuestas conductas delictivas para potenciar el derecho 
a la libertad de expresión.

7.	 Delitos contra la libertad

7.1	 Delito de desplazamiento forzado 
(propuesta de las OSC)

La Corte IDH ha sostenido que la obligación 
de proteger a las personas víctimas de desplazamiento 
forzado conlleva «no sólo el deber de adoptar medidas 
de prevención sino también realizar una investigación 
efectiva de la supuesta violación de estos derechos». 
Asimismo, los Principios Rectores de los Desplaza-
mientos Internos de las Naciones Unidas, aprobados 
por la Asamblea General de los Estados Partes, son el 
marco internacionalmente reconocido para responder 
a las situaciones de desplazamiento forzado y la pro-
tección de las personas afectadas por este problema, 
y deben inspirar cualquier acción nacional relativa a 
la temática.

En Honduras, aunque no se producen despla-
zamientos internos por causa de conflicto armado, sí 
ocurren por situación de violencia, especialmente del 
crimen organizado y de maras o pandillas. Esta es una 
realidad que ha ocasionado que numerosas familias 
hayan tenido que «huir» de sus hogares o lugares de re-
sidencia; según datos disponibles de 2014, un porcentaje 
de 62% de hogares hondureños decidieron trasladarse 
por motivos de inseguridad29.

Esta realidad alarmante originó que, bajo el 
Decreto Ejecutivo PCM-053-2013, se creara la Comi-
sión Interinstitucional para la Protección de Personas 
Desplazadas por la Violencia, cuyo objetivo es «[i]
impulsar la formulación de políticas y la adopción 
de medidas para la prevención del desplazamiento 
forzado por la violencia, así como para la atención, 
protección y soluciones para las personas desplazadas 
y sus familiares»30.

Este decreto dispone «impulsar [m]edidas le-
gislativas, administrativas y de otra índole que sean 
necesarias para adecuar las respuestas nacionales al 
fenómeno del desplazamiento forzado por causas 
asociadas a la violencia y criminalidad, a los estándares 
internacionales de protección de los derechos humanos 
y a las buenas prácticas impulsadas por los organismos 
internacionales»31. 

Por los motivos antes expuestos, recomendamos 
que en este título de los delitos contra la libertad se 
incluya la figura del desplazamiento forzoso, y propo-
nemos la redacción siguiente:

Artículo XXXX. Incurrirá en el delito de Des-
plazamiento Forzoso quien mediante violencia, 
intimidación, amenazas o coacción, ocasione el 
desplazamiento de una persona, grupos de perso-
nas, familias, segmento o parte de la población, 
obligándoles o forzándoles a abandonar su lugar 
de residencia, domicilio, hogar, lugar donde 
habita, tenga su morada o negocio, así como 
cualquier tipo de propiedad inmueble urbano, 
rural o cualquier otro derecho real y se aplicará 
la pena de reclusión de diez (10) a quince (15) 
años y multa equivalente al cincuenta por ciento 
(50%) del valor de cada inmueble despojado o 
abandonado.
No se entenderá por desplazamiento forzoso el 
movimiento de población que realice la auto-
ridad competente o del orden público cuando, 
por motivos fundados en el derecho interno, se 
tenga que movilizar a la población por causas de 
seguridad, protección, salubridad o de cualquier 
otra causa de utilidad pública. 

29	 http://www.jips.org/system/cms/attachments/1048/
original_Informe_caracterizacion_desplazamiento.pdf

30	 http://faolex.fao.org/docs/pdf/hon132079.pdf
31	 Ídem.
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La pena prevista en este artículo se aumentará 
en un tercio (1/3) cuando:
1.	 El sujeto activo del delito tuviere la condición 

de servidor público.
2.	El sujeto activo del delito utilice para la co-

misión del delito menores de dieciocho (18) 
años. 

3.	El sujeto pasivo del delito sea: persona con 
discapacidad; menor de dieciocho (18) años; 
mayor de sesenta (60) años; mujer embara-
zada; grupo étnico; periodista; comunicador 
social; defensor de derechos humanos; candi-
dato o aspirante a cargos de elección popular; 
dirigente comunitario, sindical, político, 
religioso o de la comunidad LGTBI.

4.	Cuando la acción sea contra quienes hayan 
sido testigos o víctimas de hechos punibles.

5.	Se cometa utilizando bienes del Estado. 
6.	Se sometiere a la víctima a tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. 
7.	 Si como consecuencia del desplazamiento, se 

hubiere provocado la muerte violenta de una 
persona vinculada al sujeto pasivo del delito. 

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin 
perjuicio de la pena que corresponde a otros 
delitos que incurra.

7.2	 Delito de secuestro (art. 239)
El delito de secuestro está tipificado de manera 

muy amplia, puesto que se señala que constituye se-
cuestro quien priva de la libertad a una persona con 
el objetivo de «Obtener cualquier condición para libe-
rarla». Esto podría dar lugar a elementos que facilitan 
la criminalización de la protesta social, ya que para el 
efecto basta cualquier condición y no se exige, ni siquiera, 
que la condición sea ilícita. La pena que se contempla 
es de 5 a 10 años y la prohibición de residencia por el 
doble de la condena.

El secuestro agravado, que contempla penas de 
10 a 15 años, se produce:

•	 cuando se cumple la condición o
•	 la condición consiste en exigir a los poderes 

públicos nacionales o de gobierno extran-
jero alguna medida o resolución ilegal.

Además, se contemplan como agravantes que la 
privación de libertad se extienda por más de 72 horas; 
que la víctima sea menor de 18 años, mujer embarazada 
o especialmente vulnerable o la persona secuestrada sea 
funcionario público en el ejercicio de funciones o diplo-
mático o consular de un país; es cometido por un grupo 
delictivo organizado con simulación de autoridad, o se 
administran drogas o sustancias que anulan la voluntad.

La agravante contemplada en el inciso b): «La 
condición consiste en exigir a los poderes públicos na-
cionales o de un gobierno extranjero, alguna medida o 
concesión o resolución legal o ilegal», es contraria a la 
Convención Americana de Derechos Humanos, como 
lo expresó la Corte en el Caso del Pueblo Mapuche 
contra Chile32. Por tal motivo, se sugiere suprimir el 
inciso b) del artículo 238, pues contiene una forma 
de criminalización de la protesta social. 

8.	 Delitos contra la libertad 
e indemnidad sexuales

Lo que se protege fundamentalmente son los 
derechos sexuales y reproductivos, en cuanto a la 
potestad de poder decidir cuándo ejercer la sexuali-
dad, y con quién hacerlo de manera libre y con pleno 
consentimiento. Por ello, la protección se extiende 
al ejercicio de la libertad sexual, y a no ser obligada 
coactivamente a sostener relaciones de naturaleza 
sexual sin consentimiento pleno. Lo que se penaliza 
es que se imponga a una persona un comportamiento 
sexual no deseado.

La protección penal se complementa con la refe-
rencia a la indemnidad sexual, la cual busca asegurar 
que la víctima no sufra daños corporales o psíquicos 
al momento de sostener relaciones sexuales, especial-
mente, en el ámbito del aparato reproductor o frente 
a traumas físicos o psicológicos que puedan impedir 
posteriormente el disfrute de la sexualidad. 

En este capítulo se contemplan como delitos 
cuatro figuras básicas: la violación, agresión sexual, 
estupro e incesto.

32	 Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (líderes, miembros 
y activistas del Pueblo Indígena Mapuche) vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas, Sentencia del 29 de mayo de 2014. 
Serie C No. 279, párrs. 171, 173.
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8.1. Delito de violación (art. 245)
La violación se da cuando hay acceso carnal 

vía anal, bucal o vaginal o introducción de órganos 
corporales o de objetos vía anal o vaginal, empleando 
violencia o intimidación. En todo caso, cuando la 
víctima es menor de 14 años, o padece enajenación 
mental o anulación de la voluntad originada por 
cualquier causa.

Es importante destacar que el PCPH no contem-
pla de manera expresa el uso de narcóticos, drogas u 
otros medios que anulan la voluntad de la víctima. A 
falta de una disposición expresa de carácter general que 
contemple una definición de que la violencia incluye el 
uso de drogas, narcóticos u otra disposición análoga33, 
es necesario que se incluya este medio en la definición 
típica de la violación. El CP vigente establece que el 
uso de drogas es una causa de agravación de la pena34.

Consideramos desacertado que se haya elimina-
do la relación de poder o de autoridad que contiene 
el tipo penal vigente, porque es una figura frecuente 
que consumen hechos de violación personajes como 
pastores, sacerdotes, maestros, profesores, jefes en el 
área laboral, políticos y funcionarios del Estado en 
cargos de poder y similares, utilizando la influencia 
o la seducción basada en la relación jerárquica de au-
toridad para cometer el delito. O «mediante amenaza 
de ocasionarle al sujeto pasivo, al cónyuge de éste o 
compañero de hogar, o a uno de sus parientes dentro 
del cuarto (4to) grado de consanguinidad o segundo 
(2do) de afinidad un perjuicio grave e inminente», tal 
y como se recoge en la norma penal vigente. 

Las penas contempladas para la violación son: 
prisión de 9 a 13 años, prohibición de residencia y 
aproximación a la víctima por el doble del tiempo de 
la pena de prisión. Aumenta en una tercera parte si la 
víctima es una persona menor de 14 años y se utiliza 

violencia o intimidación. Además, el sujeto agresor 
queda sujeto a la medida de seguridad de libertad 
vigilada, contemplada en el artículo 98.

En los delitos cometidos por menores de edad, 
si la víctima se encuentra entre los 12 a 14 años, la 
pena desaparece si no existe una diferencia de 2 años 
de edad entre agresor y la víctima, y el acceso carnal 
es consentido.

8.2. Delito de otras agresiones sexuales 
(art. 248)

Es cualquier otro acto que atenta contra la liber-
tad sexual, no comprendido en el delito de violación. 
Se considera que el acto está indeterminado, y se 
sugiere mejorar la redacción, utilizando la tipificación 
de los medios empleados. También es conveniente 
concretar mejor la conducta típica, describiendo los 
actos que atentan contra la libertad sexual, distintos 
de la violación. 

Pareciera que esta figura penal viene a sustituir lo 
que en el actual Código se denomina como Actos de 
Lujuria. Si bien el tipo penal abierto permite inscribir 
en el mismo otras conductas, por su indeterminación 
también podría dar lugar a que se dificulte la perse-
cución y sanción de estas acciones. Por ello es impres-
cindible que se describan de manera más taxativa los 
elementos o circunstancias típicas que le corresponden. 
Una de estas podría ser que cuando estas agresiones 
consistan en la introducción de objetos o instrumentos 
de cualquier naturaleza en los órganos sexuales u otros 
orificios naturales o artificiales que simulen los órganos 
sexuales del cuerpo del sujeto pasivo�, como se describe 
esta circunstancia agravante en la legislación vigente.

8.3. Incesto
La tipificación del incesto, tanto en el CP vigente 

como en el proyecto, es cuestionable. En el vigente, se 
encuentra en los delitos contra las relaciones familiares 
y no como un atentado contra la libertad sexual.  

El hecho de que el PCPH derogue el incesto en-
tre personas mayores de 18 años, es congruente con las 
doctrinas que establecen que no debe penalizarse los 
actos meramente inmorales, que no lesionan a terceros. 
Ahora bien, nos preguntamos si la despenalización es 
pertinente en situaciones sociales y culturales como 

33	 Algunos códigos definen la violencia psicológica y expre-
samente califican como tal el uso de narcóticos, drogas u 
otros que causen la pérdida de la conciencia o la anulación 
de la voluntad. 

34	 Artículo 140 CP. 2) Que la víctima se halle privada de 
razón o de voluntad o cuando por cualquier causa no 
pueda oponer resistencia.

	 En igual pena incurrirá quien intencionalmente drogue o 
embriague a una persona con el fin de violarla; (�)
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la hondureña donde, si bien no se conocen estadís-
ticas oficiales sobre la incidencia de hechos de esta 
naturaleza, es frecuente que ocurran, especialmente 
en el área rural. 

Por supuesto, los casos de incesto con personas 
menores de 18 años, siempre deben considerarse pu-
nibles. Pero resulta muy cuestionable que tal punición 
sea tratada como un tipo privilegiado y con penas 
inferiores a las contenidas en el delito de violación. De 
ahí que proponemos que estas penas sean aumentadas 
significativamente y que se equiparen con las del delito 
de violación. 

En el PCPH el incesto es un delito especial im-
propio, que solo pueden cometer el padre, hermano o 
tío de la víctima, cuando esta sea menor de 18 años y 
mayor de 14, y siempre que no deba ser sancionado 
por un delito más grave; es decir, que no concurran los 
medios del delito de violación. 

La pena es de 1 a 3 años, lo cual es demasiado 
leve para el grado de desvalor de la conducta. Debe 
recordarse que el artículo 19 de la CADH exige un 
deber de protección preferente frente a los niños35, 
entendidos como toda persona menor de 18 años, por 
lo que las penas deben ser superiores, no inferiores. 

Debe recordarse que la mayoría de delitos sexua-
les los cometen personas del entorno familiar de la víc-
tima, lo cual aconseja agravar la pena, no disminuirla.

8.4. Estupro
El estupro contiene tres figuras típicas:

A)	 Estupro mediante engaño
Cometer actos de naturaleza sexual contra el 

consentimiento de la víctima, utilizando engaño, con 
mujer entre 14 a 18 años. Las penas se diferencian si 
son actos de,

Acceso carnal: la pena de prisión de 1 a 3 años 
y prestación de servicios de utilidad pública o a las 
víctimas por tiempo de 2 a 4 meses o multa de 300 a 
seiscientos 600 días.

Otros actos de contenido sexual: pena de prisión 
de seis (6) meses a un (1) año.

Las penas de estupro previstas en el PCPH dis-
minuyen drásticamente el marco penal de la regulación 
vigente, establecido en el artículo 14236, especialmente 
cuando la víctima es menor de edad (aunque mayor 
de 14 años).

Conviene revisar el marco penal, porque una 
disminución tan drástica de la pena, sobre todo en el 
delito del 251.1, que protege directamente a las vícti-
mas menores de edad, resulta insatisfactorio. 

Se considera apropiada, cuando menos, una pena 
de 4 a 6 años en caso de acceso carnal, y de 2 a 4 años 
en caso de otros actos de contenido sexual.

B)	 El estupro mediante prevalimiento
El sujeto emplea el abuso de autoridad para 

lograr su propósito. En este caso, no se contemplan 
requisitos o condiciones particulares en el sujeto pa-
sivo. Cualquier persona puede ser víctima del estupro 
mediante prevalimiento.

«Quien prevaliéndose de una relación de supe-
rioridad manifiesta originada por cualquier causa y 
que condiciona la libertad de la víctima, realiza con 
ésta actos de contenido sexual, debe ser castigado con 
la pena de uno (1) a tres (3) años de prisión y multa 
de cien (100) a trescientos (300) días. Si los actos 
sexuales implican acceso carnal por cualquier vía, las 
penas deben ser de prisión de tres (3) a seis (6) años 
y multa de trescientos (300) a quinientos (500) días».

C)	 Estupro (sin consentimiento)
Quien sin violencia, intimidación, engaño ni 

prevalimiento realiza actos de contenido sexual no 
consentidos se le impondrá una pena de 6 meses a 1 
año y multa entre 300 a 600 días.

Esta figura carece de conducta típica, y aparecen 
indeterminados los medios para doblegar la falta de 

36	 El estupro de una mujer mayor de catorce (14) pero me-
nor de dieciocho (18) años, prevaliéndose de confianza, 
jerarquía o autoridad, se sancionará con seis (6) a ocho (8) 
años de reclusión. 

	 Cuando el estupro se cometa mediante engaño se sancio-
nará con pena de cuatro (4) a seis (6) años de reclusión. 

	 Cualquier otro abuso deshonesto que se cometa con-
curriendo alguna de las circunstancias previstas en este 
Artículo se sancionará con pena de dos (2) a cuatro (4) 
años de reclusión.

35	 Corte IDH. Opinión Consultiva 0C 17/02 de agosto de 
2002. Condición Jurídica del Menor, párr. 51.
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consentimiento. No puede entenderse sino a través de 
métodos que anulan la voluntad de la víctima (hipnosis, 
narcosis, drogas), porque estos ingresan en el campo 
de la violencia de naturaleza psicológica. Por ello, es 
suficiente para considerar este tipo penal como un supuesto 
típico de violación.

8.5.	 Error sobre la edad en los delitos 
sexuales (art. 264 PCPH)

El error vencible sobre la edad de la víctima o su 
condición de incapaz, disminuye hasta en 2/3 la pena 
a imponer.

Obviamente, esta causal solo tiene aplicación en 
los casos donde no ha existido violencia, y se trata de 
una relación consentida con persona menor de 14 años. 

Una disminución tan significativa de la sanción 
penal podría estar desprotegiendo a la niñez, en la 
medida que parece favorecer la fácil invocación del 
agresor de que desconocía la edad de la víctima. 

Quizá sería conveniente cambiar la redacción 
para que la disminución fuera facultad del juez y este 
pudiera reducir hasta dos terceras partes, tomando en 
consideración las circunstancias del hecho. De esta 
forma, se graduaría mejor el injusto penal. 

En todo caso, el juez debe ser muy riguroso para 
apreciar el error y no generar penas excesivamente be-
nignas. Debe recordarse que el error vencible de tipo es 
aquel que el sujeto hubiera podido superar utilizando 
la debida diligencia. 

El principio de intangibilidad sexual de los niños 
impone a los adultos no sostener relaciones de índole 
sexual con niños y niñas bajo ninguna circunstancia, 
cuando son menores de 14 años. 

9.	 Delitos contra 
el medio ambiente

En este delito se contemplan fundamentalmente 
dos categorías: delitos contra el equilibrio de los eco-
sistemas y delitos contra la diversidad biológica. En 
todos estos casos se establece la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas.

Se puede considerar que los delitos contra el 
equilibro de los ecosistemas básicamente penalizan 
la contaminación industrial, de aguas marítimas o 

continentales37, la atmósfera, el suelo y el subsuelo, 
con infracción a las leyes o reglamentos, y que ponen 
en grave peligro el equilibrio del sistema.

El tipo penal es un delito de peligro concreto, sin 
embargo, se considera que su tipificación es exagerada y 
fomenta la impunidad, ya que exige «un grave peligro 
para el equilibrio del sistema ecológico», lo cual eleva 
el estándar probatorio a niveles excesivos, imposibles 
de satisfacer. Por ello se sugiere modificar la redacción 
y, sin dejar de estructurarlo como un tipo de peligro 
concreto, se incluya el resultado de peligro: que es capaz 
de provocar perjuicio para la salud de las personas, de la 
fauna o de la flora. Una redacción de esta naturaleza 
evitaría la impunidad en esta categoría de delitos. 

10. Delitos contra 
la administración de justicia. 
Tipo penal de prevaricato

Artículo 515. PREVARICATO JUDICIAL. El Juez 
que a sabiendas dicta resolución injusta debe ser 
castigado con la pena de prisión de tres (3) a seis 
(6) años, e inhabilitación especial para cargo u 
oficio público de quince (15) a veinte (20) años.
Si la resolución es manifiestamente injusta y se 
dicta por imprudencia grave, se castigará con la 
pena de inhabilitación especial para empleo o 
cargo público de tres (3) a cinco (5) años.

En cuanto a este delito, la redacción parece 
ser deficiente, pues utiliza el término injusto, que es 
ambiguo, y no determina con claridad el contenido. Se 
sugiere cambiar la redacción y colocar:

El juez que a sabiendas, dictare resoluciones con-
trarias a derecho o las fundare en hechos falsos, será 
sancionado con penas de 3 a 6 años.

En cuanto al prevaricato imprudente, se consi-
dera que se puede mejorar la redacción en el siguiente 
sentido: 

37	 Sería más apropiado aguas de ríos u otras fuentes superfi-
ciales o subterráneas.
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El juez que por ignorancia inexcusable dictare 
resoluciones manifiestamente contrarias a derecho, 
se castigará con pena de inhabilitación para empleo 
o cargo público por tiempo de 1 a 4 años y multa 
de 100 a 200 días.

11.	 Criminalización 
de la protesta social

11.1. Delito de reuniones y 
manifestaciones ilícitas

El PCPH contempla una serie de figuras delic-
tivas en sus capítulos finales, que pueden considerarse 
graves formas de criminalización de la protesta social. 
Entre estas, el delito de Reuniones y manifestaciones 
ilícitas (art. 555)38.

Este establece que constituyen reuniones ilícitas 
aquellas que se convoquen con la finalidad de cometer 
delitos, y aquellas a las que concurren sus participantes 
portando armas de fuego, artefactos explosivos u otros 
objetos igualmente peligrosos.

Esta redacción es muy similar a la del tipo penal 
vigente en el artículo 331 del CP. Este artículo fue du-
ramente censurado por la CIDH, a la cual le preocupa 
la imputación del tipo penal «manifestación ilícita» a 
gran cantidad de personas detenidas en el contexto 
de manifestaciones. 

En su informe Honduras: Derechos Humanos y 
Golpe de Estado, la CIDH señaló que la descripción 
del delito en la legislación penal hondureña adolece 
de precisión en su enunciación, lo que permite a las 
autoridades competentes realizar una interpretación 
amplia del precepto legal y, en consecuencia, conside-
rar su caracterización con discrecionalidad39.

Sobre este tipo penal, la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas también recomendó «revisar o dero-
gar la legislación nacional incompatible con las normas 
internacionales, en particular las disposiciones relativas 
a los delitos de sedición y manifestación ilícita”40.

En este sentido, mantener el tipo penal de reu-
niones y manifestaciones ilícitas constituye una forma 
de criminalización de la protesta social. La CIDH es-
tima que la manifestación social es importante para la 
consolidación de la vida democrática y que, en general, 
dicha forma de participación en la vida pública, en tanto 
ejercicio de la libertad de expresión, reviste un interés 
social imperativo. En muchos países del hemisferio, la 
protesta y movilización social se han constituido como 
herramientas de petición a la autoridad pública, y tam-
bién como canal de denuncias públicas sobre abusos o 
violaciones a los derechos humanos41.

Las manifestaciones sociales, como forma de 
expresión, suponen el ejercicio de derechos conexos, 
como el derecho de los ciudadanos a reunirse, y el 
derecho al libre flujo de opiniones e información, 
los cuales se establecen en los artículos 13 y 15 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
constituyen elementos vitales para el buen funciona-
miento del sistema democrático.

Se debe analizar si la utilización de sanciones 
penales encuentra justificación bajo el estándar de 
la Corte Interamericana, que establece la necesidad 

38	 Artículo 555.	Reuniones y manifestaciones ilícitas.
1.	 Son reuniones o manifestaciones ilícitas:

a)	 Las que se convocan con la finalidad de co-
meter delitos; y

b)	 Aquellas a las que concurren sus participantes 
portando armas de fuego, artefactos explosivos 
u otros objetos igualmente peligrosos.

2.	 Quienes promueven, dirigen o presiden las reunio-
nes o manifestaciones a las que se refiere el numeral 
anterior, deben ser castigados con la pena de prisión 
de tres (3) a cinco (5) años y multa de cien (100) a 
quinientos (500) días.

	 Los meros intervinientes en aquellas deben ser 
castigados con la pena de prisión de uno (1) a tres 
(3) años y multa de cien (100) a doscientos (200) 
días.

3.	 Las penas anteriores se deben imponer sin perjuicio 
de las que correspondan por los concretos delitos 
que se puedan cometer.

39	 CIDH, Honduras: Derechos humanos y golpe de Estado, 30 
de diciembre de 2009, párr. 381.

40	 ONU, Asamblea General, Consejo de Derechos Hu-
manos, A/HRC/13/66, Informe de la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre 
las violaciones de los derechos humanos en Honduras desde 
el golpe de Estado de 28 de junio de 2009, 3 de marzo de 
2010, párrs. 48 y 85.

41	 CIDH, Informe Anual 2005. Vol. II: Informe de la Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo V, párr. 1.
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de comprobar que dicha limitación (la penalización) 
satisface un interés público imperativo necesario para 
el funcionamiento de una sociedad democrática42.

Conforme al estándar interamericano, se 
considera que el delito 555 es incompatible con la 
Convención Americana de Derechos Humanos. Si 
bien sería compatible el inciso a), es decir, aquellas 
manifestaciones que se convocan con la finalidad de 
cometer delitos, de manera alguna puede admitirse el 
inciso b), que se configura en forma similar al vigente 
artículo 331 CP43, en cuanto a que concurran personas 
portando armas de fuego, artefactos explosivos u otros 
elementos peligrosos.

Aunque se eliminaron los elementos de objetos 
contundentes, se considera que básicamente continúa 
la misma redacción que ha sido censurada por los 
órganos de protección de derechos humanos. 

En todo caso, de admitirse la prohibición de 
concurrir con armas de fuego o explosivos como causa 
para calificar la reunión o manifestación de delictiva, 
debe excluirse el término objetos igualmente peligrosos, 
que es indefinido. 

En conclusión, la regulación propuesta para 
el artículo 555 sobre Reuniones y manifestaciones 
ilícitas debe ser revisada y adecuada a los estándares 
internacionales sobre derechos humanos.

11.2. Delito de asociación para delinquir 
El artículo 556 contiene una definición muy 

amplia de asociación para delinquir, especialmente 
en la segunda parte del numeral 1:

poseen también la consideración de asociaciones 
ilícitas las que aun, teniendo como objeto uno 
lícito, emplean como estrategia permanente y 
definida medios violentos o intimidatorios u 
otros ilícitos para el logro de aquel.

Se considera que esta redacción estaría permi-
tiendo la persecución penal de asociaciones, movi-
mientos sociales o grupos, especialmente ONG, que 
buscan cambios sociales y que utilizan los derechos 
de reunión y manifestación como medios de reivin-
dicación social. 

Más grave aún es cuando se observa que en el nu-
meral 3 se castiga a quienes sean directivos, promotores 
y financistas de la asociación ilícita. También se debe 
tener en cuenta que este tipo penal hace referencia a 
que la asociación haya sido constituida en el extranjero, 
lo cual podría afectar a las ONG internacionales que 
trabajan en Honduras.  

En este sentido, la Relatora de las Naciones Uni-
das sobre la situación de los defensores de los derechos 
humanos, en su informe de 2012, hizo notar que «con 
el argumento de proteger la soberanía nacional o los 
intereses nacionales, algunos Estados han promulgado 
legislación que proscribe a las asociaciones que trabajan 
en defensa de los derechos políticos o que participan 
en actividades políticas y reciben financiación de otros 
países».

La indeterminación del delito de asociaciones ilí-
citas, especialmente en el párrafo segundo del numeral 
1, hace que este sea incompatible con los estándares 
interamericanos, en particular el derecho a la libertad 
de asociación y de defender en forma individual y 
colectiva la protección y realización de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, y el ejercicio 
de estos derechos implica la posibilidad de promover 
y defender libre y efectivamente cualquier derecho.

Sobre esta materia, el artículo 13 de la Decla-
ración sobre los Defensores de Derechos Humanos 
establece que 

toda persona tiene derecho, individual o colec-
tivamente, a solicitar, recibir y utilizar recursos 
con el objeto expreso de promover y proteger 
por medios pacíficos, los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, en concordancia con 
el artículo 3 de la presente declaración.

El Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas, por su parte, ha manifestado su preocupación 
por el hecho de que «la legislación y otras medidas de 

42	 CIDH, Informe Anual 2005, Capítulo V, Las manifesta-
ciones públicas como ejercicio de la libertad de expresión 
y libertad de reunión, párr. 96.

43	 Artículo 331. Tendrán el carácter de ilícitas todas aquellas 
reuniones a las que concurran personas con armas, arte-
factos explosivos u objetos contundentes o de cualquier 
otro modo peligrosos, con el fin de cometer un delito. 
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seguridad nacional que regulan las organizaciones de la 
sociedad civil, se han utilizado indebidamente contra 
defensores de los derechos humanos o han obstaculi-
zado su labor y han puesto en peligro su seguridad en 
contravención del derecho internacional»44. 

En consecuencia, ha instado a los Estados a que 
su legislación penal contenga disposiciones claramente 
definidas acordes con el derecho internacional de los 
derechos humanos, incluyendo el principio de no 
discriminación, y que no sea utilizada para obstacu-
lizar ningún derecho humano como la libertad de 
expresión, de asociación y de reunión pacífica, los 
cuales son esenciales para la promoción y protección 
de otros derechos45.

Se recomienda, en consecuencia, suprimir el se-
gundo párrafo del inciso primero del artículo 556, porque 
la indeterminación de su redacción abre la posibilidad 
de criminalizar actividades realizadas por organiza-
ciones sociales que defienden los derechos humanos. 
Asimismo, se sugiere eliminar el inciso 2º, por cuanto 
no tiene relevancia ni contenido específico de tipicidad 
al señalar que las asociaciones hayan sido constituidas 
en el extranjero. 

También es importante suprimir del inciso 3º 
a los promotores y financistas, dado que esto podría 
permitir la penalización del financiamiento que se 
provee internacionalmente a asociaciones de defensa 
de los derechos humanos. Igualmente, los términos 
promotores y financistas de una asociación para delin-
quir violan el mandato de determinación, y son vagos 
e indefinidos. 

La CIDH ha destacado la importancia de que 
las tipificaciones y definiciones a nivel interno sean 
formuladas de manera precisa, y ha advertido que 
«la imprecisión facilita que los operadores de justicia 
realicen interpretaciones amplias, lo que trae como 
consecuencia que se sancionen conductas que no co-
rresponden con la gravedad y naturaleza del delito»46.

Finalmente, cabe precisar que la CIDH ha 
considerado excesivas las leyes «antiterroristas» que 
prohíben brindar «apoyo material» a organizaciones 
calificadas como terroristas. Estas leyes han sido 
utilizadas para impedir la labor de organizaciones de 
derechos humanos, que buscan proporcionar asistencia 
o asesoramiento especializado a grupos calificados por 
los Estados como terroristas, aun cuando la asistencia 
o asesoramiento se refiera a la defensa de sus derechos 
humanos47. En tal sentido, censuró la condena de una 
persona en aplicación de la Ley Patriota por la Corte 
Suprema de Justicia de Estados Unidos48, por realizar 
actividades pacíficas en virtud del derecho internacio-
nal humanitario, a favor de un grupo de Kurdistán 
considerado como «terrorista». 

11.3. Delitos contra el orden público
En cuanto a los delitos contra el orden público, 

se ve con preocupación la tipificación de los delitos de 
atentado y desobediencia.

El atentado es un delito a través de cuatro con-
ductas realizadas por el particular contra un funcio-
nario público: 

a.	 acomete contra la autoridad, funcionario 
o empleado público

b.	 o intimida gravemente,
c.	 hace resistencia activa grave o 
d.	 emplea la fuerza contra ellos.

El atentado tiene una pena de 3 a 6 años, que es 
desproporcionada y severa, y multa de 100 a 300 días.

Este delito puede ser considerado como una pe-
nalización de la protesta social, pues puede ser utilizado 
para criminalizar conductas como manifestaciones o 
reuniones pacíficas, que son disueltas ilegalmente o por 
el uso de la fuerza.  

El hecho de que se penalice la resistencia pa-
siva puede implicar, simplemente, que no se acaten 
disposiciones de orden administrativo, muchas veces 
emitidas en contravención del ordenamiento legal o 
con la intención de impedir el ejercicio de los derechos 
constitucionales, con lo cual se estaría criminalizando 
la protesta social. Así lo ha entendido la CIDH, que 

44	 ONU, Asamblea General, Consejo de Derechos Huma-
nos, A/HRC/RES/22/6, Protección de los defensores de los 
derechos humanos.

45	 Ídem.
46	 CIDH. Informe sobre la criminalización de defensores en las 

Américas, 2016, párr. 140.

47	 Ibíd., párr. 141.
48	 Holder v. Humanitarian Law Project, 561 U.S. 1 (2010).
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considera que la aplicación de prohibiciones penales a 
actos de mera desobediencia es una grave violación a 
los derechos garantizados en la Convención49.

En el mismo sentido puede entenderse que los 
actos de atentado pueden criminalizar las reacciones 
de defensa frente a actos violentos cometidos por la 
autoridad contra las personas en reivindicación o tutela 
de sus derechos legítimos; especialmente, cuando se 
trata de desalojos violentos. 

En virtud de lo anterior, se recomienda suprimir 
el delito de atentado, por su redacción inadecuada y 
contraria a la Convención, que puede servir exclusi-
vamente para criminalizar actos de protesta social. 

Igualmente, se considera que el delito de desobe-
diencia, que es un delito de recogida, por el cual se 
castigan los actos que, «sin estar comprendidos en el 
artículo anterior» (se refiere a los actos preparatorios 
de atentado), desobedecen gravemente a la autoridad, 
funcionarios o empleados públicos en el ejercicio de 
sus funciones.

Si bien las autoridades estatales pueden y deben 
impartir órdenes dentro de sus funciones, también 
es claro que el incumplimiento de estas órdenes debe 
tener una sanción, pero en los ámbitos administrativo, 
fiscal y civil. Es inadmisible que el simple incumpli-
miento de una orden de la autoridad del Estado sea un 
bien jurídico50.  

Se reconoce que es legítimo tipificar la desobe-
diencia, pero cuando esta sea emitida por orden de 
autoridad judicial. Por tal motivo, el delito del 573 
debe trasladarse a los delitos contra la administración de 
justicia, y debe exigirse que la desobediencia deba referirse 
a órdenes emitidas por juez en el legítimo ejercicio de su 
función jurisdiccional. 

Por su parte, la punición de los actos preparato-
rios de atentado constituye una intervención punitiva 
que no tiene justificación en un Estado democrático 
de derecho, pues ello implicaría, básicamente, penetrar 
en la esfera de la libertad ideológica de las personas.  
Hacer resistencia activa grave a las autoridades es un 
término sumamente vago e impreciso, que puede abrir 
la puerta al Estado para castigar todas las expresiones 
de disenso social. 

Dado que las penas que se colocan en este ar-
tículo son relativamente elevadas, de 3 a 6 años, que 
para el caso de los actos preparatorios quedaría en uno 
o dos años, por actos que pueden ser exclusivamente 
expresiones de pensamiento ideológico divergente, se 
recomienda suprimir del artículo 573 la punición de los 
actos preparatorios.

11.4. Delitos comprendidos en el capítulo 
de desórdenes públicos 

El artículo 575 del PCPH tipifica el delito de 
desórdenes públicos así: «quien mediante actos de 
violencia o intimidación atemoriza a una población 
o parte de ella». Ante una tipificación tan vaga e im-
precisa, cabe aplicar lo que ha dicho la CIDH sobre 
el delito de terrorismo:

Existe la tendencia actual en muchos países de 
asimilar a las y los defensores de derechos hu-
manos, así como a los movimientos de protesta 
social con grupos terroristas o subversivos. Tales 
procesos de criminalización serían posibles debi-
do a que las definiciones de los tipos penales que 
castigan conductas relacionadas al terrorismo 
son excesivamente vagas o imprecisas, dejando 
amplio margen de discrecionalidad a las y los 
operadores de justicia, quienes harían uso de 
estos tipos penales en contra de defensoras y 
defensores con el fin de procesarlos y así limitar 
sus actividades de promoción y defensa de los 
derechos humanos51.

En el mismo sentido, un tipo penal con esta 
indefinición hace realidad las preocupaciones expre-
sadas por la Alta Comisionada de Derechos Humanos 
en el sentido de que parece haber un patrón en el 
cual, frente a la defensa de los derechos humanos en 
el contexto de explotación de recursos naturales, se 
accionan procesos penales ante las fiscalías locales. Se 
utilizan tipos penales desproporcionados a los hechos 
denunciados, tales como asociación ilícita, terrorismo 
o secuestro, los cuales corresponden a la lógica del 

49	 CIDH. Informe sobre criminalización de la protesta social, 
párr. 130.

50	 ZAFARONI, R.E., op. cit., p. 28.
51	 CIDH. Informe sobre criminalización de defensoras y defen-

sores de derechos humanos, 2016, parr. 139.
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combate al crimen organizado, y no al abordaje de la 
demanda de los movimientos sociales52.

Una figura penal con estos elementos, sin duda, 
fácilmente podría ser utilizada para criminalizar la 
protesta social, especialmente las manifestaciones o 
expresiones de lucha de los movimientos sociales, de 
grupos u ONG afines. Por tal motivo, se recomienda 
derogar este artículo en cuanto al inciso 1. 

En el inciso 2 del art. 575 se establece como 
delito la difusión pública de noticias o rumores falsos 
que atemoricen a la población o parte de ésta, y de 
este modo se cree peligro para la vida, la salud de las 
personas y el patrimonio.

Este delito —con penas de 1 a 3 años—, debe 
suprimirse porque claramente está dirigido a crimi-
nalizar la libertad de expresión. Su vaguedad facilita 
que pueda ser utilizado para perseguir a dirigentes de 
grupos u organizaciones que defienden los derechos 
humanos. En una sociedad democrática, las entidades 
y funcionarios del Estado deben estar expuestos al 
escrutinio y a la crítica, y por ello sus actividades se 
insertan en la esfera del debate público. 

En tal sentido, la Comisión ha establecido que 
«[e]l tipo de debate político a que da lugar el derecho 
a la libertad de expresión generará inevitablemente 
ciertos discursos críticos o incluso ofensivos para 
quienes ocupan cargos públicos o están íntimamente 
vinculados a la formulación de la política pública»53.

Por ello no cabe penalizar aquellos discursos o 
comentarios que «atemoricen a la población o parte 
de ésta», pues es una forma de penalizar el discurso 
político o la libertad de expresión. Como ha indicado 
la CIDH, corresponde tener en cuenta que el derecho 
a la libertad de expresión no es un derecho más sino, 
en todo caso, uno de los primeros y más importantes 
fundamentos de toda la estructura democrática: el 
socavamiento de la libertad de expresión afecta direc-

tamente al nervio principal del sistema democrático.
En conclusión, por ser contrario al derecho a la 

libertad de expresión, se sugiere suprimir el párrafo 2 
del artículo 575.

11.5. Delito de perturbación del orden
En este artículo se castiga la perturbación del 

orden público, a través de obstaculizar las vías públi-
cas con peligro grave para quienes circulan en ellas o 
invadiendo instalaciones o edificios. Se establece una 
pena de 1 a 3 años y multa de 100 a 200 días.

Este delito, al igual que el contenido en el 579 
(impedimento de tránsito a equipos de socorro a cen-
tros asistenciales), está orientado a impedir el legítimo 
ejercicio del derecho de reunión y manifestación. Estos 
artículos no satisfacen el estándar de la Corte Intera-
mericana, que establece la necesidad de comprobar que 
dicha limitación (la penalización) satisface un interés 
público imperativo necesario para el funcionamiento 
de una sociedad democrática.

La Comisión ha indicado que al momento de 
hacer un balance sobre el derecho de tránsito y el de-
recho de reunión, «el libre flujo del tránsito no debería 
tener prioridad automáticamente sobre la libertad de 
reunión pacífica»54.

La Comisión ha indicado que, naturalmente, las 
huelgas, los cortes de ruta, el copamiento del espacio 
público, e incluso los disturbios que se puedan presen-
tar en las protestas sociales, pueden generar molestias o 
incluso daños que es necesario prevenir y reparar. Sin 
embargo, los límites desproporcionados de la protesta, 
en particular cuando se trata de grupos que no tienen 
otra forma de expresarse públicamente, comprometen 
seriamente el derecho a la libertad de expresión.

En tal sentido, la CIDH ha manifestado su pre-
ocupación sobre la existencia de disposiciones penales 
que convierten en actos criminales la simple partici-
pación en una protesta, los cortes de ruta (a cualquier 
hora y de cualquier tipo) o los actos de desorden que, 
en realidad, en sí mismos, no afectan bienes como la 
vida, la seguridad o la libertad de las personas55.

52	 Declaración final de la visita a Guatemala de la Alta 
Comisionada Adjunta de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, Flavia Pansieri, 2 de mayo 2014.

53	 CIDH, Informe Anual 1994. Capítulo V: Informe sobre 
la Compatibilidad entre las Leyes de Desacato y la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos. Título III 
Apartado B. OEA/Ser. L/V/II.88. doc. 9 rev. 17 de febrero 
de 1995.

54	 CIDH. Informe sobre la criminalización de las defensores y 
defensores, parr. 126.

55	 Ibíd.



D
eb

at
e 

ju
ri

sd
ic

ci
o

na
l

51Justicia ǀ Febrero 2017

Este tipo penal se configura en el proyecto de 
CPH de la manera siguiente:

Artículo 576. Perturbación del orden.
1.	 Quienes actuando en grupo perturban el or-

den público, causando lesiones a las personas, 
produciendo daños, obstaculizando las vías 
públicas con peligro grave para quienes por 
ellas circulan, o invadiendo instalaciones o 
edificios, deben ser castigados con las penas 
de prisión de uno (1) a tres (3) años y multa 
de cien (100) a doscientos (200) días, sin 
perjuicio de las penas que corresponda por 
los otros delitos cometidos con ocasión de la 
perturbación.

Como se observa, en su redacción actual, el 
delito no contempla estos elementos para todos los 
supuestos, pues los resultados son varios:

•	 Causar lesiones,
•	 obstaculizar las vías púbicas con peligro 

grave para quienes circulan en ellas,
•	 invadiendo instalaciones.

No se exige en todos los casos peligro para la 
vida o integridad de las personas, pues no es definido 
el peligro grave que se indica en el tipo penal, cuando 
se refiere a la obstaculización de las vías de tránsito. De-
bido a su ambigua redacción, el delito debe ser suprimido. 

Igualmente, el delito de impedimento de tránsito 
a equipos de socorro o a centros de asistencia, solo 
quedaría justificado cuando se imposibilite el acceso a 
centros de asistencia, pero debe agregarse que cuando 
ello coloque en grave riesgo la vida o salud de las perso-
nas. De lo contrario, sería una simple criminalización 
de la protesta social.

11.6. Delito de terrorismo
En el capítulo del terrorismo se presenta un tipo 

penal, en el artículo 587, que se define como asociación 
terrorista. 

En este se tipifica como terrorista las asociaciones 
constituidas por dos o más personas. En términos 
generales, los tratados internacionales contemplan 

que sean cuando menos tres los integrantes de una 
organización, por lo cual esta es una primera violación. 
Luego se tipifica que la asociación terrorista debe tener 
carácter permanente, o transitorio, para las siguientes 
finalidades:

•	 Subvertir el orden constitucional
•	 Alterar gravemente la paz pública 
•	 Provocar un estado de terror en la pobla-

ción o parte de ella. 

La Corte Interamericana ha establecido que en 
la regulación de dichos tipos penales, el principio de 
legalidad impone una necesaria distinción entre estos 
delitos y los tipos penales ordinarios, de forma que 
tanto toda persona como el juez penal, cuenten con su-
ficientes elementos jurídicos para prever si una conducta 
es sancionable bajo uno u otro tipo penal; esto reviste 
importancia toda vez que los tipos penales de terrorismo 
prevén la imposición de penas privativas de libertad 
más graves, así como penas accesorias e inhabilitaciones 
con efectos importantes respecto del ejercicio de otros 
derechos fundamentales56.

En el presente caso, se observa que el tipo penal 
contempla una formulación muy vaga, pues si bien exige 
como conducta cometer algún delito, las finalidades son 
muy imprecisas. En este sentido, adolece de los mismos 
defectos de la asociación para delinquir, con el agravante 
de que sus finalidades son indeterminadas.

La Corte IDH, en el caso Pueblo Mapuche vs. 
Chile, ya se manifestó en el sentido de que los tipos 
penales que contemplan fines como que «se cometa 
con la finalidad de producir en la población o en una 
parta de ella el temor», constituyen una violación al 
principio de legalidad y, por tanto, son contrarios al 
artículo 9 de la Convención.

Asimismo, las otras dos finalidades —alterar 
gravemente la paz pública o subvertir el orden cons-
titucional—, no tienen ningún anclaje objetivo que 
pueda identificar un bien jurídico tutelado y, sobre 
todo, las conductas previsibles. Por tal motivo, se debe 
modificar o suprimir este artículo. 

56	 Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, 
miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo 
de 2014. Serie C No. 279, párr. 163.
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Las penas que se prevén son de dos tipos:
a)	 Cuando se trata de directivos, promotores 

o financistas de los grupos delictivos (7 a 
15 años).

b)	 Por ser simples integrantes de la asociación 
(5 a 7 años).

Estas penas son extremadamente altas, además 
de que no son claras en cuanto a las conductas pre-
vistas.

En el artículo 588 se establece el delito de 
colaboración sin pertenencia, el cual podría ser una 
concreción más clara de las conductas prohibidas, pero 
que tiene una penalización de 3 a 5 años.

Finalmente, en el artículo 590 se establece la 
agravación de las penas «en todos los delitos graves», 
lo cual deja indeterminado qué se entiende por «delitos 
graves», y ante todo que sean cometidos con la «fina-
lidad terrorista», lo cual agrava la pena en un tercio.

Debido a la vaguedad del término con finalidad 
terrorista, este delito resulta inaplicable. 

En el artículo 593 se contempla el delito de 
ciberterrorismo o terrorismo electrónico, donde se 
prevé como delito acceder a un sistema informático 
de la administración pública del Estado, de servicios 
de carácter estatal, para causar miedo o terror en la 
población.

Este delito es similar al contemplado en el artículo 
397, por lo que debe quedar únicamente aquel, y eliminar 
la referencia al elemento de «causar terror».   

12.	Otros tipos penales que también 
criminalizan la protesta social

12.1. Artículo 377. Usurpación
1.	 Quien, con violencia o intimidación en las 

personas, ocupa un bien inmueble o usurpa 
un derecho real inmobiliario ajeno, debe ser 
castigado con la pena de prisión de tres (3) a 
cinco (5) años, sin perjuicio de la imposición 
de las penas que correspondan por la violencia 
ejercida. 

2.	Quien ocupare, desautorizadamente, un 
inmueble, vivienda o edificio ajeno que no 
constituya morada, debe ser castigado con la 
pena de prisión de uno (1) a tres (3) años.

Históricamente, este tipo penal ha sido utiliza-
do para criminalizar los movimientos campesinos y 
sociales en sus reivindicaciones o luchas por la tierra. 
La redacción actual tiene mayor alcance en cuanto a 
la configuración de sus elementos típicos, al incluir la 
noción de «edificio ajeno que no constituya morada». 

Se recomienda que este tipo penal se revise, y que se 
establezca que la solución de estas ocupaciones se resuelva 
mediante el trámite que se establece en el último párrafo 
del artículo 54 del Código Procesal Penal; es decir, que 
la disputa de propiedad se dirima en la jurisdicción 
de lo civil:

No obstante lo anterior, los litigios referentes a la 
determinación del estado civil de las personas, al 
derecho de propiedad en el caso de usurpación y 
las relacionadas con la naturaleza fraudulenta o 
culposa de la quiebra, sólo podrán ser resueltas 
por los tribunales civiles57.

Se considera que el elemento de ocupar un edi-
ficio ajeno es muy vago, es decir abierto, y puede dar 
lugar a la criminalización de la protesta. Se recomienda 
que se suprima o se establezca: “quien ocupare un edificio 
ajeno con ánimo de apropiación».

 
12.2. Artículo 378. Daños
Quien utiliza o causa daños a cosa ajena, no 
comprendidos en otras disposiciones de este 
Código, debe ser castigado con las penas de 
prisión de seis (6) meses a un (1) año y multa de 
ciento ochenta (180) a setecientos veinte (720) 
días si la cuantía del daño excede de cinco mil 
(L 5.000) lempiras.

La redacción de los elementos de este delito, es 
lo que en la doctrina se conoce como un tipo penal 
abierto, en el cual cabe un gran número de conductas, 
y que podría dar lugar a que se aplicara para frenar o 
criminalizar la protesta social, especialmente las mo-
vilizaciones populares, atribuyendo a sus participantes 
o dirigentes daños que supuestamente se causaron a 
determinados bienes inmuebles o muebles. Se reco-
mienda que este tipo penal desaparezca. 

57	 Artículo 54 Código Procesal Penal. 
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12.3. Artículo 382. Daños a 
infraestructuras o equipamientos

1.	 Quien destruye, deteriora, inutiliza o daña 
edificios, establecimientos, instalaciones, 
embarcaciones, aeronaves, equipamiento, 
material u otros recursos militares, policiales 
o de cuerpos de seguridad del Estado, debe 
ser castigado con la pena de prisión de tres (3) 
a seis (6) años y multa de trescientos (300) a 
mil (1000) días si la cuantía del daño excede 
de cinco mil lempiras (L 5.000) y si no sobre-
pasa dicha cuantía, con prisión de dos (2) a 
cinco (5) años y multa de trescientos (300) a 
quinientos (500) días, salvo que el hecho esté 
castigado con mayor pena en otra disposición 
de este Código.

Este tipo penal es recurrente en cuanto a la 
afectación o daño que se pueda causar a edificios, 
establecimientos, instalaciones, aeronaves, etc.; y si 
por algo se distingue, es por incorporar los elementos 
de los daños a «recursos militares, policiales o de 
cuerpos de seguridad del Estado», que parece ser su 
elemento típico principal. En concreto, nos parece que 
el tipo penal criminaliza la eventual protesta social 
en la que puedan generarse enfrentamientos entre 
los manifestantes y cuerpos de seguridad y militares, 
de los cuales podría resultar algún daño a «recursos” 
militares o policiales.

12.4. Artículo 534. Sedición
Deben ser castigados con la pena de prisión de 
tres (3) a cinco (5) años e inhabilitación especial 
para cargo u oficio público por tiempo de cinco 
(5) a diez (10) años, quienes, sin las finalidades 
comprendidas en el delito de rebelión, se alzan en 
armas para impedir la aprobación o aplicación de 

las Leyes, o a cualquier autoridad, o funcionario 
o empleado público el legítimo ejercicio de sus 
funciones, el cumplimiento de sus acuerdos o 
resoluciones, o para obligarles a realizar un acto 
propio de sus funciones.

Esta figura penal es de carácter amplio y se aleja 
del tipo esencialmente político de este delito, especial-
mente de que su finalidad sea la de alterar o subvertir 
el orden constitucional. Recientemente, con el Código 
Penal vigente, se aplicó este tipo penal a las protestas 
estudiantiles en la Universidad Nacional, razón por 
la cual la Oficina del Alto Comisionado de DDHH 
en Honduras expreso su preocupación58. De igual 
modo, en su Informe sobre Honduras de 2010, el Alto 
Comisionado expresó en una de sus recomendaciones:

Además, se recomienda enérgicamente que se 
adopten las medidas siguientes para hacer frente de 
manera apropiada a los problemas estructurales:

a)	Revisar o derogar la legislación nacional in-
compatible con las normas internacionales, 
en particular las disposiciones relativas a los 
delitos de sedición y manifestación ilícita, la 
libertad de expresión, los derechos políticos 
y electorales, la tortura, la independencia del 
poder judicial, la Ley de policía y convivencia 
social, y la Ley de estado de sitio59.

En concreto, se recomienda que la redacción de 
este tipo penal se circunscriba a los elementos típicos 
que le caracterizan; es decir, de un delito grave que 
atenta o pretende subvertir el orden constitucional, 
eliminando los elementos de carácter general que pre-
senta el proyecto actual, y que podrían terminar siendo 
utilizados para criminalizar la protesta social.

58	 Comunicado de prensa. «Preocupa la judicialización de 
la protesta estudiantil en la UNAH», 4 de julio de 2016. 
https://honduprensa.wordpress.com/2016/07/06/alto-
comisionado-para-los-ddhh-en-honduras-preocupa-la-
judicializacion-de-la-protesta-estudiantil-de-la-unah/

59	 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos sobre las violaciones de los 
derechos humanos en Honduras desde el golpe de Estado 
de 28 de junio de 2009, parr. 85.
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Sentencia que declara
la inconstitucionalidad parcial

del primer párrafo del artículo 22
de la Ley del Ministerio Público

(invalidando la participación de la Alianza por la Paz y la 
Justicia en la Junta Proponente  para la elección del Fiscal 

General de la República)
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NOTA INTRODUCTORIA

La sentencia que incluimos en esta sección reviste una importancia particular, 
pues en esta se declara la inconstitucionalidad de la reforma del artículo 
22 de la Ley del Ministerio Público que, mediante adición, incluía como 

representante en la Junta Proponente, facultada para remitir al Congreso Nacional 
la nómina de candidatos para la elección del Fiscal General y el Adjunto, a “un 
representante de las organizaciones que integran la Alianza por la Paz y la 
Justicia” (APJ). En ese momento se argumentó que la presencia o integración 
de la APJ en ese organismo era, y así debía entenderse, en representación de las 
organizaciones de sociedad civil de Honduras. 

Contra esa decisión del legislador —desde todo punto de vista sesgada 
políticamente—, la naciente Coalición contra la Impunidad interpuso, a través 
de los representantes de 15 organizaciones de sociedad civil, un recurso de in-
constitucionalidad contra el decreto 158-2013, que reformaba el artículo 22 de la 
Ley del Ministerio Público, por considerarlo violatorio del principio de igualdad 
contenido en el artículo 60 de la Constitución de la República, así como de los 
artículos 23 y 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y el 26 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Se argumentaba en el escrito que la referida reforma limitaba a los recurrentes 
a participar en la elección del Fiscal General de la República y el Fiscal General 
Adjunto, lo que les acarreaba consecuencias directas en el ejercicio de sus derechos 
fundamentales. Y que, al excluir a un sector de organizaciones de sociedad civil, se 
estaría materializando en contra de ellas un acto de discriminación al impedirles el 
ejercicio, en condiciones de igualdad, del derecho de participación en asuntos de 
interés público como lo es el proceso de selección y nombramiento de los Fiscales 
que rectoran el Ministerio Público. 

Desafortunadamente, el recurso que se interpuso el 14 de agosto de 2013 
no fue resuelto oportunamente, y el 01 de septiembre de ese año el Congreso 
Nacional procedió a elegir a los actuales Fiscales Generales. Fue hasta finales de 
noviembre de 2016, que la Sala Constitucional resolvió favorablemente el recurso; 
no obstante, en una futura elección de estas autoridades se tendrá que imponer 
la inconstitucionalidad de la norma en cuestión, y proceder a una nueva reforma 
de la Ley del Ministerio Público. 

De cualquier forma, lograr la inconstitucionalidad de este decreto demuestra 
la importancia del litigio de todas las cuestiones que tienen que ver con derechos 
fundamentales y garantías constitucionales. Así las cosas, y para que quede cons-
tancia, hay que reivindicar lo que se ha resuelto:
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«Por todo lo anteriormente expuesto esta Sala Declara la inconstituciona-
lidad parcial de la parte final del primer párrafo del artículo 22 de la Ley del 
Ministerio Público, debiendo ser expulsado de la norma, misma que dispone: “y 
un representante de las organizaciones que integran la Alianza por la Paz 
y Justicia”, por contravenir restringir y menoscabar la normativa constitucional 
y tratados internacionales suscritos por Honduras, en los artículos supra indica-
dos. POR TANTO: La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
en nombre del Estado de Honduras, como intérprete último y definitivo de la 
Constitución de la República, oído el parecer del Fiscal, por UNANIMIDAD DE 

VOTOS, haciendo aplicación de los artículos 1, 23.1 incisos a) y c) 8, 23.2 y 25 de 
la Convención Americana Sobre Derechos Humanos; 3, 25 incisos a) y c) y 26 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;….. FALLA: 1) DECLA-

RANDO INCONSTITUCIONAL PARCIALMENTE, POR RAZÓN DE CONTENIDO 

LA PARTE FINAL DEL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO VEINTIDÓS (22), DEL 

DECRETO No. 158-2013, que contiene las reformas al artículo 22 de la LEY 

DEL MINISTERIO PÚBLICO, emitido por el Congreso Nacional de la República, 
en fecha treinta y uno de julio del año dos mil trece, y publicado en el diario ofi-
cial “LA GACETA” No. 33,194, en fecha cinco de agosto del año dos mil trece»1.

1	 El texto entrecomillado, con negrillas y mayúsculas, es conforme al original. 
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“CERTIFICACIÓN: El Infrascrito Secretario de la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia CERTIFICA: La Sentencia que literalmente dice: “CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA DE LO CONSTITUCIONAL. Tegucigalpa, Municipio del Distrito Central, a los veintidós 
días del mes de Noviembre del dos mil dieciséis. VISTO: Para dictar Sentencia en el Recurso de 
Inconstitucionalidad interpuesto por vía de acción, por razón de contenido y de forma parcial, 
por los Señores JOSE IRENE HERNANDEZ en su condición de representante de la ASOCIACIÓN 

INTERMUNICIPAL DE DESARROLLO Y VIGILANCIA SOCIAL DE HONDURAS (AIDEVISH); 

LUIS ALONSO CHEVEZ, en su condición de representante de la CONVERGENCIA POR LOS 

DERECHOS HUMANOS DE LA ZONA NOR OCCIDENTAL; CAROLINA SIERRA, en su condición 
de representante del FORO DE MUJERES POR LA VIDA; VICTOR FERNANDEZ GUZMAN, en 
su condición de representante del MOVIMIENTO AMPLIO POR LA DIGNIDAD Y LA JUSTICIA 

(MADJ); ISMAEL MORENO, en su condición de representante del EQUIPO DE REFLEXIÓN, 

INVESTIGACIÓN Y COMUNICACIÓN; ARNALDO RODRIGUEZ DUARTE, en su condición de 
representante del COMITÉ POR LA LIBRE EXPRESIÓN C-LIBRE; PREFERIDA SUYAPA MAR-

TINEZ AMADOR, en su condición de representante del CENTRO DE ESTUDIOS DE LA MUJER 

HONDUREÑA (CEM-H); MANDELL TOM PANDY YATES, en su condición de representante de la 
ASOCIACIÓN DE JUECES POR LA DEMOCRACIA (AJD); GILDA MARIA RIVERA, en su condi-
ción de representante del CENTRO DE DERECHOS DE MUJERES (CDM); LEO JOSÉ RODRIGO 

VALLADARES LANZA, en su condición de representante legal de la ASOCIACIÓN PARA UNA 

CIUDADANÍA PARTICIPATIVA (ACI-PARTICIPA); MATIAS EDILBERTO SAUCEDA MONCADA, 
en su condición de representante del CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y PROMOCIÓN DE DERE-

CHOS HUMANOS (CIPRODEH); YESSICA YAMILETH TRINIDAD ELVIR, en su condición de 
representante de la RED NACIONAL DE DEFENSORAS; MARIA AMALIA REYES CARTAGENA, 
en su condición de representante de la RED DE MUJERES UNIDAS DE COLONIA “RAMÓN 

AMAYA AMADOR”; BERTA OTILIA OLIVA GUIFARRO, en su condición de representante del 
COMITÉ DE FAMILIARES DE DETENIDOS DESAPARECIDOS DE HONDURAS (COFADEH), 
para que se declare la Inconstitucionalidad, de la parte final del párrafo primero del artículo 
22 reformado de la Ley del Ministerio Público, contenido en el Decreto Legislativo No. 158-
2013 de fecha treinta y uno de julio del año dos mil trece y publicado en el Diario Oficial 
“La Gaceta” número 33,194 de fecha cinco de agosto del año dos mil trece; por considerar 
los recurrentes que la norma impugnada infringe disposiciones contenidas en la Constitución 
de la República, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. A N T E C E D E N T E. 1) Que en fecha catorce de agosto del 
año dos mil trece, comparecieron ante esta Sala de lo Constitucional, los Señores JOSE IRENE 

HERNANDEZ en su condición de representante de la ASOCIACIÓN INTERMUNICIPAL DE 

DESARROLLO Y VIGILANCIA SOCIAL DE HONDURAS (AIDEVISH); LUIS ALONSO CHEVEZ, 
en su condición de representante de la CONVERGENCIA POR LOS DERECHOS HUMANOS DE 

LA ZONA NOR OCCIDENTAL; CAROLINA SIERRA, en su condición de representante del FORO 

DE MUJERES POR LA VIDA; VICTOR FERNANDEZ GUZMAN, en su condición de representante 



60

In
fo

rm
e 

es
p

ec
ia

l

Justicia ǀ Febrero 2017

del MOVIMIENTO AMPLIO POR LA DIGNIDAD Y LA JUSTICIA (MADJ); ISMAEL MORENO, en 
su condición de representante del EQUIPO DE REFLEXIÓN, INVESTIGACIÓN Y COMUNICA-

CIÓN; ARNALDO RODRIGUEZ DUARTE, en su condición de representante del COMITÉ POR 

LA LIBRE EXPRESIÓN C-LIBRE; PREFERIDA SUYAPA MARTINEZ AMADOR, en su condición 
de representante del CENTRO DE ESTUDIOS DE LA MUJER HONDUREÑA (CEM-H); MAN-

DELL TOM PANDY YATES, en su condición de representante de la ASOCIACIÓN DE JUECES 

POR LA DEMOCRACIA (AJD); GILDA MARIA RIVERA, en su condición de representante del 
CENTRO DE DERECHOS DE MUJERES (CDM); LEO JOSÉ RODRIGO VALLADARES LANZA, 
en su condición de representante legal de la ASOCIACIÓN PARA UNA CIUDADANÍA PARTI-

CIPATIVA (ACI-PARTICIPA); MATIAS EDILBERTO SAUCEDA MONCADA, en su condición de 
representante del CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y PROMOCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

(CIPRODEH); YESSICA YAMILETH TRINIDAD ELVIR, en su condición de representante de la 
RED NACIONAL DE DEFENSORAS; MARIA AMALIA REYES CARTAGENA, en su condición de 
representante de la RED DE MUJERES UNIDAS DE COLONIA “RAMÓN AMAYA AMADOR”; 

BERTA OTILIA OLIVA GUIFARRO, en su condición de representante del COMITÉ DE FAMILIA-

RES DE DETENIDOS DESAPARECIDOS DE HONDURAS (COFADEH), promoviendo Acción de 
Inconstitucionalidad, por razón de contenido, de manera parcial, contra la reforma del artículo 
22 de la Ley del Ministerio Público, para que se declare la Inconstitucionalidad de la parte final 
del párrafo primero del artículo 22 de la Ley del Ministerio Público, contenido en el Decreto 
Legislativo No. 158-2013 de fecha treinta y uno de julio de dos mil trece y publicado en el 
Diario Oficial La Gaceta número 33,194 de fecha cinco de agosto del año dos mil trece; por 
considerar los recurrentes que la norma impugnada infringe el precepto constitucional contenido 
en el artículo 60, de la Constitución de la República, en relación con los artículos 23.1 literales 
a) y c) y 23.2 ambos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 3 en 
relación con los artículos 25 literales a) y c) y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. 2) Que en fecha veintidós de agosto del año dos mil trece, este Alto Tribunal, dictó 
providencia mediante la cual dispuso admitir el Recurso de Inconstitucionalidad relacionado 
y en virtud de haber indicado los recurrentes que el presente recurso va dirigido al contenido 
del citado artículo, se omitió el libramiento de la comunicación al Congreso Nacional de la 
República y ordenando dar traslado de los antecedentes al Fiscal del Despacho por el término 
de seis (06) días hábiles, para que emitiese el correspondiente dictamen.

3) Que en fecha diecisiete de septiembre de dos mil trece, esta Sala de lo Constitucional 
tuvo por abstenido de emitir dictamen el Fiscal del Ministerio del Ministerio Público, asig-
nado al Despacho, el Abogado MARIO RENE ALBERTO ALONZO, por las razones expuestas, 
ordenando continuar con el trámite de ley respectivo, con fundamento en el artículo 37 de 
la Ley del Ministerio Público. CONSIDERANDO (1): Que en fecha catorce de agosto del año 
dos mil trece, comparecieron ante esta Sala de lo Constitucional, los Señores JOSE IRENE 

HERNANDEZ en su condición de representante de la ASOCIACIÓN INTERMUNICIPAL DE 

DESARROLLO Y VIGILANCIA SOCIAL DE HONDURAS (AIDEVISH); LUIS ALONSO CHEVEZ, 
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en su condición de representante de la CONVERGENCIA POR LOS DERECHOS HUMANOS DE 

LA ZONA NOR OCCIDENTAL; CAROLINA SIERRA, en su condición de representante del FORO 

DE MUJERES POR LA VIDA; VICTOR FERNANDEZ GUZMAN, en su condición de representante 
del MOVIMIENTO AMPLIO POR LA DIGNIDAD Y LA JUSTICIA (MADJ); ISMAEL MORENO, en 
su condición de representante del EQUIPO DE REFLEXIÓN, INVESTIGACIÓN Y COMUNICA-

CIÓN; ARNALDO RODRIGUEZ DUARTE, en su condición de representante del COMITÉ POR 

LA LIBRE EXPRESIÓN C-LIBRE; PREFERIDA SUYAPA MARTINEZ AMADOR, en su condición 
de representante del CENTRO DE ESTUDIOS DE LA MUJER HONDUREÑA (CEM-H); MAN-

DELL TOM PANDY YATES, en su condición de representante de la ASOCIACIÓN DE JUECES 

POR LA DEMOCRACIA (AJD); GILDA MARIA RIVERA, en su condición de representante del 
CENTRO DE DERECHOS DE MUJERES (CDM); LEO JOSÉ RODRIGO VALLADARES LANZA, 
en su condición de representante legal de la ASOCIACIÓN PARA UNA CIUDADANÍA PARTI-

CIPATIVA (ACI-PARTICIPA); MATIAS EDILBERTO SAUCEDA MONCADA, en su condición de 
representante del CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y PROMOCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

(CIPRODEH); YESSICA YAMILETH TRINIDAD ELVIR, en su condición de representante de la 
RED NACIONAL DE DEFENSORAS; MARIA AMALIA REYES CARTAGENA, en su condición de 
representante de la RED DE MUJERES UNIDAS DE COLONIA “RAMÓN AMAYA AMADOR”; 

BERTA OTILIA OLIVA GUIFARRO, en su condición de representante del COMITÉ DE FAMILIA-

RES DE DETENIDOS DESAPARECIDOS DE HONDURAS (COFADEH), interponiendo Acción 
de Inconstitucionalita por vía de acción, por razón de contenido y de manera parcial, contra 
la parte final del párrafo primero del artículo 22 reformado de la Ley del Ministerio Público, 
contenido en el DECRETO LEGISLATIVO No. 158-2013, de fecha treinta y uno de julio del 
año dos mil trece y publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 33,194 de fecha cinco de 
agosto del año dos mil trece, por considerar que el mismo infringe el precepto constitucional 
contenido en el artículo 60, de la Constitución de la República, en relación con los artículos 
23.1 literales a) y c) y 23.2 ambos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
artículo 3 en relación con los artículos 25 literales a) y c) y 26 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos. CONSIDERANDO (2): Que los impetrantes en esta vía constitucional, 
explican el interés directo, personal y legítimo que motiva la acción promovida, exponiendo 
que en la reforma al artículo 22 de la Ley del Ministerio Público, se incluyó en la Junta propo-
nente, facultada para remitir al Congreso Nacional la nómina de candidatos para la elección 
del Fiscal General y el Adjunto, a “un representante de las organizaciones que integran la 
Alianza por la Paz y la Justicia” (lo resaltado es de los recurrentes), que según lo publican 
en su página web (www.pazyjusticiahonduras.com), son una agrupación de organizaciones no 
gubernamentales, sindicatos de trabajadores, iglesias católica y evangélica, empresas privadas, 
universidades, sociedad civil y más, que vela porque el proceso de reforma del sistema de segu-
ridad pública y de justicia se realice efectivamente y lucha por mejorar la seguridad ciudadana. 
Continúan exponiendo los recurrentes que según pronunciamiento público de fecha ocho de 
julio del presente año, en esta agrupación convergen las siguientes organizaciones: Alianza 
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Cristiana por el Diálogo y el Desarrollo - Asociación de Organismos No Gubernamentales 
(ASONOG) – Asociación para una Sociedad más Justa (ASJ) -Centro de Documentación de 
Honduras (CEDOH) – Comunidad Cristiana de Liderazgo (CCL) – Confraternidad Evangélica 
de Honduras – Coordinadora de Instituciones Privadas Pro las Niñas, Niños, Adolescentes, 
Jóvenes y sus Derechos (COIPRODEN) – Federación de Organizaciones No Gubernamentales 
para el Desarrollo de Honduras (FOPRIDEH) – Fundación Alfredo Landaverde – Grupo So-
ciedad Civil (GSC) – Moskitia Pawisa Apiska (MOPAWI) – Pastoral Social Cáritas de Honduras 
-Proyecto Aldea Global – Transformemos Honduras (TH) -Universidad Nacional Autónoma 
de Honduras (UNAH) – Visión Mundial de Honduras (VMH).

CONSIDERANDO (3): Que la Constitución de la República establece el control directo 
de la constitucionalidad de las leyes, al declarar que quien tenga un interés directo, personal y 
legítimo puede interponer por vía de acción ante la Honorable Corte Suprema de Justicia la 
garantía de inconstitucionalidad, contra una ley que considere ser contraria a la norma funda-
mental; determinando que la sentencia en que se declare la inconstitucionalidad de una norma, 
será objeto de ejecución inmediata, tendrá efectos generales y, por lo tanto, derogará dicha 
norma. CONSIDERANDO (4): Que la declaración de inconstitucionalidad de una norma y su 
inaplicabilidad, podrá solicitarse, por quien se considere lesionado en su interés directo, perso-
nal y legítimo. En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia, actuando por medio de la Sala de 
lo Constitucional, estima legitimados a los impetrantes, ya que por su condición de Represen-
tantes de diferentes organizaciones de sociedad civil, pertenecientes a la Coalición contra la 
Impunidad, la norma secundaria que acusan de inconstitucional, les limita a participar en la 
elección del Fiscal General de la República y el Fiscal General Adjunto, lo que les acarrea con-
secuencias directas en el ejercicio de sus derechos fundamentales. CONSIDERANDO (5): Que 
en la exposición de los motivos que invocan a efecto que se solicite la inconstitucionalidad de 
la última parte del primer párrafo del artículo 22 de la Ley del Ministerio Público, los pedido-
res sostienen que esta inclusión de la Alianza por la Paz y la justicia en la Junta proponente 
excluye a su vez a numerosas organizaciones de sociedad civil y del movimiento social y orga-
nizado de nuestro país entre las que se encuentran las que conforman la Coalición contra la 
Impunidad, por lo que resulta claro el interés directo, personal y legitimo arguyen; asimismo 
expresan, que si se realiza la elección del Fiscal General y el Adjunto de una nómina enviada 
al Congreso Nacional por una Junta Proponente que excluye a un sector de organizaciones de 
sociedad civil, dentro del cual se encuentran las recurrentes, se estaría materializando en contra 
de ellas un acto de discriminación, al impedirles el ejercicio en condiciones de igualdad, del 
derecho de participación en asuntos de interés público como lo es el proceso de selección y 
nombramiento de los Fiscales aludidos. CONSIDERANDO (6): Que estiman las recurrentes que 
la reforma al artículo 22 de la Ley del Ministerio Público que excluye a varias organizaciones 
de sociedad civil de participación en la Junta Proponente que enviará al Congreso Nacional la 
nómina de cinco candidatos (as) para elegir al Fiscal General y al Adjunto del Ministerio Pú-
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blico, infringe el artículo 60 de la Constitución de la República que señala: “Todos los hombres 
nacen libres e iguales en derechos. En Honduras no hay clases privilegiadas. Todos los 
hondureños son iguales ante la Ley. Se declara punible toda discriminación por motivo 
de sexo, raza, clase y cualquier otra lesiva a la dignidad humana. La ley establecerá los 
delitos y sanciones para el infractor de este precepto”, asimismo contraria lo dispuesto en 
los artículos 23.1 incisos a) y c), 23.2 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos que disponen: Artículo 23 “Derechos políticos 1. Todos los ciudadanos deben gozar de 
los siguientes derechos y oportunidades: a. De participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b…, y c. De tener acceso, en con-
diciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede reglamentar el 
ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razo-
nes de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, 
por juez competente, en proceso penal”; artículo 24 “Igualdad ante la ley –Todas las personas 
son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de 
la ley”; contrariando además lo establecido en los artículos 3, 25 literales a) y c) y 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos que establecen: Artículo 3 “Los Estados Partes 
en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el 
goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto”, artículo 25 
“Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, 
y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a. Participar en la 
dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente ele-
gidos; b…; c. Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de 
su país.”, artículo 26 “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación 
a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a 
todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”. CONSIDERANDO (7): Que 
continúan manifestando las recurrentes que los artículos antes descritos dejan claramente es-
tablecido que el Estado de Honduras tiene “ la obligación de no introducir en su ordenamiento 
jurídico regulaciones discriminatorias, de eliminar de dicho ordenamiento las regulaciones de ca-
rácter discriminatorio y de combatir las prácticas discriminatorias”2 (el entrecomillas es de los 
recurrentes), que en la misma Opinión Consultiva precitada, en su párrafo 103, la Corte Inte-
ramericana también ha establecido que en cumplimiento de dicha obligación, los Estados deben 
abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirecta-
mente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto. Esto se traduce, por ejemplo 
en la prohibición de emitir leyes (Lo resaltado es de los pedidores), en sentido amplio, de 
dictar disposiciones civiles, administrativas o de cualquier otro carácter, así como de favorecer 

2	 Corte interamericana de Derechos Humanos. Opinión consultiva OC-18/03 del 18 de septiembre del 
2003. Párr. 88
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actuaciones y prácticas de sus funcionarios, en aplicación o interpretación de la ley, que discri-
minen a determinado grupo de personas en razón de su raza, genero, color, u otras causales 
(Lo resaltado es de los recurrentes); asimismo señalan que el Comité de Derechos humanos de 
las Naciones Unidas definió a la discriminación como: toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la re-
ligión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el 
nacimiento de cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos humanos 
y libertades fundamentales de todas las personas3, en consecuencia, de conformidad con el prin-
cipio de igualdad y no discriminación “es incompatible toda situación que, por considerar superior 
a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo 
inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que si se 
reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad”4 (Lo entrecomilla-
do es de los recurrentes); en el presente caso, la reforma al artículo 22 de la Ley del Ministerio 
Público que violenta este principio trae como consecuencia la restricción indebida del goce y 
disfrute del derecho de participación en asuntos y funciones públicas a varias organizaciones 
que conforman el sector denominado sociedad civil, entre las cuales nos encontramos las re-
currentes. CONSIDERANDO (8): Que para finalizar las recurrentes señalan que los derechos de 
participación consagrados en los artículos 23 de la Convención Americana de Derechos Hu-
manos y 25 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos propician el fortalecimiento de la demo-
cracia y el pluralismo político. La Corte Interamericana ha establecido que su ejercicio “consti-
tuye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen 
para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención”5. Estos derechos implican 
la posibilidad de que las personas puedan participar directamente en la gestión de asuntos 
públicos, entre otros: ocupar cargos legislativos o administrativos, elegir representantes locales 
o nacionales y en cualquier proceso de toma de decisiones relacionado con la administración 
pública y la formulación y aplicación de políticas en los planos internacional, nacional, regional 
y local. Los Estados tienen la obligación de respetar, proteger y garantizar un ejercicio libre y 
pleno de los mismos. Exponen las recurrentes que forman parte de la Coalición contra la Im-
punidad, un espacio de coordinación y colaboración que hizo público su primer pronuncia-
miento en fecha tres de mayo del presente año, asimismo se hizo entrega de un pliego de peti-
ciones al Ministerio Público y otras acciones, dejando claro el involucramiento de las organi-

3	 O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Observación General 18, No discriminación, 10/11/89, 
CCPR/C/37, Párr. 7.

4	 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984.
5	 Organización de los Estados Americanos. Carta Democrática Interamericana. Aprobada en la primera 

sesión plenaria de la Asamblea General de la OEA; celebrada el 11 de septiembre de 2001 durante el 
Vigésimo Octavo Periodo Extraordinario de Sesiones, y Consejo de Derechos Humanos. Documento 
de antecedentes de la experta independiente en cuestiones de minorías, Sra. Gay McDougall sobre las 
minorías y su participación política efectiva. A/HRC/FM/2009/3 de 8 de octubre de 2009. Foro sobre 
cuestiones de minorías. Ginebra, 12-13 de noviembre de 2009, Párr. 1. 
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zaciones recurrentes en todo lo relacionado a la posible elección del Fiscal General y el Adjun-
to, por lo que resulta totalmente atentatorio al principio de igualdad ante la ley y la no discri-
minación y el derecho de participación en los asuntos y funciones públicas, que se haya exclui-
do a sus organizaciones y a otras que igualmente tienen esos derechos, la posibilidad de formar 
parte de la Junta Proponente que enviará al Congreso Nacional la nómina de candidatos (as) 
para la elección de los altos funcionarios del Ministerio Público. CONSIDERANDO (9): Que 
una vez realizado el traslado que conforme a la Ley Sobre Justicia Constitucional debe efec-
tuarse al Ministerio Público, éste por medio del Fiscal del Despacho, se abstuvo de emitir 
opinión, exponiendo que por el principio de delegación que emana de las autoridades en orden 
de jerarquía, debe atenderse la intervención del Ministerio Público en el asunto que se ventila 
el recurso de inconstitucionalidad relacionado, pues según Decreto del Soberano Congreso 
Nacional de la República de Honduras número 196-2013 del 1 de septiembre del presente año 
y publicado en La Gaceta el 6 de septiembre del 2013, se llevó a cabo la elección del Señor 
Fiscal General y el Fiscal General Adjunto, bajo el abrigo de las prescripciones establecidas en 
el artículo 22 de la Ley del Ministerio Público que hoy se tilda de inconstitucional, razón que 
dificulta a la institución intervenir en el presente asunto, puesto que el principio de imparcia-
lidad con que debe actuar el Ministerio Público en todos sus asuntos a través de su Fiscal Ti-
tular o en su caso del Fiscal Adjunto, y demás Agentes de Tribunales accionando bajo su dele-
gación se vería seriamente cuestionada, no solo por aquellos que interpusieron el recurso de 
inconstitucionalidad sino por la población en general. CONSIDERANDO (10): Que para efectuar 
el estudio y análisis de lo argumentado por las recurrentes, es importante definir la naturaleza 
jurídica del organismo denominado “Ministerio Público”, el cual tiene rango constitucional, 
cuando el artículo 232 de la Carta Magna lo define como: “El Ministerio Público es el orga-
nismo profesional especializado, responsable de la representación, defensa y protección de los 
intereses de la sociedad, independiente funcionalmente de los Poderes del Estado y libre de toda 
injerencia político sectario. El Ministerio Público goza de autonomía administrativa, técnica, 
financiera y presupuestaria, al efecto en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la 
Republica, tendrá una asignación anual de manera gradual hasta completar el tres por ciento 
(3.0%) de los ingresos corrientes…”; el artículo 233 constitucional establece que: “La titulari-
dad del Ministerio Público corresponde al Fiscal General de la Republica; habrá asimismo, un 
Fiscal General Adjunto, quien sustituirá al titular en casos de ausencias, excusa o recusación. Estos 
funcionarios serán electos por el Congreso Nacional para un periodo de cinco (5) años, con el voto 
favorable de por lo menos dos terceras partes de sus integrantes, de una nómina de cinco (5) candi-
datos seleccionados por una Junta proponente, integrada en los términos que dispone la Ley…”. La 
Ley a la que se hace referencia está desarrollada en el Decreto Legislativo Número 228-1993, 
que contiene la Ley del Ministerio Público. Esta Ley recoge en su artículo uno lo dispuesto en 
el texto constitucional, ratificando en consecuencia que el Ministerio Público es un organismo 
profesional especializado, libre de toda injerencia político sectaria, que tendrá como uno de sus 
fines y objetivos representar, “defender y proteger los intereses generales de la sociedad” 
(Lo resaltado entre comillas es nuestro). CONSIDERANDO(11): Que mediante Decreto Legis-
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lativo número 158-2013 de fecha treinta y uno de julio del año dos mil trece y publicado en el 
Diario Oficial “La Gaceta” número 33,194 de fecha cinco de agosto del año dos mil trece, se 
reformó el artículo 22 de la Ley del Ministerio Público, contenida en el Decreto Legislativo 
Número 228-1993, exponiendo en los considerandos para la reforma del mencionado artículo 
lo siguiente: “CONSIDERANDO: Que el artículo 316 de la Constitución de la República establece 
que la Ley reglamentará la organización y funcionamiento del Ministerio Público. CONSIDERAN-

DO: Que mediante Decreto No. 228-93 de fecha 13 de Diciembre de 1993, se crea la Ley del 
Ministerio Público, organismo que es responsable de la obligación ineludible de la investigación de 
los delitos y el ejercicio de la acción penal pública, la vigilancia en el cumplimiento exacto de las 
condenas, así como la sujeción estricta del orégano jurisdiccional a la Constitución de la República 
y sus leyes. CONSIDERANDO: Que mediante Decreto No. 139-2013, del 1 de Julio de 2013, se 
suspende de la vigencia el Articulo 22 del Decreto No. 228-93 de fecha 13 de Diciembre de 1993, 
contentiva de la LEY DEL MINISTERIO PÚBLICO, el cual establece el mecanismo de elección del 
Fiscal General de la República y el Fiscal General Adjunto. CONSIDERANDO: Que según el artí-
culo 205 atribución 1) de la Constitución de la República, corresponde al Congreso Nacional crear, 
decretar, interpretar, reformar y derogar las leyes”. CONSIDERANDO (12): Que la norma tachada 
de inconstitucional por las recurrentes es la última parte del primer párrafo del artículo 22 de 
la Ley del Ministerio Público el cual se lee: “El Fiscal General de la República y el Fiscal General 
Adjunto, serán electos por el Congreso Nacional, con el voto favorable de las dos terceras partes de 
la totalidad de sus miembros, de una nómina de cinco candidatos que presente una Junta Propo-
nente, la cual está integrada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia quien la presidirá, 
un Magistrado de la Corte Suprema de Justicia nombrado por el pleno de la misma, un represen-
tante de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH), un representante de las 
Universidades privadas del país, un representante del Colegio de Abogados de Honduras, el Comi-
sionado Nacional de los Derechos Humanos Y UN REPRESENTANTE DE LAS ORGANIZACIONES 

QUE INTEGRAN LA ALIANZA POR LA PAZ Y JUSTICIA. El representante de las Universidades 
privadas será elegido en reunión de Rectores. La Junta proponente enviará la nómina al Congreso 
Nacional, por lo menos treinta (30) días antes del vencimiento del período correspondiente o dentro 
de los quince (15) días de haberse producido la ausencia definitiva del Fiscal General de la Repú-
blica o del Fiscal General Adjunto. Las personas que reúnan los requisitos para el cargo de Fiscal 
General y Fiscal general Adjunto podrán auto proponerse ante la Junta Proponente. El Congreso 
Nacional celebrará audiencias públicas a los nominados, previo a su elección por el Pleno”, lo re-
saltado y subrayado es nuestro a efecto de identificar el párrafo que las impetrantes arguyen de 
inconstitucional. CONSIDERANDO (13): Que la Constitución de la República de Honduras 
inicia declarando en el artículo 1 que: “Honduras es un Estado de Derecho, soberano, 
constituido como república libre, democrática e independiente para asegurar a sus ha-
bitantes el goce de la justicia, la libertad, la cultura y el bienestar económico y social”, 
el artículo indicado contiene todas las aspiraciones a las que anhela todo persona que habita en 
el territorio hondureño; abarca las garantías y derechos que reconoce la misma Constitución, 
dirigidos tanto en forma individual como colectiva al individuo, de allí que la normativa cons-
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titucional desarrolla en el Título III, las DECLARACIONES, DERECHOS y GARANTÍAS, 
estableciendo el Capítulo I lo relativo a las Declaraciones y específicamente el artículo 60 es-
tablece: “Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos. En Honduras no hay 
clases privilegiadas. Todos los hondureños son iguales ante la Ley. Se declara punible 
toda discriminación por motivo de sexo, raza, clase y cualquier otra lesiva a la dignidad 
humana. La Ley establecerá los delitos y sanciones para el infractor de este precepto”. 
CONSIDERANDO (14): Que todo Estado de Derecho propende al logro del bienestar general 
de sus habitantes, recogidos a lo largo de la Constitución de la República como derechos hu-
manos y fundamentales, con una serie de garantías formales y materiales, consagrando la di-
visión de poderes y los principios de legitimidad y legalidad. Encaminados en su conjunto a 
lograr el afianzamiento de la paz y la democracia universal. En consecuencia la supremacía de 
un grupo central de normas que caracterizan a la Constitución como ordenamiento superior 
descansa en su carácter de expresión directa de la voluntad general y la declaración de los de-
rechos fundamentales y libertades ciudadanas. Los derechos fundamentales constituyen un 
fuerte y esencial componente para la configuración de un Estado de Derecho, siendo ejemplos 
de estos: la libertad personal, de religión, de elección, igualdad, asociación, libre emisión del 
pensamiento, propiedad privada, al trabajo entre otros. Los derechos humanos en el orden 
constitucional, ostentan una doble extensión, como derechos subjetivos y derechos objetivos; 
son elementos esenciales del ordenamiento objetivo, por cuanto se configura como marco de 
una convivencia humana, justa y pacífica y son subjetivos no solo en cuanto a derechos de los 
ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan la libertad en el ámbito de la convi-
vencia democrática. En razón de su importancia, la Constitución ha previsto instrumentos 
normativos, dirigidos a evitar la alteración de su contenido o la limitación de sus alcances por 
cualquier institución estatal. CONSIDERANDO (15): Que un verdadero Estado de Derecho 
debe tenar una Constitución que sea respetada y cumplida, ello se logra fortaleciendo una 
genuina democracia, la efectiva protección de Derechos Fundamentales, respeto al principio 
de legalidad, control de la actividad administrativa y una auténtica división de Poderes, por 
ello se expresa que “El derecho para ser justo debe ser racional”; en un Estado de Derecho la 
Constitución es el sostén de toda la estructura estatal, la Constitución es una norma jurídica 
que vincula a todos. CONSIDERANDO (16): Que en palabras de Norberto Bobbio “…el único 
modo de entenderse cuando se habla de democracia es concebirla, en tanto que contrapuesta 
a autocracia, como método de gobierno y, por tanto, como un conjunto de reglas primarias o 
fundamentales (son las normas constitucionales) que establecen quién está autorizado a tomar 
las decisiones colectivas y según qué formas. Todo grupo social necesita tomar decisiones que, 
una vez tomadas, deben hacerse vinculantes para todo el grupo con el fin de hacer posible la 
supervivencia, tanto en su interior como en sus relaciones con los demás grupos”6, se entiende 

6	 Norberto Bobbio (Turín, Italia, 18 de octubre de 1909-9 de enero de 2004) fue un jurista, filósofo y 
politólogo. El Futuro de la Democracia. Conferencia pronunciada el 28-XI-1983 en el Congreso de los 
Diputados.
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de las anteriores palabras vertidas por el autor, que todo grupo social necesita tomar decisiones, 
pero la forma en cómo se tomen estas decisiones, depende si es aceptada por el resto de perso-
nas que integran o conforman determinado grupo, siendo necesaria entonces la participación 
de la mayoría de los que conforman ese grupo, para así lograr la aceptación de la mayoría, que 
es el objetivo de toda democracia, en busca de lograr la convivencia en armonía y la paz social. 
CONSIDERANDO (17): Que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
define la gobernabilidad democrática como: “un proceso en el cual la ciudadanía participa 
junto con los Gobiernos, en las decisiones que afectan su vida, construyendo alianzas y com-
partiendo maneras para promover la participación, la rendición de cuentas y la efectividad a 
todos los niveles”7, la gobernabilidad democrática busca lograr el fortalecimiento de los sistemas 
electorales y legislativos, contribuyendo a mejorar el acceso a la justicia y la administración 
pública, logrando con ello el fortalecimiento del Estado de Derecho, el que se logra a medida 
exista participación de la mayoría de los habitantes de un territorio, en conquista de los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución de la República y refirmando el principio de 
legalidad, en el que descansa todo Estado de Derecho. Si entendemos la democracia como: 
“Forma de organización de una sociedad o un país, que plantea al pueblo como fuente del 
poder que el Estado detenta, y que sostiene que por tal razón la colectividad toma parte activa 
en la distribución y manejo de dicho poder por medio de mecanismos de participación, de los 
cuales el voto es el medio por excelencia…”8, es menester entonces asegurar esa participación 
de las mayorías, para lograr el adecuado manejo de las instituciones y organismos que integran 
o forman parte de la administración pública del Estado. La Democracia descansa en principios 
y valores, entre ellos se menciona el principio de igualdad, igualdad de oportunidades, libertad 
y tolerancia; la declaración de igualdad, la recoge la Constitución de la República en el artícu-
lo 609, un concepto de igualdad es: “Inexistencia de circunstancias o condiciones discri-
minatorias o privilegiantes, a favor o en contra de nadie…”10, el principio de igualdad 
hace que todos los hombres deban ser tratados igualmente por el Estado en cuanto a lo que es 
esencialmente igual en todos ellos, esto es, en los llamados derechos fundamentales que están 
contemplados en nuestra Constitución, que son el corolario de la dignidad humana, como bien 
lo expresan los recurrentes los derechos no son absolutos, pues no conceden propiamente un 
derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino más bien 
exigir que no se haga diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma 
situación jurídica o en condiciones idénticas, por lo que no puede pretenderse un trato igual 
cuando las condiciones o circunstancias son desiguales, pero estas distinciones deben ser obje-
tivas y razonables. CONSIDERANDO (18): Que Honduras hace suyo los Tratados y convenios 

7	 www.hn.unpd.org, sustraído de la página web en fecha 7 de abril del 2016. 
8	 Diccionario Hispanoamericano de Derecho. Tomo I. Grupo Latino Editores. Bogotá, 2008. Pág. 549.
9	 “Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos. En Honduras no hay clases privilegiadas. Todos los 

hondureños son iguales ante la Ley. Se declara punible toda discriminación por motivo de sexo, raza, clase 
y cualquier otra lesiva a la dignidad humana. La Ley establecerá los delitos y sanciones para el infractor 
de este precepto”.

10	 Ídem. 
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Internacionales en procura del respeto de los derechos fundamentales de sus habitantes, con el 
fin de lograr la consolidación de un verdadero Estado de Derecho, el que se afianza a través de 
la democracia, entendiendo ésta como la voluntad popular que se encuentra representada por 
medio de sus autoridades, dividida en tres Poderes, a saber: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
para evitar precisamente el monopolio de la función pública, delegando en cada uno de éstos 
Poderes funciones específicas en el marco del respeto a la Constitución como Ley primaria y 
de esta forma mantener el orden y la paz social que anhela la persona humana, como fin su-
premo de la sociedad y del Estado, conceptualizando lo preceptuado en el artículo 1 de la 
Constitución de la República. El reconocimiento de los Derechos Fundamentales no es un 
mero catálogo de buenas intenciones por parte de los Estados. Son derechos que se derivan 
directamente de tratados internacionales de derechos humanos, como la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos11 y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos12. 
CONSIDERANDO (19): Que en relación a la inconstitucionalidad de la parte final del párrafo 
primero del artículo 22 reformado de la Ley del Ministerio Público, contenido en el Decreto 
Legislativo No. 158-2013, que dispone: “… y un representante de las organizaciones que 
integran la Alianza por la Paz y la Justicia”, esta Sala es del criterio que al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 113 y 6014 de la Constitución de la República, se reconoce que todos los 
hondureños son iguales ante la ley y se prohíbe toda discriminación que resulte contraria a la 
dignidad humana, precepto al cual, el constituyente le otorgó el rango de uno de los valores 
superiores que informan nuestra Constitución. Así las cosas el Estado debe a través del Poder 
Legislativo, emitir leyes en absoluto respeto al principio de igualdad. Ello no significa que deba 
darse un trato igualitario a todas las personas, pues, por el contrario, se debe procurar que, en 
iguales condiciones, se apliquen las mismas medidas jurídicas. Lo anterior toda vez que existen 
grupos de personas que por sus condiciones particulares se encuentran en una situación distin-
ta a los demás y de otorgárseles el mismo trato se les estaría colocando en una condición de 
desventaja que resultaría discriminatoria; en el precepto contenido en la Ley del Ministerio 
Público, última parte del primer párrafo del artículo 22, no se observó el respeto al principio 

11	 Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Intera-
mericana sobre Derechos Humanos. Entró en vigor el 18 de julio de 1978. La Gaceta No. 22287 del 1 de 
septiembre de 1977. Artículos 23.1 inciso a) y c), 23.2 y 24 

12	 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A 
(XXI), de 16 de diciembre de 1996. Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976. La Gaceta No. 28293 de 24 
de junio de 1997. Artículos 25. a) y c) y 26.

13	 Honduras es un Estado de Derecho, soberano, constituido como república libre, democrática e indepen-
diente para asegurar a sus habitantes el goce de la justicia, la libertad, la cultura y el bienestar económico 
y social.

14	 Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos. En Honduras no hay clases privilegiadas. Todos los 
hondureños son iguales ante la Ley. Se declara punible toda discriminación por motivo de sexo, raza, clase 
y cualquier otra lesiva a la dignidad humana. La Ley establecerá los delitos y sanciones para el infractor 
de este precepto
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de igualdad, toda vez que la Alianza por la Paz y la Justicia deja por fuera otro sector de orga-
nizaciones que forman parte de la sociedad civil, interesadas en participar en la elección del 
Fiscal General de la República y el Fiscal General del Estado, funcionarios que tienen la res-
ponsabilidad de rectorar el Ministerio Público, organismo responsable de la representación, 
defensa y protección de los intereses de la sociedad, de la cual forman parte las recurrentes. 
Quebrantando con ello, principios que rigen todo Estado de Derecho que como ya se dijo 
tiene al pueblo como fuente del poder que el Estado detenta, y que sostiene que por tal razón 
la colectividad toma parte activa en la distribución y manejo de dicho poder por medio de 
mecanismos de participación. CONSIDERANDO (20): Que la acción de inconstitucionalidad 
ha sido configurada en nuestra normativa como la procedente cuando lo que se pretenda es que 
se declare que una ley ordinaria es inconstitucional por vulnerar o contrariar lo dispuesto en 
un Tratado o Convención Internacional del que Honduras forme parte; siendo competencia 
de la Corte Suprema de Justicia, por medio de su Sala Constitucional, conocer y resolver ori-
ginaria y exclusivamente en la materia, para lo cual se pronunciará observando los requisitos 
de las sentencias definitivas. CONSIDERANDO (21): Que la sentencia que resuelve los procedi-
mientos de inconstitucionalidad podrán declarar la misma ya sea de forma total o parcial, 
procediendo esto último cuando la parte o precepto de la ley en que se da la vulneración pue-
da ser separada de la totalidad de la normativa. CONSIDERANDO (22): Que la sentencia en que 
se declara la misma tiene una eficacia erga omnes, es decir, efectos generales. Una de las carac-
terísticas más relevantes de los sistemas concentrados de control de constitucionalidad es pre-
cisamente esta, en consecuencia de lo cual la ley, o parte de esta, que sea declarada inconstitu-
cional e ilegítima no existe más, en consecuencia tal declaración de inconstitucionalidad de 
una Ley o parte de ella tiene fuerza legislativa, operando directamente sobre el ordenamiento 
jurídico; el efecto general o eficacia erga omnes, de estas sentencias conlleva que las mismas 
vinculan a todos los órganos, poderes y autoridades, a los ciudadanos en general, fijándose así 
puntos de no retorno del proceso de verificación jurídica de los valores constitucionales. CON-

SIDERANDO (23): Que en el presente caso, se puede colegir que el artículo 22 reformado de la 
Ley del Ministerio Público, contenido en el Decreto Legislativo No. 158-2013 de fecha treinta 
y uno de julio del año dos mil trece y publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” número 33,194 
de fecha cinco de agosto del año dos mil trece, vulnera lo dispuesto en los Artículos 1 y 60 de 
la Constitución de la República, en relación a lo preceptuado en los artículos 23.1 incisos a) y 
c) y 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículos 25 incisos a) y c) 
y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al excluir de la Junta Proponente 
que enviará al Congreso Nacional de la República la nómina de candidatos (as) a Fiscal Gene-
ral de la República y Fiscal General Adjunto, a varias organizaciones que forman parte de la 
sociedad civil, situación que puede ser enmendada con la facultad reglamentaria del Estado. 
Por todo lo anteriormente expuesto esta Sala Declara la inconstitucionalidad parcial de la par-
te final del primer párrafo del artículo 22 de la Ley del Ministerio Público, debiendo ser ex-
pulsado de la norma, misma que dispone: “y un representante de las organizaciones que 
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integran la alianza por la Paz y Justicia”, por contravenir restringir y menoscabar la nor-
mativa constitucional y tratados internacionales suscritos por Honduras, en los artículos supra 
indicados. POR TANTO: La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en 
nombre del Estado de Honduras, como intérprete último y definitivo de la Constitución de la 
República, oído el parecer del Fiscal, por UNANIMIDAD DE VOTOS, haciendo aplicación de 
los artículos 1, 23.1 incisos a) y c) 8, 23.2 y 25 de la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos; 3, 25 incisos a) y c) y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1, 
4, 15, 16, 59, 60, 62, 63, 64, 184, 185 numeral 1º, 303, 304, 313 atribución 5ª, 316, 232 y 233 
de la Constitución de la República; 1, 11 y 74 de la Ley de Organización y Atribuciones de los 
Tribunales; 74, 75, 76, 77, 79, 89 y 94 de la Ley Sobre Justicia Constitucional; 1 de la Ley del 
Ministerio Público; y, Artículos 4, 17, del Código Civil; FALLA: 1) DECLARANDO INCONS-

TITUCIONAL PARCIALMENTE, POR RAZÓN DE CONTENIDO LA PARTE FINAL DEL PRIMER 

PÀRRAFO DEL ARTÍCULO VEINTIDÒS (22), DEL DECRETO No. 158-2013, que contiene las 
reformas al artículo 22 de la LEY DEL MINISTERIO PÙBLICO, emitido por el Congreso 
Nacional de la República, en fecha treinta y uno de julio del año dios mil trece, y publicado 
en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 33,194, en fecha cinco de agosto del año dos mil trece; 
2) Declarar la EJECUCIÓN INMEDIATA de la presente sentencia; 3) La presente sentencia 
tiene efectos a futuro, de conformidad a la locución latina “EX NUNC”.- Y MANDA: Que se 
comunique al Congreso Nacional de la República el presente fallo quien deberá sin dilación 
ordenar su publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”, conforme lo dispone el Artículo 94 
de la Ley Sobre Justicia Constitucional y que con la certificación del presente fallo se devuelvan 
los antecedentes al lugar de su procedencia para los efectos legales correspondiente.- Redactó 
la Magistrada REINA AUXILIADORA HÉRCULES ROSA.- NOTIFÍQUESE. Firmas y Sello. Abo-
gada LIDIA ÁLVAREZ SAGASTUME, MAGISTRADA PRESIDENTA DE LA SALA DE LO 

CONSTITUCIONAL.-JORGE ALBERTO ZELAYA ZALDAÑA.- EDWIN FRANCISCO ORTEZ 

CRUZ.- REINA AUXILIADORA HÉRCULES ROSA.- JORGE ABILIO SERRANO VILLANUEVA.- 
Firma y Sello CARLOS ALBERTO ALMENDÁREZ CÁLIX, Secretario Sala Constitucional. Se 
extiende en la ciudad de Tegucigalpa, Municipio del Distrito Central, a los diez días del mes 
de enero del año dos mil diecisiete, certificación de la sentencia de fecha veintidós de noviem-
bre del año dos mil dieciséis, recaída en el Recurso de Inconstitucionalidad bajo el número 
SCO-623-2013. CARLOS ALBERTO ALMENDÁREZ CÁLIX. SECRETARIO DE LA SALA CONS-

TITUCIONAL-”15.

15	 Reproducción conforme al original.
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Un compromiso 
con la democracia y la 
independencia judicial

Luis Carlos Nieto
Juez en la ciudad de Ávila, España 

La importancia de un congreso en 
un espacio difícil 

La última semana de septiembre pasado se ce-
lebró en San Pedro Sula, Honduras, el X Congreso 
de la Asociación de Jueces por la Democracia (AJD). 
Los jueces y juezas de Honduras están atravesando un 
momento especialmente difícil, los poderes públicos 
(no hay que olvidar que se asientan en el golpe militar 
del año 2009) y los privados no pierden ocasión para 
intentar perturbar su independencia. Amenazas de 
remoción, de cambio de destino y contra la propia vida 
o la integridad física, en un país donde no existe una 
carrera judicial como tal y con una institucionalidad 
muy débil, son moneda de cambio frecuente. 

Ante esta situación, lo que realmente sorprende 
es ver cómo el grupo de compañeros y compañeras que 
se reunieron en San Pedro Sula son capaces de resistir 
ante esa realidad extrema, en la que la sola pertenencia a 
Jueces por la Democracia bloquea cualquier posibilidad 

de ascenso, puede provocar su traslado, y siempre la 
amenaza de “no renovar el nombramiento”. 

La expulsión de la carrera judicial en el año 
2010 de tres jueces y una magistrada de la Asociación, 
Luis Chévez, Ramón Barrios, Tirza Flores y Gui-
llermo López Lone (entonces presidente de la junta 
directiva) por oponerse al golpe de Estado y salir en 
defensa del Estado de Derecho, pretendió un efecto 
intimidatorio y de desaliento en el seno de todos los 
jueces hondureños. La Corte Suprema de Honduras 
alternó la depuración judicial con llamamientos a los 
integrantes del Poder Judicial a manifestarse a favor 
de las autoridades golpistas, con las que colaboró en 

La Asociación de Jueces por la Democracia 
celebró el 23 y 24 de septiembre su décimo aniver-
sario, desarrollando unas jornadas de Derecho con 
invitados nacionales e internacionales. Como parte 
del programa, se organizaron distintos paneles  que 
contribuyeron al debate sobre temas como: Jueces y 

Crónica del décimo aniversario de la AJD

sociedad civil, Poder Judicial y Estado de derecho, 
derechos y libertades de los jueces, entre otros.  A 
continuación, recogemos de manera resumida las 
exposiciones de algunos(as) de los participantes en 
estas mesas de discusión.
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el intento de disfrazar el golpe con una esperpéntica 
teoría sobre la “sucesión constitucional”. 

Es muy emocionante ver cómo en esta situación, 
en la que todo es posible, un grupo numeroso de jue-
ces y juezas resiste y se fortalece cohesionados en una 
asociación que ha sido capaz de llevar al Estado de 
Honduras ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) por haber violado sus derechos 
y reivindicar la democracia.

En medio del clima de tensión y presión posterior 
al golpe, la AJD y el Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL) tuvieron la valentía de plantear 
el caso ante la Corte Interamericana, que finalmente ha 
condenado a Honduras a la reposición de los tres jueces 
y la magistrada en sus destinos; ha dicho que hubo un 
golpe de Estado con una ruptura constitucional, y que 
los jueces tienen el derecho y el deber de defender la 
democracia y el Estado de Derecho. 

Comportamiento ejemplar sin duda el de todos 
ellos, que se reunieron en San Pedro Sula para renovar 
sus cargos asociativos, para reivindicar una vez más la 
independencia judicial y para exigir el cumplimiento de 
la sentencia de la Corte Interamericana. El Congreso 
comenzó con un recuerdo para seis compañeros asesi-
nados, un minuto de respetuoso silencio que Guillermo 
López controló con puntualidad inglesa. 

Desde “Jueces para la Democracia” de España 
mostramos nuestra solidaridad con estos compañeros y 
compañeras que han rayado lo heroico en la defensa de 
la democracia y la independencia judicial y apoyamos 
su exigencia al Estado de Honduras para que ejecute 
la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y reponga en sus destinos a los jueces y la 
magistrada ilegítimamente expulsados de la carrera 
judicial. Nuestra solidaridad porque son imprescindi-
bles, pero sobre todo nuestro agradecimiento porque 
su valentía y su constancia, renunciando a tantas co-
sas, nos ha servido a todos para disponer hoy de una 
doctrina reforzada sobre la independencia judicial y 
sobre el compromiso con la defensa de la democracia 
y el Estado de Derecho (Caso López Lone y otros vs. 
Honduras de la CIDH).

Unas reflexiones breves sobre 
la cartografía física y política 
de San Pedro Sula y Honduras

La lluvia en San Pedro Sula es sincera. No oculta 
que es una ciudad con índices de violencia insopor-
tables y que, cuando se pone el sol, poderes siniestros 
se engalanan de negro y dejan un rastro de dolor que 
recoge la mañana. Pero también deja ver la imagen de 
una ciudad en la que grupos de personas han hecho de 
la decencia y de la defensa de los derechos humanos 
su proyecto de vida.

En las condiciones más adversas, organizaciones 
y colectivos de personas sueñan y luchan por una 
sociedad donde la desigualdad y la violencia dejen 
de dibujar un paisaje roto por la miseria y el hambre 
rodeando islas de opulencia. Este tejido de solidari-
dades ha hecho que San Pedro Sula haya sido la sede 
para celebrar el X aniversario de la constitución dela 
Asociación de Jueces por la Democracia y su principal 
logro: sobrevivir en estas circunstancias diez años, 
como dijo Mario Díaz, el presidente saliente.

Para enmarcar el evento hay que decir que Hon-
duras es el lugar donde se producen más asesinatos 
de activistas del medio ambiente, según el Informe 
Global Witness (marzo, 2016), y que en este contexto, 
el tres de marzo pasado fue asesinada en su casa de La 
Esperanza (Intibucá) la activista ambientalista Berta 
Cáceres, que en el año 2015 había recibido el prestigioso 
premio Goldman Environmental Prizen por su defensa 
de los recursos naturales y el medioambiente.

Es un país donde se han producido incendios 
en las prisiones que han dejado una estela de muertes 
difíciles de entender (69 presos murieron en 2003 
en El Porvenir, 107 en 2004 en San Pedro Sula y el 
impresionante incendio en la cárcel de Comayagua 
con más de 350 muertos en 2012). También se está 
desarrollando un sistema productivo basado en las 
maquilas, donde la interacción de la tecnología punta 
con la pobreza extrema y la eliminación de los derechos 
sindicales arrojan unas espléndidas cuentas de resul-
tados, pero también mucha explotación y situaciones 
de abuso y violencia. 

Todo está asentado en un golpe de Estado (junio 
de 2009) que supuso una ruptura constitucional y el 
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fortalecimiento de las estructuras de impunidad en 
un país con una institucionalidad muy débil. A partir 
de esta fecha se desató una importante represión que 
afectó a los sectores más dinámicos de la sociedad, 
que ha quedado de manifiesto en los informes de la 
Comisión de Verdad, auspiciada por la Plataforma de 
Derechos Humanos de Honduras, y de la Comisión 
de la Verdad y Reconciliación.

Pero Honduras también es el país donde grupos 
importantes y significativos de la sociedad se pusieron 
en resistencia pacífica y constante contra el golpe de 
Estado, lo que evitó que fueran descabezados los mo-
vimientos populares a pesar de la fuerte represión y las 
agresiones y homicidios contra sus dirigentes. También 
es el lugar donde la honradez extrema de un grupo de 
jueces y una magistrada enfrentó al Estado de Derecho 
contra el poder ilegítimo que surgió del golpe y fueron 
expulsados de la carrera judicial. Ahí los colectivos y 
grupos de defensa de los derechos humanos han im-
pedido que el poder golpista destruyera el tejido social 
conseguido con muchos años de esfuerzo.

La relación reforzada entre 
los jueces por/para la democracia 
de Honduras y España

Los compañeros y compañeras de Honduras agra-
decieron la solidaridad y la presencia de “Jueces para la 
Democracia” de España en su Congreso. Tradicional-
mente hemos tenido mucha relación y trabajo conjunto.

El Congreso inició con las palabras del anterior 
presidente, Mario Díaz, y de Guillermo López, que 
insistieron en el logro de la supervivencia de la aso-
ciación. Una conferencia de Ramón Sáez sobre inde-
pendencia judicial abrió el debate para insistir en la 
diferenciación entre los aspectos teóricos del concepto 
y su ejercicio, y en la importancia del cumplimiento de 
la sentencia de la Corte IDH para evitar un aumento 
de las violaciones de los derechos humanos. Siguieron 
a esta intervención dos mesas en las que participaron 
representantes de colectivos de la sociedad civil y de 
organizaciones de diferentes países.

Durante los días del Congreso la atmósfera ha 
sido emotiva y se ha respirado una solidaridad sincera 

entre todos los asistentes. Ha sido un Congreso de 
gran interés, pues permitió comprobar los resultados 
de una larga trayectoria de relaciones fraternales entre 
“Jueces para la Democracia” de España y las juezas y 
jueces hondureños con los que siempre hemos tenido 
una vinculación y afecto especiales. 

Nuestra Asociación ya participó, a mediados de 
los años noventa, en un diagnóstico sobre el poder 
judicial en Honduras en el marco de un proyecto sobre 
fortalecimiento de la institucionalidad democrática 
en Centroamérica. Se trataba entonces de hacer un 
análisis previo y propuestas sobre la situación del 
poder judicial en Honduras, que finalmente fueron 
publicadas en la Revista Poder Judicial del Consejo 
General del Poder Judicial de España. Era una época 
en la que se percibía en la sociedad hondureña una 
cierta “apertura política” y había ilusión por incorporar 
un sistema de justicia compatible con el Estado de De-
recho, que dejara atrás un modelo autoritario. Había 
ilusión, ganas de capacitarse y una sensación de que 
articular un poder judicial independiente era la clave 
de bóveda para garantizar los derechos de las personas.

Pronto advertimos que el marco teórico asumido 
por un sector importante de la judicatura chocaba con 
unas estructuras de poder que impedían el normal 
desarrollo de esos principios. Potentes estructuras de 
impunidad impedían la investigación de las violacio-
nes más graves de derechos humanos que se habían 
producido en el país, y así lo recogimos en el informe. 
El entonces Comisionado Nacional para la Defensa de 
los Derechos Humanos, Dr. Leo Valladares, lo recogía 
en su investigación Los hechos hablan por sí mismos, un 
riguroso relato sobre las prácticas de exterminio, desa-
pariciones forzadas y las ejecuciones extrajudiciales que 
se produjeron en los años ochenta, donde señala que 
el poder judicial no estimó ningún recurso de habeas 
corpus que afectara a los desaparecidos. 

Estas estructuras de impunidad, que impidieron 
el normal desarrollo de un sistema de justicia, siempre 
estuvieron latentes en Honduras y reaparecieron con 
especial virulencia a partir del golpe de Estado de junio 
de 2009. Defensores de derechos humanos asesinados, 
persecución de la disidencia política, criminalización 
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de la protesta social y muchos nombres de casos sin 
investigar que añadir a la lista de los años ochenta. 

Pero esta vez, además, el ataque al poder judicial 
fue más virulento. Se expulsó de la carrera judicial a 
los asociados de la AJD que se opusieron al golpe de 
Estado. Con esta destitución se produjo un aval de 
las estructuras de impunidad y una depuración de 
los jueces incómodos. Se trataba de debilitar al poder 
judicial para que no cumpliera su función de control 
y garantía de los derechos y extender la sensación de 
miedo al resto de la carrera judicial.

La importancia de la ejecución 
de la Sentencia López Lone y otros 
vs. Honduras de la Corte IDH 
para la vuelta a la legalidad 
del Estado de Honduras 

La vuelta a la normalidad democrática no son 
solo los procesos electorales sino también, entre otras 
cuestiones, la restitución de la independencia del poder 
judicial y el derecho de los ciudadanos a acceder a un 
sistema de justicia independiente. Es muy importante 
que el Estado de Honduras asuma su compromiso de 
ejecutar la sentencia en la que la Corte IDH obliga 
a readmitir y a reponer en sus cargos judiciales a los 
tres jueces y la magistrada ilegítimamente despedidos. 

Esta ejecución tendría un efecto simbólico muy 
importante, pues la sentencia establece la verdad jurídi-
ca de que el 28 de junio de 2009 hubo una “ruptura del 
Estado de Derecho” y que los procesos disciplinarios 
contra las víctimas fueron iniciados a causa de sus ac-
tuaciones en defensa de la democracia. Expresamente, 
la sentencia reconoce que las actividades desarrolladas 
por estas “constituían no solo un derecho sino que son 
parte del deber de defender la democracia”.

Pero la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos va más lejos aún, y no solo legitima 
la actuación de los despedidos sino que afirma la grosera 
ilegalidad de la Corte Suprema de Justicia, que “parti-
cipó en el golpe de Estado defendiendo la legalidad de 
la privación de libertad del expresidente”.

La sentencia es un avance importante en el reco-
nocimiento de derechos como la libertad de expresión, 
derecho de reunión y participación en asuntos públicos 
de las personas que ejercen funciones jurisdiccionales 
“como piedra angular en la existencia de una sociedad 
democrática”, que no se pueden desarrollar en esta 
breve crónica, pero que en su conjunto suponen una 
reparación jurídica para los miembros de la AJD que 
fueron expulsados de la carrera judicial. 

Por tanto, la ejecución de la sentencia con la re-
posición de los jueces y la magistrada en sus destinos, 
de los que fueron ilegítimamente expulsados, sería una 
muestra de que Honduras asume los mínimos principios 
de justicia derivados de sus obligaciones internaciona-
les y que intenta volver a reponer la legalidad que fue 
violentada. 

Desde “Jueces para la Democracia” de España nos 
queda mostrar nuestra solidaridad y agradecimiento a 
los compañeros y compañeras de Honduras, pues este 
avance en el reconocimiento de nuestros derechos ha 
sido posible porque cuatro miembros de “Jueces por la 
Democracia” de Honduras, manteniendo sus fuertes 
convicciones democráticas en circunstancias extremas 
y con consecuencias graves para sus vidas personales, 
tuvieron la valentía y constancia de mantener el caso 
ante la Corte IDH.

La serenidad y la sonrisa de estos compañeros en 
San Pedro Sula nos reconcilian con nuestra función y 
sobre todo con el ser humano.
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Ismael Moreno, SJ
Director del Equipo de Reflexión 
Investigación y Comunicación

Hay una creciente amenaza y debemos encon-
trarnos por razones de sobrevivencia. Es importante 
decirlo, reconocernos y prepararnos porque estamos 
avanzando, cada vez como más agilidad, hacia un 
Estado conducido por criminales.

Durante todas estas décadas el Estado ha sido 
conducido por mafias que han entendido que el Es-
tado es un negocio. Por tanto, es importante que nos 
encontremos con la AJD y que podamos construir un 
sistema de justicia que pueda contar con personas que 
sigan creyendo en el Estado de Derecho y en la impar-
cialidad de la justicia y que, en última instancia, pueda 
responder a la necesidad de escuchar los clamores de 
la población, cada vez más indefensa.

Desde mi punto de vista, es fundamental saber 
sobre qué bases está eligiendo la sociedad en el siglo 
XXI, sostenida por pilares crecientemente excluyen-
tes. Nuestro país está siendo conducido por un poco 
más de doscientas personas; una elite evidentemente 
pequeña, pero concentradora de todos los poderes y, 
por tanto, productora de violencia.

La alianza público-privada excluye a la inmensa 
mayoría de la sociedad de los derechos fundamentales. 
Por tanto, necesitamos una justicia que se sitúe frente 
a los derechos que se le están negando a la población. 

En Honduras nos toca luchar; si no lo hacemos, 
nos van a aplastar. Necesitamos fortalecer la sociedad 

civil con jueces que, de muy diversas maneras, puedan 
responder a sus compromisos con el Estado de Dere-
cho. En particular:

1.	 Los jueces deben seguir luchando por ob-
tener mínimos niveles de independencia. 

2.	 Necesitamos hombres y mujeres con ética 
que crean que en nuestras relaciones deben 
primar el respeto y la igualdad. 

3.	 Las y los jueces deben situarse en la defensa 
y protección de los sectores excluidos.

4.	 El Estado se ha manejado con argumentos 
religiosos basados en el sustento divino, en 
sociedades autoritarias, dictatoriales, que 
se convierten en argumentos muy fuertes 
para las elites. Por lo tanto, debemos de-
fender el Estado laico; este es uno de los 
desafíos más grandes que enfrentamos 
para, de esa manera, proteger el derecho 
que tenemos como sociedad de luchar por 
nuestros derechos.
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Abrir el espacio democrático a través de la par-
ticipación activa en la discusión de este proceso de 
reforma tan trascendental, constituye uno de los seis 
guardianes protectores de la democracia y los derechos 
humanos. 

María Soledad Pozo
Representante de la Oficina del Alto 
Comisionado de Derechos Humanos

Mario Díaz
Presidente del Tribunal de Honor 
de la AJD

Hoy que celebramos nuestro décimo aniversario 
es, sin duda, un día importante para la AJD, para 
el Poder Judicial, para el país, pues, a pesar de estar 
condicionados o restringidos en nuestros derechos, 
uno de nuestros retos es mantener y fortalecer este 
grupo de compañeros y compañeras juezas y jueces 
que trabajan por la independencia judicial.

El deber que tenemos las asociaciones en general, 
desde mi punto de vista, es sacar al juez de su espacio 
de trabajo para que entre en contacto con la realidad 

Estimados jueces: es mi deseo, como represen-
tante de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos 
Humanos en Honduras, que realmente participen 
en este proceso para lograr un código penal sólido, 
firmemente anclado en los derechos universalmente re-
conocidos y que sea fruto de consensos, transparencia, 
intercambio de ideas y genuinamente participativo. 

Hay mucho por decir, pero este es el mensaje 
que quiero transmitir en este primer acercamiento. La 
Oficina del Alto Comisionado en Honduras espera la 
profundización de esta relación que ya hemos iniciado, 
y les deseamos una excelente jornada de trabajo y de 
reflexión.

que le tocará ver en su despacho. Los seminarios son 
importantes, forman, educan, dan información, pero 
el contacto con la gente sensibiliza, humaniza.



Crónica del décimo aniversario de la AJD

A
ct

u
al

id
ad

 s
o

ci
oj

u
rí

di
ca

79Justicia ǀ Febrero 2017

Marcia Aguiluz
Coordinadora para Mesoamérica del 
Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL)

Para que exista un verdadero Estado de Derecho, 
tiene que existir un Poder Judicial fuerte, indepen-
diente e imparcial; cuando la CIDH se ha referido 
a la Independencia Judicial esta debe hacer efectivo 
el principio de separación de poderes, que fortalece 
la democracia. De ahí deriva una serie de garantías 
que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos han desarrollado.

También han señalado que la independencia 
judicial va mucho más allá, trasciende la figura del juez 
o jueza e impacta en toda la sociedad, precisamente 

Muchas veces, los jueces se basan en papeles aun 
en materia penal; entonces los casos son de expedien-
tes, no hablamos de un imputado o de una imputada, 
sino que de expedientes. Entraron tantos expedientes, 
decimos los jueces, y no son expedientes; son seres 
humanos que están ahí, pendientes de una resolución. 
Hasta el día de hoy. 

Si entramos en contacto con el medio social, 
encontraremos mayores razones para el paradigma 
de ser más independiente. Sacar al juez de su entorno 
laboral para que entre en contacto con la gente, es 
también una forma de sensibilizar. Podemos tener un 
gran especialista en el tema, pero si no hay concienti-
zación, eso no importará. 

El asociacionismo contribuye, pero necesitamos 
hacer luchas independientes. Desde hace diez años 
nosotros tenemos asociacionismo, pero teníamos una 
asociación totalmente cooptada por la patronal que no 
servía para la independencia porque, hace diez años, 
nadie hablaba de independencia en el Poder Judicial; y si 
hablaba, lo hacía del diente al labio, como popularmente 
decimos, sin ningún sentido real.

Toda asociación es importante, porque es la 
manera en que nos protegemos, nos ayudamos, nos 
acuerpamos, nos damos fuerzas. Por eso se requiere que 
la asociación continúe actuando y operando de forma 
independiente y, sobre todo, con afiliados con mucha 
claridad, con mucho entendimiento, con mucho fun-
damento; de ahí la calidad del asociado.

También necesitamos aumentar el número de 
afiliados, pero que sean colegas destacados en los 
tribunales. Esto nos permitirá tener cobertura en va-
rios departamentos del país y, claro está, no debemos 
sacrificar una cosa por la otra por crecer; pero hay que 
tener claro que los que quieran ingresar deben cumplir 
un mínimo de calidad basada en los estatutos, en sus 
actuaciones y su formación.

Otro reto es la institucionalización del Poder 
Judicial, por ejemplo, a través de la Ley del Consejo de 
la Judicatura, que fue derogada. Debemos recuperar ese 
espacio legal y lograr que, cuando elijan a los futuros 
Consejeros, que le permiten a la AJD formar parte de 
este Órgano, porque sería la única asociación judicial 
que los cuestione y oriente sus actuaciones. 
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porque la base de la democracia es tener un órgano 
que sea capaz de controlar el abuso de poder y las 
arbitrariedades.

En un Estado de Derecho, y partiendo de la pre-
misa de que tenemos poderes judiciales independientes, 
eso tiene una funcionalidad. Cuando se habla de inde-
pendencia no se trata de un privilegio del juez o la jueza, 
sino de órganos que garanticen a las personas el acceso 
a la justicia, que garanticen los derechos humanos. Esos 
son los elementos que el Sistema Interamericanos de 
Derechos Humanos ha señalado.

La independencia judicial es fundamental para 
la protección de derechos fundamentales; y es tan 
importante, que ni siquiera cuando hay un Estado 
de excepción se puede suspender esta garantía que 
es esencial para el debido proceso, y esencial para la 
defensa de los derechos humanos.

Ahora bien, vinculada con el tema de independen-
cia Judicial, hay que destacar lo que se llama “garantía 

de imparcialidad”, que significa el acercamiento que 
debe tener el juez o jueza a un determinado caso con 
posiciones lo más objetivas posibles, libres de todo 
prejuicio y con suficientes garantías para que pueda 
impartir justicia con base en la imparcialidad. 

La Corte, cuando se ha referido a la Indepen-
dencia Judicial, también ha definido las garantías 
sustantivas o garantías de la faceta institucional. Por 
ejemplo, que el Poder Judicial tiene que garantizar 
una carrera judicial o contar con una carrera judicial, 
y que debe haber garantías para el juez o la jueza de 
contar con independencia judicial. 

La importancia de esto trasciende a la persona, 
y siendo que muchos de ustedes son jueces y juezas, 
comprenderán que nosotros como CEJIL hemos acom-
pañado a la AJD por lo que significa en lo personal, 
por supuesto, pero sobre todo por lo que significa para 
nuestras sociedades.

Nosotros, en la Comisión Internacional de Ju-
ristas de Centroamérica, junto con la Asociación de 
Jueces por la Democracia, fuimos elaborando nuestra 
agenda para el funcionamiento de la CIJ; en estos diez 
años se ha evidenciado el impacto del trabajo de la 

Ramón Cadena
Coordinador para Centroamérica de la 
Comisión Internacional de Juristas

AJD en Honduras, pero no solo en el país, sino que 
yo diría que a nivel centroamericano.

En Guatemala, una fundación contra el terroris-
mo acaba de presentar una foto y una querella contra 
un juez guatemalteco, independiente y muy hones-
to; utilizan una fotografía en la que se ve a la jueza 
alemana Ingrid Heinlein (presente en este evento), 
tomándose un café con el juez y acompañados de un 
colega alemán que hace de traductor, y dicen: “Con 
estas pruebas se evidencia el contubernio y la injerencia 
extranjera y la imparcialidad de los jueces”.

Están usando la estrategia de calumniar, de-
mandar, injuriar y desprestigiar al juez. En este caso 
utilizan la reunión que tuvo una jueza de Alemania 
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Ramón Sáez
Juez de la Audiencia Nacional 
de España

Sobre los jueces despedidos. Ellos son un ejemplo 
del derecho crítico, del derecho de juristas de un 
Estado comprometido con el derecho, con la consti-
tución, con la legalidad y con el Estado de Derecho. 
Ellos no solo son ejemplares para mí en el ejercicio 
de la jurisdicción, sino que fueron ejemplares en la 
historia de este país, cuando se produjo un golpe de 
Estado, según ha afirmado la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en julio de 2009, y frente a 
la actitud de la cúspide del Poder Judicial y la Corte 
Suprema de Justicia, que legitimó como se legitiman 
los golpes de Estado de hoy en día, diciendo que es 
una restitución de la legalidad y del orden constitu-
cional. Frente a ese ejercicio de travestismo político y 
no jurídico, su actuación fue ejemplar en defensa del 
Estado de Derecho y de la legalidad. 

La prisión. En materia de prisión, en materia de 
encierro y en materia de castigo, se podrá decir que 
hay sociedades distintas, pero lo cierto es que, a pesar 
de las evoluciones, a pesar de esas historias diferentes, 
gozamos de una legalidad internacional que establece 
unos estándares mínimos en defensa de los derechos 
fundamentales y de los derechos humanos, y que esos 
mínimos estándares de la libertad nos permiten sentir 
que formamos parte de una comunidad que comparte 
ciertos valores. 

con el juez guatemalteco, y un abogado alemán como 
traductor, para intercambiar sobre temas relacionados 
con la independencia judicial y derechos humanos. 
Este es un ejemplo de cómo hoy, precisamente, hay esa 
gran convergencia entre jueces y sociedad civil, la inde-
pendencia judicial y la defensa de derechos humanos.

Y ahora no solo están utilizando estas estrategias 
en Guatemala sino que también en Honduras, países 
donde hay una inteligencia militar y el orden público 
se ha militarizado; esto sucede desde hace ratos. En 
Guatemala, aún con los Acuerdos de Paz, no se logró 
desmilitarizar el orden público, seguimos con la Ley 
de orden público de 1966.

Indudablemente, esto influye muy fuertemente; 
ahora resulta que un juez no puede tener una reunión 

pública con otro juez o jueza, porque le cae una de-
manda. Y ya la presentaron, hay una querella contra 
el juez Gálvez; este es el sistema autoritario que ha 
producido el neoliberalismo en nuestras sociedades, 
muy lamentablemente.

Es importante profundizar en este tema. El juez 
cumple una función, la sociedad civil, abogados y 
otros profesionales cumplen una función en la socie-
dad. Somos seres humanos que queremos construir 
una sociedad democrática, una democracia social, en 
países donde hay tantas injusticias. Estoy regresando 
de una misión en Petén, al norte de Guatemala, donde 
las diferencias y desigualdades son tremendas, y en 
Honduras es similar; el 90% de la tierra cultivada está 
en manos del 5% de ricos hondureños, guatemaltecos 
y centroamericanos.
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Hoy leía en el periódico que van a cerrar una 
prisión en San Pedro Sula, un penal que en 2004 sufrió 
una de las catástrofes humanitarias del sistema peniten-
ciario, cuando un incendio mató a 120 personas, según 
he leído, a lo que se suma el incendio en Comayagua 
en 2013, que segó la vida de 320 personas encerradas.

Dice la prensa que en los nuevos penales los 
presos de alta seguridad no van a gozar de ningún 
privilegio, y se mezcla el uso de sortija (pulsera de 
seguridad) con el derecho a comunicarse con sus fa-
miliares, con el derecho a salir al patio, con el derecho 
a la cultura. Esto en realidad es una muestra de po-
pulismo punitivo, discurso particular que, al parecer, 
quieren hacernos creer que de esta forma aseguran la 
seguridad, y nos alejan de la verdadera seguridad en 
materia de acceso a la educación, a la salud.

Pues bien, la prisión como pena y la prisión 
como medida cautelar significa aplicar sufrimiento, 
dolor a una persona y, por tanto, las sociedades que 
aspiran a dar trato humano a las personas que han 
infringido la legalidad, tienen que reconocerles un 
mínimo de derechos; esto es importante cuando lo 
que se les administra es privación de tiempo de vida. 
La privación de libertad es privar de tiempo de vida y 
nadie, ninguna sociedad, debería celebrar el castigo de 
uno de sus miembros, privándole de tiempo de vida, 
a costa de sus derechos. 

Finalmente, la prisión es una institución y un 
reflejo de las sociedades; lo que ocurre en las prisiones 
tiene que ver de cómo son nuestras sociedades.

Gracias por reunirnos con personas amigas, es-
peciales, luchadoras por la justicia.

Muchas gracias por invitarnos a celebrar con esta 
jornada los primeros diez años de una rara Asociación 
de Jueces por la Democracia. 

Berta Oliva,
coordinadora del Comité de Familiares 
de Detenidos Desaparecidos en 
Honduras, COFADEH

No es raro que la gente se organice para defender 
sus conquistas económicas o para resolver sus necesi-
dades gregarias, y hasta es común que los profesionales 
creen sus propios gremios. Sus tribus urbanas. 

Pero es realmente raro, rarísimo, que funcionarios 
del Estado se organicen por la democracia. 

Es una señal poderosa de compromiso ético con 
el Estado de Derecho, pero es raro. Es indicativo de que 
algo grave acontece en el sistema.

Jueces y Sociedad Civil
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Si la independencia de jueces y juezas está en pe-
ligro para conocer sus casos y emitir sus resoluciones y 
fortalecer la democracia, entonces la cosa es seria. Todos 
estamos en peligro. 

Y esto de organizarse es raro porque, desde 1906 
hasta el año 2003, el sistema bipartidista nos hizo ver 
como dioses y diosas del Olimpo a los hombres y mu-
jeres con toga. A sus togados.

Las personas comunes y mortales no podíamos ni 
saludar a esos seres todopoderosos, que tenían absoluta 
discrecionalidad para abrir expedientes, investigar los 
hechos, valorar la prueba, juzgar las responsabilidades 
y cerrar las causas. 

Eran generalmente unas pocas mujeres y muchos 
hombres extraños, siempre amigos de los poderosos 
del partido. Con lealtad laboral a los dueños de los dos 
colores tradicionales. Y los militares tenían también 
sus jueces. Y las corporaciones privadas, también los 
suyos. Y hasta los religiosos también, para salvaguardar 
la moral y las buenas costumbres. 

Un banquero de esta ciudad decía que la Corte 
le tocaba a él en el reparto del botín electoral de cada 
cuatro años. “A mí la Corte me toca”, decía en tono de 
prevención poselectoral. 

Pero la sociedad que paga con sus impuestos a esos 
funcionarios misteriosos, no tenía nada en las cortes y 
tribunales. Tenía unos temibles abogados, como escribió 
el poeta Sosa.

Temibles
abogados
perfeccionan el día y su azul dentellada. 
Jueces sombríos
hablan de pureza
con palabras
que han adquirido
el brillo
de un arma blanca.
Las víctimas -en contenido espacio-
miden el terror de un solo golpe.
 
En ese poema, que ha sido una triste realidad, 

no había espacio para la sociedad organizada. Ni para 

organizarse desde adentro en la defensa de la indepen-
dencia para juzgar. Para defender los propios derechos 
políticos de las personas juzgadoras. 

Pero los jueces y juezas que hoy nos convocan no 
son personas raras. No le tienen miedo a la gente. Ni le 
temen a su organización interna ni a las organizaciones 
externas. Ven lo que otros no ven, porque ven sin cálculo 
ni conveniencia individual. Han arriesgado sus puestos. 
Han expuesto sus vidas. 

Estos seres convocantes ven la conveniencia co-
lectiva de un país que se derrumba en confianza, que 
se cae a pedazos su reputación institucional.

 Son la voz de alerta en un país donde los juzgado-
res se convirtieron en la mascarada del poder soberano. 
En jueces constituyentes. En padres y madres de la 
Constitución. Una legión de 15 togados que sustituye 
la Asamblea Nacional Constituyentes en los temas pé-
treos. Un Pleno de dos partidos que sustituyó inclusive 
al Congreso de siete bancadas. 

Estos jueces y juezas que nos convocan no están 
atenazados por el miedo al prejuicio de reunirse con 
nosotras que podemos decir estas cosas tremendas, no 
temen a que inyectemos subjetividad en sus resoluciones 
ni a la inducción al prevaricato.

Los funcionarios judiciales que nos han invitado a 
este debate entre Jueces y Sociedad Civil son gente seria. 
Tienen reputación de jueces. Idoneidad y excelencia. 
Imparcialidad e independencia. Vocación y valentía. 
No nos temen. Y ya probaron que no le temen tampoco 
a sus propios inquisidores dentro de la Corte Suprema 
de Justicia. 

Sigamos, pues, encontrando en estas maneras de 
interrelación inteligente entre jueces y organizaciones 
sociales, el verdadero sentido del Derecho como un 
producto político de la sociedad.

 Quiero, entonces, pedir un aplauso fuerte para 
las mujeres y hombres que derrotaron al Estado de 
Honduras el año pasado en la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos por rechazar la ruptura constitu-
cional y realizar acciones a favor del interés del pueblo.

¡Este aplauso es para que sean restituidos ya!

¡Muchas gracias!
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Martín mencionó que aplicaron la ley. Lo que quiero 
agregar es que en muchos casos ampliaron la ley por 
medio de la interpretación, para tener los resultados 
que quería el régimen. Esta época oscura tiene que 
recordarnos siempre que se puede perder la democracia 
y el Estado de derecho y que tenemos que conservarlos 
y defenderlos.

1.	 Separación de poderes e 
independencia judicial en un 
Estado de derecho

Según sus constituciones, Honduras y Alemania 
son estados democráticos y estados de derecho. Sepa-
ramos el poder del Estado en el poder legislativo, eje-
cutivo y judicial para limitarlo. Separación de poderes 
no significa separación total y estricta; separamos los 
poderes para que haya un equilibrio entre ellos: checks 
and balances, como se dice en inglés.

Pero separación de poderes no es el único 
componente de un Estado de derecho. Cada poder 
tiene que contribuir a la protección y realización de 
los derechos humanos y al gobierno de las leyes en el 
Estado y la sociedad. En un Estado de derecho los 
jueces gozan de independencia judicial. Es un derecho 
humano de los ciudadanos que sus asuntos legales sean 
juzgados por una jueza o un juez que solamente aplica 
la ley con imparcialidad y sin obedecer los deseos de 
sus superiores.

Separación de poderes 
e independencia judicial en Honduras. 
Observaciones de una magistrada alemana

Introducción

Estimadas compañeras, estimados compañeros:
La Nueva Asociación de Jueces de Alemania, que 

represento aquí, les felicitamos mucho por el trabajo 
excelente que hacen desde hace diez años. Siento un 
gran honor que me hayan invitado a celebrar este 
aniversario especial con ustedes y a contribuir a este 
evento. Pido perdón por mis errores de idioma.

Lo que voy a decir respecto al tema lo digo con 
modestia. Los alemanes tuvimos mucha suerte des-
pués de la Segunda Guerra Mundial. Vivimos en paz 
con nuestros vecinos durante más de sesenta años. Se 
desarrollaba la democracia, el estado de derecho, la 
economía; nuestros países nos juntamos en la Unión 
Europea. Tenemos problemas, pero pocos en compa-
ración con los de Honduras. 

Lo que es de gran importancia es que los ale-
manes no olvidemos los crímenes atroces cometidos 
durante el régimen nazi con el apoyo de los jueces. 

Ingrid Heinlein
Representante de la Nueva Asociación 
de Jueces de Alemania
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2.	 Independencia judicial 
en Honduras

He viajado muchas veces a Honduras para en-
terarme sobre los problemas del país y de la justicia. 
Nuestras realidades en Alemania y Europa son muy 
diferentes. Tenemos más de 80 millones de habitantes, 
más de 20.000 jueces y magistrados, juezas y magis-
tradas profesionales, y tenemos seis cortes supremas de 
justicia: la Corte Suprema de lo Civil y Penal, la Corte 
Suprema de lo Laboral, la Corte Suprema de lo Social, 
la Corte Suprema de lo Contencioso, la Corte Suprema 
Fiscal. Un ejemplo: en la Corte Suprema de lo Civil 
y Penal trabajan 128 magistrados y magistradas. Sin 
embargo, nuestra justicia no es perfecta; la criticamos 
en varios aspectos.

Sé que en el poder judicial de Honduras existe 
mucha corrupción. Antes de viajar a San Pedro Sula fui 
a Guatemala, donde existe mucha corrupción también. 
La CICIG y algunos jueces y fiscales hacen un buen 
trabajo en Guatemala para combatir la corrupción. 
Combaten la impunidad, pero eso no alcanza. Si existe 
una legislación que favorece la corrupción, hay que 
cambiarla también.

Me limito a un aspecto que me parece impor-
tante, tomando en cuenta que para ustedes otros 
aspectos puedan ser más importantes. En cada país, 
las cortes supremas de justicia deciden casos de gran 
importancia. Pues, en cada país, existe una tensión 
entre los intereses políticos y la jurisdicción de las 
cortes supremas de justicia. Por eso es crucial que los 
magistrados y las magistradas de las cortes supremas 
de justicia gocen de independencia judicial personal. 

Todos los jueces necesitan estabilidad en su 
cargo, también los magistrados y las magistradas 
de las cortes supremas de justicia. Si dependen de la 
reelección por parte del Congreso Nacional, o tienen 
que trabajar como abogados después de la expiración 
de su cargo, no la tienen, no gozan de independencia 
judicial personal. Quiero agregar que no defiendo a 
personas concretas, sino que hablo de estructuras.

En Alemania, los magistrados y las magistradas 
de las cortes supremas de justicia pertenecen a la carrera 
judicial. Antes de su elección a una plaza en una Corte 
Suprema trabajan en los tribunales y juzgados de prime-

ra y segunda instancia. Una comisión conformada por 
diputados y el Ministro de Justicia los elige. Es claro que 
los partidos políticos prefieren personas que están cerca 
de ellos. Pero no pueden elegir a cualquier juez o jueza, 
porque las comunidades autónomas tienen el derecho 
de propuesta y los competidores pueden recurrir a los 
tribunales contenciosos. 

Lo principal es que una vez electo, el magistrado 
o la magistrada permanecen en el cargo hasta la jubi-
lación, si antes no renuncian por su propia voluntad. 
Tienen estabilidad en el cargo. Así, la probabilidad de 
que apliquen la ley y la constitución y no atiendan los 
deseos de los partidos políticos, es grande.

Una excepción es nuestra Corte Constitucional. 
Pero en esta Corte trabajan magistrados y magistradas 
que ya tienen otro ingreso económico; por ejemplo, 
como catedráticos.

3.	 Apuntes finales

Regresemos otra vez a la separación de los po-
deres del Estado en un Estado de derecho. Es cierto 
que es un deber del poder legislativo crear las leyes 
necesarias para que cada juez, cada jueza, gocen de 
independencia judicial. 

Además, el legislador tiene la obligación de crear 
las leyes necesarias para que se protejan y se realicen los 
derechos humanos de la ciudadanía, p.e. en el ámbito 
del medio ambiente. Eso significa que se fortalece todo 
el poder judicial, no solo la Corte Suprema de Justicia, 
sino también los juzgados y tribunales de primera y 
segunda instancia e, igualmente, todas las ramas del 
poder judicial, p.e. los tribunales contenciosos ad-
ministrativos en el derecho del medio ambiente. Eso 
significa también que la Corte Suprema de Justicia se 
limita a resolver casos fundamentales.

Pero los jueces también tienen deberes. Cada 
juez, cada jueza, cada magistrado, cada magistrada 
debe contribuir a una buena jurisdicción. Deben 
aplicar las leyes usando métodos científicos, y tienen 
que controlar su constitucionalidad y su conformidad 
con los derechos humanos. Si el legislador no cumple 
sus deberes, es el deber del poder judicial actuar en 
su lugar.
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Compañeros y compañeras de la AJD: 
Seguramente, cuando pase el tiempo, recordare-

mos el evento que hoy estamos cerrando en ocasión de 
nuestro Décimo Aniversario. Me refiero en particular 
a los paneles o mesas de discusión que se desarrollaron 
ayer, donde intervinieron connotados amigos, profe-
sionales y juristas, como las y los dirigentes de las aso-
ciaciones de jueces y juezas de Centroamérica, nuestros 
aliados de CEJIL y la CIJ, los jueces de España Ramón 
Sáez y Luis Carlos Nieto, nuestra querida amiga, la 
magistrada alemana Ingrid Heinlein y, en un lugar 
estelar, Marcia Aguiluz, que ha sido la responsable del 
litigio del caso López Lone y otros vs. Honduras, con el 
cual obtuvimos sentencia condenatoria contra el Estado 
de Honduras; esperamos que el próximo año pueda 
cumplirse a cabalidad, especialmente en lo relacionado 
con el reintegro de la magistrada y los jueces despedidos. 

Reina Iris Mejía,
nueva presidenta 
de la Junta Directiva Nacional de la AJD

También quiero destacar el acompañamiento 
permanente y su presencia en este evento de los com-
pañeros Martín Rogel Zepeda, del Foro de Jueces 
Independientes y Democráticos de El Salvador, de 
Adriana Orocú, de la Asociación Costarricense de la 
Judicatura, y de Dinora Martínez, de la recién creada 
Asociación de Jueces Guatemaltecos por la Integridad; 
nos sentimos honrados con la presencia de todos ellos 
y ellas en estas jornadas. 

De igual modo, llevaremos en nuestra memoria 
la celebración de nuestra X Asamblea General, y 
la elección de la nueva Junta Directiva, la cual me 
corresponde presidir; espero no defraudarles en esta 
gran responsabilidad. 

Mi agradecimiento a todas las juezas y jueces de 
nuestra Asociación por su compromiso y lucha perma-
nente por ser independientes, y por haberme honrado 
con el cargo de Presidenta de la Junta Directiva Nacional. 
Sé que es un gran desafío, y créanme que me esforzaré 
por estar a la altura de este compromiso.

Ojalá y estos diez años que hoy celebramos se 
traduzcan en mayor entrega de todos y todas para el 
fortalecimiento de nuestra asociación y para lograr 
mayores y mejores cuotas de independencia en el 
Poder Judicial. 
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En tiempos de crisis política o institucional es 
frecuente que las autoridades recurran a res-
puestas que, por lo general, pretenden plantear 

supuestos cambios a tales situaciones. Recientemente 
se hizo evidente la incapacidad de la Policía Nacional 
para garantizar la seguridad de la ciudadanía y proteger 
los bienes de la población, entre ellos el más preciado: 
la vida. Se discutió ampliamente en los medios de co-
municación y en las instancias gubernamentales sobre 
la crisis policial y los aparentes vínculos o colusión de 
miembros de la institución con la criminalidad, lo que 
dio lugar al proceso de depuración que actualmente 
se impulsa.  

El Poder Judicial no ha estado ajeno al discurso 
de la depuración. El fenecido Consejo de la Judicatura 
utilizó como bandera de reconocimiento y legitima-
ción sus promesas de depurar, anunció resoluciones 
enérgicas con relación a 91 expedientes de presuntas 
irregularidades y los Consejeros declararon pública-
mente que, de ser necesario, estaban dispuestos a que 
la depuración alcanzara hasta el 80% de los jueces. 
Pero, contrario a lo anunciado, aquella llevada y traída 
depuración judicial fracasó; sus procedimientos eran 
ilegales y, a la postre, los depuradores resultaron de-
purados y defenestrados de sus cargos.

1.	 Consideraciones sobre el 
término depuración

Encontramos en Wikipedia que “depuración” 
puede referirse a “La eliminación, física o burocrática, 

o el castigo o represión política de un colectivo opues-
to”. El término es sinónimo de: “Proscripción. Caza 
de brujas. Purga. Macartismo”. También se señala 
que puede significar: “La búsqueda de la pureza en 
cualquier ámbito (moral, racial, estético, etc.). 

En efecto, la palabra depuración, y sobre todo la 
frase depuración judicial, tiene la fuerza o repercusión 
de que estamos ante una situación de eventuales sepa-
raciones en masa de la carrera judicial, en un contexto 
de pruebas (de confianza, académicas, etc.), e investiga-
ciones dirigidas a un determinado segmentos de jueces 
y juezas. Sin embargo, queda la sensación de que otros 
grupos de juzgadores no serán sujetos de esta depuración 
por su cercanía con las instancias que la realizan.

2.	 Diferencias institucionales 
entre la Policía Nacional y el 
Poder Judicial

Sobre las diferencias entre una y otra institu-
ción, quizás las más sobresalientes son que la Policía 
se encuentra bajo de la égida del Poder Ejecutivo, es 
altamente jerarquizada y se rige por leyes y reglamentos 
en los que es notoria la subordinación en los diferentes 
estamentos. En el ámbito judicial nos encontramos con 
un poder del Estado que se enmarca en el principio de 
separación de poderes y que, para su funcionamiento, 
tiene la independencia como eje transversal.

La independencia judicial, como mandato 
constitucional, comprende a todos los juzgados y tri-
bunales, a jueces, juezas, magistrados y magistradas, 
sin importar el lugar que ocupen en la estructura 
jurisdiccional; igual de independiente es un juez 

Consideraciones sobre la depuración judicial 
y la necesidad de fortalecer 

la carrera judicial*

*	 Este documento es responsabilidad de la Junta Directiva 
Nacional de la Asociación de Jueces por la Democracia.
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de Paz que un magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia. En otras palabras, en el Poder Judicial no 
existe la subordinación del inferior al superior, salvo 
en aquellos casos que se acude a la actividad recursiva; 
es decir cuando, mediante los recursos, se revisan las 
resoluciones.

Otra característica importante a tener en cuenta 
es la inamovilidad de jueces y magistrados, es decir, 
que estos solo pueden ser separados de sus cargos de 
conformidad con las causas establecidas en la ley, lo 
cual necesariamente tiene que darse respetando las 
garantías del debido proceso.

3.	 Depuración versus 
fortalecimiento de la carrera 
judicial

Con lo antes expuesto se puede anticipar que 
hablar de depuración judicial no es lo más acertado 
cuando se trata, supuestamente, de “corregir” conductas 
de jueces y juezas; lo pertinente sería referirse a un plan 
para el fortalecimiento de la carrera judicial. Acometer 
con una depuración, además de poner en peligro o de 
vulnerar las garantías de independencia judicial y de 
inamovilidad, podría traer aparejado que se renovara 
la planta o estructura jurisdiccional en favor de deter-
minados intereses políticos. 

Por ello, consideramos que lo apropiado es ha-
blar de fortalecimiento de la carrera judicial, lo que 
en las actuales circunstancias y con una nueva Corte 
Suprema de Justicia, debería considerar los aspectos 
siguientes:

a.	 Empezar por el respeto del principio de 
legalidad y de supremacía de la ley; en 

este orden, es urgente que se proceda a la 
aprobación de una nueva Ley del Consejo 
de la Judicatura y de la Carrera Judicial 
que sustituya a la actual ley vigente. 

b.	 Que las nuevas plazas o cargos de jueces 
y magistrados se cubran con profesionales 
que hayan pasado por un riguroso concur-
so. Hay que poner un alto a los nombra-
mientos discrecionales, a las designaciones 
interinas o provisionales, y a toda tentación 
de ejercer poder mediante la designación 
al margen de la ley.

c.	 Se debe proceder a implementar un plan 
de evaluación del desempeño de jueces y 
magistrados, para identificar irregularida-
des y proceder a fortalecer técnicamente 
las debilidades que se manifiestan en el 
ejercicio jurisdiccional y en la gestión 
del despacho judicial. La evaluación del 
desempeño debe ser un instrumento de 
corrección y no de punición.

d.	 Que los procesos disciplinarios no sean 
instrumentalizados y que se realicen de 
conformidad a las garantías del debido 
proceso. 

e.	 Impulsar el diálogo entre los diferentes 
estamentos de la estructura jurisdiccional, 
estimulando el debate sobre los temas de 
carrera e independencia judicial.

Se gana más con el desarrollo de la carrera judi-
cial, que implica un proceso, que con una depuración 
judicial que, al final, puede lesionar seriamente la 
independencia judicial.
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Nos encontramos a casi ocho meses de la 
presentación del primer informe de la Mesa 
Técnica de Verificación de Actuaciones en 

Administración de Personal, y a siete meses de la emisión 
del fallo de la Corte Suprema de Justicia que declaró 
inconstitucional la Ley del Consejo de la Judicatura y la 
Carrera Judicial1. A pesar de que esta resolución establecía 
que la iniciativa para una nueva ley del Consejo “deberá 
presentarse de forma inmediata para su aprobación en 
el CN de la República”, no se conoce hasta el momento 
el texto de un anteproyecto sobre la materia.

Por otro lado, si bien han circulado algunas notas 
de prensa al respecto2, tampoco se ha informado sobre 
la deducción de responsabilidades administrativas, ci-
viles o penales (si correspondiesen) a los exintegrantes 
del Consejo de la Judicatura que tomaron decisiones 
perjudiciales para el patrimonio del Poder Judicial, o 
a aquellas personas que se beneficiaron de actuaciones 
presuntamente irregulares.

Es por ello que consideramos esencial la pronta 
elaboración y discusión de un anteproyecto de la nueva 
Ley del Consejo de la Judicatura.

	 ¿Cuáles deberían ser los temas clave 
en la elaboración de una nueva Ley 
del Consejo de la Judicatura y la 
Carrera Judicial?

Para discutir un proyecto de tanta trascendencia, 
es necesario definir los temas clave a considerar. En 
opinión de la AJD, es esencial que la nueva normativa 
atienda, al menos, los siguientes puntos:

1.	 La nueva legislación debe superar las 
inconstitucionalidades declaradas por la 
Corte Suprema de Justicia en sentencia de 
14 de marzo de 2016.

2.	 El proyecto debe asegurar la despolitiza-
ción del Consejo de la Judicatura, median-
te un proceso de elección de los Consejeros 
que sea transparente e inclusivo para todos 
los sectores que conforman el espacio polí-
tico institucional de este poder del Estado.

3.	 La nueva Ley del Consejo de la Judicatura 
y de la Carrera Judicial debe estar orientada 
a separar la función administrativa de la 
función jurisdiccional. 

4.	 Los temas de carrera judicial deben quedar 
claramente perfilados y orientados por el 
principio de independencia judicial, y la 
realización de concursos reglados de forma 
rigurosa.

5.	 Los procedimientos disciplinarios deben 
normativizarse con arreglo al debido pro-
ceso: garantizando el derecho de defensa 
y el derecho al juez natural.

*	 Este documento es responsabilidad de la Junta Directiva 
Nacional de la Asociación de Jueces por la Democracia.

1	 La sentencia fue publicada en el Diario Oficial La Gaceta 
No. 34.008, del 15 de abril de 2016.

2	 “Pronto penas para extinto Consejo Judicial”, La Tribuna, 
5 de octubre de 2016 (versión digital).

Sobre la necesidad de la pronta emisión 
de una nueva Ley del Consejo de la Judicatura∗
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6.	 La discusión del proyecto, tanto a lo in-
terno del Poder Judicial como en el debate 
legislativo, debe ser amplia, incluyente y 
transparente.

1.	 La superación de las 
inconstitucionalidades detectadas en 
la normativa anterior viene dada al 
menos por tres factores:

a.	 Si recordamos, la línea jurisprudencial 
de la Corte en este asunto se concretó a 
interpretar que el Consejo es un órgano 
interno del Poder Judicial. Sin embargo, 
los artículos constitucionales 313 y 317 
reformados no establecen que el nombra-
miento deba ser hecho necesariamente por 
la Corte Suprema de Justicia, por lo que 
deberían explorarse otras posibilidades 
más democráticas para la selección de 
miembros del Consejo. En este punto nos 
parece importante acotar que, en la com-
posición del Consejo, deberá ser mayori-
taria la presencia de jueces y juezas, y que 
su selección debe realizarse mediante un 
mecanismo de elección entre pares que esté 
exenta de la manipulación o intervención 
de las autoridades de la Corte Suprema o 
de cualquier poder externo.

b.	 El nombramiento de los titulares de la 
Inspectoría de Órganos Jurisdiccionales, 
o el nombre que reciba la dependencia 
equivalente en la nueva ley, debe corres-
ponder también al Poder Judicial. Quizá 
lo más coherente es que estos funcionarios 
sean nombrados por el Consejo, una vez 
instalado. No obstante, deberían buscarse 
los mecanismos para que esta fundamental 
entidad de control interno goce de auto-
nomía en la realización de sus funciones.

c.	 El régimen disciplinario del personal del 
Poder Judicial debe quedar contemplado 
en la nueva ley. En este sentido, la línea 
jurisprudencial de la Corte se concreta en 
que el régimen disciplinario de los jueces 
es una materia reservada a la ley, que no 
puede ser abordada directamente por 
reglamentos. Vale decir, la nueva norma 

deberá desarrollar los tres elementos de un 
régimen disciplinario: el catálogo de faltas 
y sanciones, el procedimiento disciplina-
rio administrativo a seguir y los órganos 
designados para la investigación y sanción 
interna.

2.	 Es necesario resguardar de forma 
debida en la nueva ley el tema de 
carrera judicial

Sin perjuicio de lo explicado arriba con relación 
al régimen disciplinario, que necesitará de suyo una 
regulación detallada en la nueva ley, todos los otros 
temas de carrera judicial deberían quedar claramente 
perfilados en la Ley del Consejo. 

Esto implica definir los principios orientadores 
y las reglas más importantes de las etapas de ingreso, 
ascenso y terminación en la carrera judicial. Los temas 
de personal son esenciales; en consecuencia, deben re-
gularse con más detalle cuestiones como los concursos 
para personal jurisdiccional, auxiliar y administrativo, 
las evaluaciones del desempeño y las actividades de la 
Escuela Judicial.

Obviamente, habrá un desarrollo reglamentario 
de estos asuntos, pero las bases esenciales deberán 
quedar inequívocamente fijadas en la ley, de forma 
tal que prevengan contra la politización y los nombra-
mientos y ascensos discrecionales, como ha sucedido 
históricamente en este poder del Estado. 

3.	 La aprobación de la nueva Ley del 
Consejo y de la Carrera Judicial debe 
ser amplia y participativa

Como el acceso a la justicia y la independencia 
judicial son definitivamente derechos fundamentales, 
y en derechos humanos la forma es fondo, la discusión 
del proyecto de la nueva ley debe ser amplia, incluyente 
y transparente, tanto a lo interno del Poder Judicial 
como en el debate legislativo. Jueces, juezas, magistra-
dos y magistradas de cortes de apelaciones deben estar 
en primer plano al momento de elaborar el proyecto de 
ley; de igual modo, se debe prever su participación o 
intervención en el momento de aprobar esta normativa 
en el Poder Legislativo. 
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4.	 Un código de ética para los 
futuros consejeros y establecer 
cómo deducirles responsabilidades 
administrativas

Las malas prácticas administrativas de los inte-
grantes del primer Consejo de la Judicatura, documen-
tadas por los informes de la Mesa Técnica de Verifica-
ción, hacen necesario que la nueva ley fije un marco 
deontológico para los nuevos miembros del órgano de 
gobierno del Poder Judicial. 

Los principios fijados en la ley deberían desarrollar-
se en un código de ética específico para los integrantes 
del Consejo. La especificidad de las labores de este 
órgano y el poder que acumulan sus integrantes, ame-
rita una normativa aparte en esta materia. Asimismo, 
que se pueda determinar en la nueva ley las conductas 
reprochables —distintas a las que pudieran dar lugar al 
juicio político— de estos altos funcionarios y la forma 
de deducirles responsabilidades administrativas en el 
Poder Judicial.

5.	 Que magistrados y magistradas de la 
CSJ estén comprendidos en la nueva 
Ley del Consejo de la Judicatura y de 
la Carrera Judicial

Hasta ahora, los y las magistradas de la Corte 
Suprema de Justicia no han sido destinatarios de las 
normas de la Ley de Carrera Judicial. Seguramente, esta 
exclusión se relaciona con su ubicación en la cúspide de 

la estructura judicial, con la forma en que son designa-
dos o electos, porque desempeñan sus funciones como 
magistrados a término, y porque no están comprendidos 
en los mecanismos de ascenso o promoción de la carrera 
judicial. En general, su incorporación al orden jurisdic-
cional está regulado por las normas constitucionales.

No obstante, las normas constitucionales corres-
pondientes integran a la Corte Suprema como parte 
de la organización jurisdiccional del Poder Judicial: 
“El Poder Judicial se integra por una Corte Suprema 
de Justicia, por las Cortes de Apelaciones, los juzga-
dos…” (Art. 303), y específicamente se establece que: 
“La Corte Suprema de Justicia es el máximo Órgano 
Jurisdiccional…” (Art. 308). 

En consonancia con estas disposiciones, es con-
gruente afirmar que las y los magistrados integran o 
forman parte de los órganos a los que corresponde la 
potestad de impartir justicia. Pero, inexplicablemente, 
sus conductas o actos no han estado sujetos a la deduc-
ción de responsabilidades administrativas de carácter 
disciplinario, salvo que se les siga juicio político por 
faltas graves. 

En este orden de ideas, y con la premisa de que 
impere un sistema de igualdad en derechos y responsa-
bilidades de todos los jueces y magistrados, considera-
mos imperativo que los integrantes de la Corte Supre-
ma sean susceptibles de deducirles responsabilidades 
disciplinarias por faltas distintas a las que ameritan 
un juicio político. La ley debe determinar la forma y 
el órgano encargado de imponer esas sanciones.








